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INTRODUCCIÓN. 

 

De acuerdo con el desarrollo histórico de los procesos democratizadores en el mundo, es a 

partir de la segunda mitad de la década de los setenta cuando tuvo lugar el inicio de la 

tercera ola democratizadora (Huntington, 1991) en AL. Desde entonces se ha venido 

desarrollando un intenso y rico proceso de reforma política que ha contribuido radicalmente 

a reconfigurar la región1. 

 Las diversas democracias que se instauraron en la región comenzaron a desarrollar 

una importante agenda de reformas constitucionales, políticas y electorales, que 

repercutieron invariablemente en un mayor nivel de estabilidad política. Sin embargo, a 

pesar de los avances evidentes, aún en éstos días diversos países latinoamericanos han 

tenido que lidiar con crisis de diversa índole, entre las que se destacan crisis de 

representación, de participación y de gobernabilidad. 

 Dicha agenda de reformas que acompañaron a la “tercera ola” en AL se caracterizó 

principalmente por un fortalecimiento de la institucionalidad democrática para la elección 

de representantes, transformaciones en el sistema de partidos políticos y, en algunos países, 

la inclusión de reformas de segunda generación que buscaron ampliar los márgenes de 

participación política de nuevos sectores de la ciudadanía en general. Y uno de los 

resultados visibles de esta evolución es el hecho de que hoy todos los países 

latinoamericanos celebran elecciones libres, en un ambiente de paz social y seguridad 

política (Orozco y Zovatto, 2008: XIX). 

                                                        
1 En la presente introducción no se pretenden discutir las visiones “transicionalistas” o de “democratización” ni aquellas connotaciones 
que implica la democracia en tanto “régimen político”, sin embargo algunas reflexiones paralelas sobre estos temas, en cuanto servirán 
para la argumentación teórica, se expondrán en los capítulos teórico-conceptuales.   
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 Sin embargo parece ser que estos esfuerzos democratizadores vinieron a fragmentar 

aún más a una sociedad que no contaba con una tradición participativa, es decir, una 

sociedad en la que imperaban las decisiones gubernamentales al margen de lo que los 

electores hubieran querido decidir al momento de delegar en ellos la responsabilidad de 

gobernarlos. 

 Para decirlo con claridad, los casos de AL —y México en particular— ilustran que 

la sola trasmisión pacífica del poder, vía la celebración periódica de elecciones libres, justas 

y competitivas, sigue sin resolver cuáles son los límites del poder, toda vez que se siguen 

privilegiando la convivencia simultanea de pautas de libre acceso al poder con escasa 

eficiencia o nulidad de mecanismos e instituciones que limiten su ejercicio2. 

 Otra de las características de la expansión democrática de esta “tercera ola” es, de 

manera muy significativa, el incremento de las dudas relativas a la categorización de estos 

“nuevos regímenes” que se venían a instaurar en la región. Robert Dahl (1992, 1997) 

propuso una distinción por demás pertinente al utilizar, por un lado, un parámetro 

normativo para definir la democracia como un tipo ideal, y por el otro, al realizar una 

tipología empírica para mensurar su congruencia respecto al tipo ideal: la Poliarquía3. 

 No obstante, tanto en AL como en México4, la instauración de la democracia no ha 

disipado numerosas dificultades institucionales que, ligadas al Estado de Derecho, lesionan 

la efectividad de las garantías civiles de sus respectivas sociedades5; un hecho que, a decir 

                                                        
2 En términos de Guillermo O’Donnell, ausencia de agencias estatales autorizadas y dispuestas a supervisar, controlar, rectificar y/o 
sancionar actos ilícitos de las instituciones estatales (1998a: 21). 
3 En tanto criterio que conceptualiza empíricamente la democracia, la “lista de garantías institucionales” o variables empíricas que ayudan 
a otorgar el calificativo de “democrático” a un sistema, según Dahl la constituyen las libertades de asociación, expresión y voto, derecho 
de los líderes políticos a competir por apoyo y por votos, diversidad de fuentes de información, elecciones libres e imparciales e 
instituciones que garanticen que la política del gobierno dependa de los votos y demás formas de expresar preferencia  (1997: 15). 
4 El caso de México se encuentra ampliamente documentado por Manuel A. Guerrero (2004). 
5 Entre las que destacan la aplicación diferenciada de la ley, abuso de autoridad, opacidad y secretismo de la información pública, entre 
otras. 
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de Gerardo Munck (2003), pone en entredicho la efectividad de las democracias 

alcanzadas.  

 Si bien dicha situación ha permitido constatar que la libertad política puede guardar 

distintos y complejos equilibrios, se debe advertir, como indican Guillermo O'Donnell 

(1996) y Larry Diamond (2003), que el advenimiento y persistencia de la democracia en 

contextos que no se ajustan a los descritos por las teorías tradicionales del cambio de 

régimen, revela que existe un amplio campo de temas pendientes por estudiar si se desea 

que la promesa libertaria de la democracia constituya una conquista efectiva.  

 Siguiendo la referencia conceptual propuesta por Dahl, O’Donnell advirtió que las 

poliarquías “emergentes” sólo se las puede tipificar como democracias en la medida que 

cumplen criterios “prácticos” de la poliarquía, es decir, cuentan con elementos de 

accountability vertical (2000, 2004): por medio de elecciones libres y frecuentes los 

ciudadanos seleccionan políticos para el ejercicio de funciones públicas y, si al final del 

período su actuación no se estima satisfactoria, se los puede despedir del cargo, 

permitiendo el sistema a su vez la expresión política pública y autónoma, además de que se 

cuentan con fuentes alternativas a las gubernamentales de información6. Para O’Donnell, 

desde su perspectiva, las nuevas poliarquías cumplen con esos criterios, pero nada más. 

 Hasta aquí la tipificación de estos nuevos regímenes como “democráticos” puede 

conducirnos a un error conceptual, ya que, por un lado, se da por descontada la presencia de 

un Estado formalmente institucionalizado, es decir, se supone la existencia de un Estado 

capaz de hacer cumplir el orden jurídico vigente de manera universal y, por otra parte, se 

reduce el proceso de democratización por la vía electoral dejando de lado otros aspectos 

                                                        
6 Nótese que éste mecanismo no está exento de paradojas; por ejemplo, por medio de la elección se puede retirar de sus funciones a un 
buen gobernante, o por otro lado, se puede reiterar la persistencia de uno malo (Manin, 1996: 230-231). 
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igualmente fundamentales para la democracia, como lo vendrían a ser mecanismos de 

accountability en su vertiente horizontal. 

 En términos expresados por O’Donnell las nuevas poliarquías pueden ser duraderas 

sin representar una amenaza de regresión al autoritarismo (1994: 57), sin embargo, están 

todavía lejos de ser democracias verdaderamente representativas e institucionalizadas, por 

lo que la categoría conceptual que propone la denomina “democracia delegativa”. La 

democracia delegativa se basa en la premisa de que la persona que gana la elección está 

autorizada para gobernar como se crea conveniente, estando limitado su poder por las 

relaciones informales de poder existentes y por el periodo constitucional del mandato 

(1994: 57-58). En suma, estaríamos frente a una democracia que, si bien podría ser 

considerada como tal basados en los criterios de la definición de poliarquía, presenta una 

serie de características que no permiten se la pueda considerar como una democracia7 

verdaderamente representativa8. 

 Bajo este tenor de ideas podemos deducir que, si bien las “poliarquías emergentes” 

vienen a ser consideradas como democracias —aunque bajo criterios mínimos y reductivos 

al ámbito electoral—, esta categorización se concentra en la inclusión de la ciudadanía 

adulta al ámbito electoral en virtud de que se garantiza la celebración de elecciones limpias 

y frecuentes, delegando en alguien la vigilancia de los derechos de sus electores, lo que en 

la realidad ha llevado a que el ejercicio del poder por parte de los gobernantes sea 

independiente, apartándose e incluso ignorando las demandas de sus representados, 

                                                        
7 Al menos no una democracia institucionalizada, en términos de lo expuesto en los párrafos que anteceden. 
8 Para O’Donnell la idea de la representación, sin embargo, envuelve un elemento de delegación, ya que es a través de un cierto 
procedimiento, como las elecciones, por el cual una colectividad autoriza a una determinada persona para que hable por ellos y 
eventualmente los constriña a actuar conforme a las decisiones que han sido tomadas por ésta persona, en uso de la representación que se 
le ha conferido. 
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gobernando solo o con un grupo técnico muy pequeño y cerrado de la manera en que estime 

conveniente9.  

 En concreto, las “poliarquías emergentes” ponen de manifiesto que los mecanismos 

verticales de rendición de cuentas no han sido suficientes para la institucionalización formal 

del tan ansiado Estado democrático en la región. 

 Hasta aquí, no obstante la necesidad imperante que enfrenta la democracia 

actualmente en diversas partes del mundo de resolver situaciones de conflicto o malestar 

social (Mouffe, 1999: 11-25) podríamos estar de acuerdo en que las democracias 

“contemporáneas” se identifican por los cuestionamientos recurrentes de sus ciudadanos a 

diversos principios y dispositivos institucionales considerados “fundamentales” para este 

tipo de régimen político, amén de las disconformidades, demandas y ajustes evidentes que 

esto genera. Esto es porque si bien, como se ha dicho, las olas democratizadoras han 

generado una disparidad generalizada de resultados entre los países de la región10, de igual 

forma es evidente el dispar grado de desarrollo y mejoramiento de la institucionalidad 

básica esperada para los “nuevos” Estados democráticos de derecho (O´Donnell, 1998b: 2-

5; Ordóñez y Rosales, 2004: 47-48). 

 Un ejemplo de lo anterior lo encontramos en la evidencia latinoamericana que 

refleja lo difícil que continúa siendo la construcción institucional democrática y su 

instauración legítima en el imaginario social11 (Corporación Latinobarómetro, 2005: 50-51; 

Vial Saavedra, 2001: 1-3; Burbano de Lara, 2003: 13-14). 

                                                        
9 Un estudio excepcional sobre esta perversión del ejercicio del poder lo podemos encontrar en un breve pero revelador texto de Enrique 
Dussel (2006) para quien su ejercicio aislado por parte de cada institución política con el del pueblo, que corta toda relación con tal 
delegación, absolutiza, fetichiza, corrompe el ejercicio del poder del representante en cualquier función, lo que en política tiene que ver 
con la absolutización de la “voluntad” del representante que deja de responder, de fundarse, de articularse a la “voluntad general” de la 
comunidad política que dice representar, corrompiendo a la misma representación, invirtiendo la política, fetichizándola. 
10 Principalmente en términos del desempeño esperado para alcanzar mejores resultados de desarrollo socioeconómico. 
11 A saber, en el sistema de valores, principios, actitudes y conductas. 
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 En este sentido podríamos deducir que dicha dificultad para articular los procesos 

de democratización con la conflictividad social, ha incidido de forma determinante en la 

conformación de agendas políticas en la que predominan las iniciativas de reforma 

institucional, orientadas a fortalecer, ampliar e incluso transformar sustancialmente los 

espacios y mecanismos de participación política de las sociedades de la región 

latinoamericana, inercia de la que no escapa México en lo particular, frente al impacto que 

dicha situación ha tenido sobre la garantía del DAIP, en tanto una de las estructuras básicas 

del régimen político democrático-representativo en el país, lo que plantea desafíos para su 

propio cambio o reconfiguración, fortalecimiento y modernización. 

 Como parte de esta dinámica regional y global, en el país se observan también 

debilidades y cuestionamientos a las “reglas del juego” democrático que fueron 

consideradas efectivas o funcionales durante varias décadas. 

 México, por su parte, sufrió en su vida política una mutación radical en los últimos 

30 años: de un sistema de partido “casi único” pasamos a otro equilibrado y competitivo; de 

elecciones sin competencia o agudamente cuestionadas a competidas y generadoras de 

fenómenos de alternancia; de un espacio de la representación política habitado por una sola 

fuerza, a otro plural y plagado de pesos y contrapesos institucionales (Woldenberg, 2007: 

79). Así, el proceso de transición democrática en el país ha transitado a través de un camino 

que ha incluido la modificación tanto de las normas e instituciones electorales, como la 

modificación de los sistemas de integración de los órganos representativos para permitir 

reflejar en ellos la creciente diversidad política que, poco a poco, ha venido asentándose. 

 En este sentido, si bien el arribo de la democracia al país importó cambios en las 

pautas de acceso al poder, tales transformaciones no han modificado en forma sustancial la 

relación entre el Estado y la sociedad. Por el contrario, la libertad electoral ha puesto de 



13 

relieve el impacto de una amplia gama de problemas pendientes12 que, amén de evidenciar 

dificultades en la dimensión civil de la ciudadanía, reflejan las severas limitaciones del 

marco tradicional de estudios sobre la democratización13. 

 Así, durante todo este tiempo de re-configuración nacional, los esfuerzos fueron 

dirigidos hacia la construcción de una estructura institucional sólida que diera paso, casi de 

manera instantánea, a su reconocimiento social con el consecuente fortalecimiento del 

entero del régimen democrático. Sin embargo, el malestar o desafecto ciudadano con la 

política, la conflictividad social y su manifestación específica en el ámbito electoral y 

partidario son asuntos que se encontraron reflejadas en las periódicas encuestas de opinión 

pública y en los estudios que sistematizan rasgos de cultura política en el país (ENCUP, 

2001, 2003, 2005, 2008; Buendía y Moreno, 2004). 

 A pesar de que dichos estudios ponen de manifiesto que la democracia en el país no 

enfrenta una seria amenaza a la estabilidad de su régimen y que se mantienen importantes 

reservas de “apoyo difuso” (Easton, 1975), es evidente también que las principales 

instituciones democráticas del país han experimentado pérdidas relativas en los niveles de 

confianza y legitimidad.  

 Suponiendo como estable y sólida la definición básica de normas elementales de 

convivencia democrática en México (O’Donnell, 1998b: 7-8, 2000: 314; Carothers, 2002: 

9; Mejía-Ricart, 2003: 1), pareciera insinuarse que la incertidumbre relativa propia de este 

                                                        
12 Entre los que se incluyen gobernantes democráticamente electos que violan los límites constitucionales del poder (O'Donnell, 1994); 
gobernantes y funcionarios públicos que hacen uso patrimonial y corrupto de los recursos del Estado, y territorios donde la autoridad del 
estado prácticamente no existe y la violencia es generalizada (O'Donnell, 1997); extensión de la violencia y aplicación diferenciada de la 
ley por parte de los cuerpos de seguridad pública, en especial contra los grupos más pobres (Méndez, 2002); y gobiernos con 
infraestructura pobre y sin recursos suficientes para hacer valer la ley (Przeworski, 1998). 
13 Que lejos de acotar sus aspiraciones, ha hecho calar aún más hondo sus inconsistencias por el énfasis puesto en el término de la 
consolidación democrática como respuesta a los problemas de la zona. Una noción conceptual de escasa utilidad porque, a decir de 
Sandra Carreras (1999: 32) se ha entendido como: “un periodo a lo largo del cual se irían eliminando los resabios autoritarios para 
alcanzar finalmente regímenes democráticos estables.” Al respecto, conviene precisar que para el marco tradicional de estudios sobre la 
democratización, la consolidación emergió como un estatus evaluativo de la democraticidad, una especie de meta a alcanzar equiparada a 
la institucionalización. Consideración que ha hecho de la democracia un estado finito con exigencias harto difíciles de alcanzar para las 
nuevas democracias surgidas en el contexto de la tercera ola, privilegiando un enfoque tautológico. 
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tipo de gobierno (Przeworski, 1995) agudiza la no correspondencia de la institucionalidad 

con las expectativas, valores y conductas de la ciudadanía, en particular con respecto a la 

institucionalización y garantía efectiva de la transparencia y el DAIP. 

 Bajo esta tesitura, la investigación que aquí se propone, tiene como uno de sus 

principales objetivos aportar a la investigación teórica y empírica una reflexión del eventual 

impacto de los desafíos o demandas que se plantean al régimen político democrático en lo 

que respecta a los esfuerzos institucionalizadores (estructurales-legales) de la transparencia 

y el DAIP para el caso del Estado de SLP, a la luz de la reforma al artículo sexto de la 

CPEUM publicada en el DOF el 20 de Julio de 2007 y las consecuentes adecuaciones a la 

normatividad estatal, en particular a la LTAIPSLP. 

 Producto de la lectura de los documentos que se consignan en la bibliografía es 

posible aventurar una afirmación inicial respecto a que, en términos generales, la mayoría 

de las explicaciones sobre este tema trasladan, casi de manera mecánica, los problemas de 

la transparencia y el DAIP al efectivo cumplimiento o no de la normatividad legal vigente 

por parte de los sujetos obligados, sin que prevea una dimensión cultural o de cultura 

política orientada a precisar qué áreas o ámbitos de sus estructuras inciden en la efectiva 

consolidación de dicho derecho, ni de qué forma, estos problemas han sido o pueden ser 

constitutivos de cambio o institucionalización de estas prácticas novísimas en la región. 

 El objeto de estudio que se propone en este trabajo establece una hipotética relación 

entre una dimensión macro de la transparencia y el DAIP —a saber, la 

institucionalización— y la cultura política de los altos funcionarios públicos (jueces y 

magistrados) encargados de que no se conculque dicha garantía en detrimento de dicho 

derecho fundamental —cultura política interinstitucional— en el PJESLP. Este análisis, en 

consecuencia, implica el estudio de las principales ideas, valoraciones, preferencias y 
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actitudes de los altos funcionarios públicos (jueces y magistrados) con respecto a esa 

dimensión.  

 Los postulados metodológicos y la posición teórica se explicitan en los próximos 

capítulos, anticipándose los siguientes postulados, a modo de presupuestos de la 

investigación. 

 

Presupuestos de investigación. 

 

1. La presente investigación asume la premisa que establece la indispensabilidad de la 

transparencia y el DAIP para el fortalecimiento del régimen democrático en el país. 

2. Esta investigación se concentra en el análisis de las obligaciones formales impuestas 

por la normatividad vigente tendientes a garantizar la transparencia y el DAIP y de 

las prácticas reales en la dimensión de institucionalización en el PJESLP14. 

3. En esta investigación se proyecta en consecuencia un análisis de la cultura política 

al interno del PJESLP (o cultura política interinstitucional) observable en las ideas, 

percepciones, valoraciones y actitudes de los altos funcionarios públicos (jueces y 

magistrados) con respecto a la dimensión interna o variable. 

4. Tanto las aproximaciones más cualitativas-valorativas como la información 

obtenida por datos duros provenientes de la aplicación de instrumentos 

cuantitativos, parecen coincidir en una conclusión, cada vez menos novedosa: la 

efectiva garantía y cumplimiento del DAIP por parte de los sujetos obligados, es 

siempre mayor, pero hasta ahí, sin llegarse a observar un cambio verdadero en las 

                                                        
14 La noción de prácticas reales se refiere a las prácticas no formalizadas o no establecidas o reconocidas jurídicamente en las leyes 
nacionales ni en la normativa estatal; o sea, las prácticas informales o cotidianas asumidas como parte del funcionamiento normal del 
PJESLP. 
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ideas, percepciones, valoraciones y actitudes de los altos funcionarios públicos 

(jueces y magistrados) con respecto a su institucionalización al interno del PJESLP. 

Sin embargo resulta a su vez contrastante que la atención académica parece más 

corresponderse con una propaganda estatista a favor del DAIP sin poner especial 

énfasis en las ideas, percepciones, valoraciones y actitudes de los sujetos obligados 

en su respeto y garantía, que pudieran poner en duda el respecto efectivo a dicho 

derecho, lo que favorece los objetivos de esta investigación en aras de advertir 

relaciones causales entre estas dos aristas. 

5. La investigación existente con respecto a los desafíos o retos para el 

fortalecimiento, el efectivo cumplimiento o garantía del DAIP, pareciera decantarse 

en dos grandes enfoques: a) los que suscriben los aspectos formales de este derecho 

(derechos de los ciudadanos y obligaciones de los sujetos obligados), y b) los que 

priorizan estudios inductivos basados en el conjunto de percepciones de la 

ciudadanía con respecto a la confianza y al desempeño de los sujetos obligados en el 

cumplimiento de esta garantía constitucional.  

 En estos estudios suelen ser secundarias, limitadas y tangenciales las 

explicaciones que se ofrecen sobre los vínculos entre la normatividad legal y su 

posible relación con la cultura política interinstitucional15. Se podría afirmar que no 

se ha encontrado ninguna sistematización que correlacione —al menos para el caso 

del PJESLP— la cultura política interinstitucional y los valores institucionales con 

las explicaciones y los desafíos expuestos en los párrafos precedentes. Por 

consiguiente, esta investigación considera que el enfoque de la cultura política 

                                                        
15 Según nuestra noción de cultura política interinstitucional existe un estudio que indaga algunas características y percepciones de las 
autoridades y funcionarios públicos (IFAI, 2007) 
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interinstitucional y la perspectiva teórica del nuevo institucionalismo ofrecen la 

oportunidad analítica de integrar algunos de los factores, explicaciones y desafíos 

mencionados. 

6. Además del aporte que esta investigación puede generar al estado del conocimiento 

actual sobre la transparencia y el DAIP (criterio de novedad) para el Estado de SLP, 

siempre que se llegue a la idea de que pueden ser oportunos para la toma de 

decisiones interinstitucionales los hallazgos que se pretenden obtener (criterio de 

utilidad), se considera que esta investigación tiene, al menos, dos elementos que 

favorecen también su viabilidad:  

A. Existe un acervo teórico escaso sobre transparencia y el DAIP que ponga 

especial énfasis en las ideas, percepciones, valoraciones y actitudes de los 

sujetos obligados en su respeto y garantía.  

B. No se cuenta con información sistemática y periódica sobre percepciones de los 

servidores públicos con respecto a la democracia en general, y en particular con 

relación a la transparencia y el DAIP. 

7. La evaluación de la institucionalización de la transparencia y el DAIP requiere tanto 

del estudio de la dimensión formal (normas, estructuras, órganos) como de las 

prácticas informales. 

8. Por último y en relación con los argumentos antes enumerados, se anticipa que el 

tema, el objeto de estudio y las perspectivas teóricas y los modelos de los cuales se 

sirve esta investigación, suponen una aproximación crítica —aunque no por ello 

radical— al estado actual de la transparencia y el DAIP en la entidad. A este análisis 

de la normativa vigente y vida interna institucional del PJESLP subyace una 



18 

preocupación por re-configurar, adaptar o re-inventar las instituciones políticas 

democráticas. 
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CAPÍTULO I: POSTULADOS METODOLÓGICOS Y POSICIÓN TEÓRICA 

 

Como se adelantó en los presupuestos básicos de ésta investigación16, se considera que un 

importante número de trabajos académicos sobre la transparencia y el DAIP ofrecen 

explicaciones que parecieran trasladar, casi de manera mecánica, los problemas de la 

transparencia y el DAIP al efectivo cumplimiento o no de la normatividad legal vigente por 

parte de los sujetos obligados, sin que se conozcan sistematizaciones que prevean una 

dimensión cultural o de cultura política orientadas a precisar qué áreas o ámbitos de sus 

estructuras inciden en la efectiva consolidación de dicho derecho, ni de qué forma, estos 

problemas han sido o pueden ser constitutivos de cambio o institucionalización. 

  De igual forma, a pesar de realizarse periódicamente estudios sobre cultura política 

en los países latinoamericanos durante —al menos— los últimos 10 años, no se han hallado 

estudios que establezcan claramente cuál es el sistema actual de ideas, valoraciones, 

preferencias y actitudes al interno de las instituciones públicas respecto a la transparencia y 

el DAIP. Más bien pareciera observarse la no correspondencia de la normatividad vigente 

con las expectativas, valores y conductas de los sujetos obligados en su efectiva garantía, en 

particular al interior de las principales instituciones políticas del país. 

 En atención a lo anterior, se propone la siguiente pregunta básica a explicar:  

 

Recuadro 1 

Pregunta principal de estudio 

 

                                                        
16 Los cuales se fundamentan, amplían y discutirán en el estado del conocimiento o del arte y en el análisis teórico-conceptual que se 
expondrán en los capítulos sucesivos. 
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¿Cuál es el estado formal-jurídico de la transparencia y el DAIP en el Estado de San 
Luis Potosí con relación a su institucionalización y cuáles son las principales 
percepciones, preferencias, valoraciones, actitudes y conductas de los altos funcionarios 
públicos (jueces y magistrados) al interno del PJESLP con respecto a esa dimensión de 
análisis? 

 

 Y como complementaria: ¿qué han hecho los altos funcionarios públicos (jueces y 

magistrados) al interno del PJESLP con respecto a esa dimensión de análisis? y 

presuntamente, ¿con base en qué conjunto o sistema de percepciones o valoraciones han 

tomado (o no) esas decisiones? 

 Estas interrogantes generan, a su vez, preguntas relevantes y enunciados hipotéticos 

los cuales, junto con sus eventuales respuestas, se sustentan en determinadas posiciones 

teóricas y se validan con la prueba empírica del trabajo de campo.  

 De esta forma en el capitulado que precede se expondrán los resultados de la 

revisión documental y de las entrevistas con informantes claves, en donde se desarrollará 

además el marco teórico-conceptual, del que se anticipan las siguientes posiciones. 

 

I.1 Posiciones teóricas generales 

 

A. Para los efectos la investigación que se presenta, entendemos la democracia como una 

forma de gobierno, un régimen, un conjunto institucional y de procedimientos en el cual 

actores libremente electos disponen —y están sujetos legalmente a ellos— para tomar 

decisiones colectivizadas. Pero es posible y deseable que este régimen no ignore valores 

y principios que trascienden esta dimensión, estrictamente política, para hacer efectivo17 

                                                        
17 Visión axiológica, normativa no exclusivamente jurídica. 
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un ethos u horizonte de expectativa18 que hacen a una persona en sociedad, ser 

ciudadano o ciudadana “plenos” y crear sentido de comunidad o unidad civil e identidad 

democrática. Sin ese referente “valórico”, el análisis y la práctica política del régimen y 

sus instituciones políticas —en el particular el PJESLP— operan vacíos de contenido. 

B. A partir del estudio de varias connotaciones y diversos énfasis conceptuales, esta 

investigación propone unas nociones tanto de transparencia como de DAIP (capítulos III 

y IV) con fines fundamentalmente operativos. No es un objetivo, en sí mismo, generar 

un extenso debate sobre los límites, falencias y “esencias” de estas definiciones, sino 

someter a falsación su utilidad para describir las características o atributos observables 

al interior del PJESLP.  

Puede ser que dichas nociones sean apropiadas también a otros contextos, por eso es 

importante considerar que la presente investigación no suscribe ni el relativismo 

absoluto de la especificidad que hace de cada institución política un caso completamente 

único o exclusivo, ni el generalismo normativo de los modelos aplicables a todo 

contexto y realidad geográfica existentes. 

Es objetivo de esta investigación probar empíricamente el eventual contraste de la 

denominación como “transparente” al PJESLP  y la existencia de normas o estructuras 

que formalmente lo respalden versus sus prácticas informales concretas o la valoración 

del cumplimiento normativo. 

Resulta obvio, por lo tanto, que la investigación aquí planteada, se concentra en el 

comportamiento del fenómeno o proceso de institucionalización de la transparencia y el 

DAIP o, dicho en otros términos, se propone explicar la institucionalización 

                                                        
18 Elemento o factor simbólico-ideológico. 
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(mejoramiento, ampliación, profundización o no) de dichos principios normativos en 

esta institución (PJESLP). 

C. Esta investigación considera a la cultura política —en términos amplios—como un 

factor muy importante, aunque si bien no el único, que influye en los cambios políticos y 

determina —de modo alguno— los procesos de transformación o, por el contrario, de 

estabilidad política. 

En esta investigación también subyace la premisa teórica del poder de orientación 

de actitudes de los estudios de cultura política e, incluso, del poder de incidencia en el 

sistema de creencias o en el imaginario político y también en la formación de criterios de 

juicios para la toma de decisiones en diversos ámbitos de la sociedad. 

D. Se considera importante describir el conjunto de percepciones, valoraciones y actitudes 

de los altos funcionarios públicos (jueces y magistrados) que integran al PJESLP con 

respecto a la institucionalización interna de la transparencia y el DAIP, con el fin de 

sugerir la posible relación entre lo “formal y jurídicamente establecido” con su 

“valoración de cumplimiento” y las “prácticas reales informales”. 

E. La institucionalización de la transparencia y el DAIP en el PJESLP es un tema de interés 

analítico y “político”, derivado de la evaluación de los regímenes democráticos y de los 

procesos de democratización.  

Más allá de la búsqueda de controversias en el modelo transicional, lo que es 

relevante para esta investigación es destacar: a) el polémico supuesto de la instauración 

del régimen democrático en la mayoría de los países latinoamericanos; b) el énfasis 

normativo del monitoreo de los procesos de consolidación y profundización 

democrática, cuya pregunta fundamental se resume en ¿cómo hacer más democrática a 

la democracia?; c) el criterio o posición que considera que una de las formas de 
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profundizar o consolidar la democracia, consiste en “democratizar” la mayor cantidad de 

ámbitos y dimensiones de la sociedad y el Estado (instituciones, procedimientos, 

procesos, estructuras) mediante la institucionalización de la transparencia y el DAIP en 

cada uno de dichos ámbitos y dimensiones, y d) según lo anterior, los modelos 

integrativos actuales de la democracia consideran a la transparencia y el acceso a la 

información como objetos centrales o instituciones emblemáticas del régimen 

democrático que, confrontados actualmente por crisis de legitimidad y retos, deben 

“hacerse más democráticos” internamente. 

F. El punto anterior no es óbice para reconocer que la transparencia y el acceso a la 

información, pueden ser consideradas como moda, axioma e incluso imposición por 

interés de actores internacionales y fuentes de cooperación. La literatura especializada 

contemporánea advierte que las acciones tendentes a generar más transparencia y 

efectiva garantía del acceso a la información en las instituciones políticas, no deben 

sobredimensionarse ni considerarse como panacea que resolverá todos los problemas 

actuales de las mismas. No obstante, esta investigación comparte la hipótesis (a nivel 

teórico y modélico) que indica que hay indicios suficientes para considerar que la 

institucionalización de la transparencia y el DAIP puede contribuir al “mejoramiento” de 

las instituciones políticas en su legitimidad y funcionalidad —en el particular el 

PJESLP. 

G. Esta investigación considera además que la categoría analítica de institucionalización 

tiene suficiente potencia explicativa como para describir procesos de cambio o 

continuidad en la organización y la vida interna del PJESLP. 

H. Como se consignó en la introducción de la presente investigación, la institucionalización 

de la transparencia y el DAIP al interno del PJESLP es un asunto que, para mejor 
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comprenderlo, debe integrar el análisis de lo formal con las prácticas o la “informalidad 

institucionalizada-instituyente”. En este sentido, la perspectiva teórica del nuevo 

institucionalismo se considera conveniente y oportuna.  

El neo-institucionalismo trasciende el formalismo institucionalista clásico, pues si 

bien reconoce el valor que en las sociedades y regímenes democráticos tiene y debe 

tener el marco jurídico-legal, incorpora el valor constitutivo de lo que podrían 

denominarse las “reglas no formales”, las “prácticas”, los “juegos reales de poder” y las 

específicas tradiciones de conductas. Adicionalmente, para efecto de los objetivos de 

esta investigación, posibilita articular o integrar como explicación teórica, de manera no 

unidireccional ni determinista, la posible o eventual relación entre cultura política y 

procesos institucionales en regímenes democráticos contemporáneos19.  

Aunado a las anteriores consideraciones de conveniencia que el nuevo 

institucionalismo tiene para esta investigación, se comparte su premisa teórica de la 

relativa autonomía interna de las instituciones con respecto al contexto o entorno o, en 

otras palabras, el valor de los elementos endógenos de los subsistemas e instituciones 

políticas como factores determinantes de la permanencia y el cambio. 

 

I.2 Definiciones operacionales 

 

En los capítulos que abordan el estado teóricos-conceptual del conocimiento se discuten 

con más detalle categorías conceptuales como transparencia, DAIP e institucionalización, 

los cuales son centrales en el tema general propuesto en la presente investigación. Como 

                                                        
19 Esta perspectiva no se reduce a una suerte de ingeniería racionalista pues, si bien retoma algunas consideraciones del “equilibrio 
institucional”, de la “utilidad social” y del “rational-choice”, lo hace de manera crítica, sin pretensiones universalistas y con 
reconocimiento de su posible falsación mediante estudios empíricos. 
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anticipo, este acápite puede considerarse un breve glosario de las variables de la 

investigación propuesta. 

 Es de reconocer que son diversos los abordajes teóricos y doctrinales con los que 

podrían re-definirse como transparencia, DAIP e institucionalización. La adopción de 

dichas ideas conceptuales ha supuesto la exclusión de otras posibles formas de entenderlas, 

pero ello no implica una decisión arbitraria, sino que asumir éstas y no otras definiciones 

corresponde a un criterio de mayor conveniencia y oportunidad metodológica para el objeto 

de estudio presente: los significados y sentidos que aquí contienen esos conceptos se 

consideran suficientes solamente para los efectos de su operacionalización. 

 

1. Siguiendo la definición conceptual propuesta por Ronald Inglehart (1977), se 

entiende a la cultura política como un sistema de actitudes, valores, creencias, 

preferencias y normas, compartidas ampliamente en una determinada sociedad.  

 Dicho sistema establece pautas y límites de conducta o prácticas a la 

ciudadanía y líderes políticos, legitima la institucionalidad y el sistema de 

representación, además de que enmarca el entorno o contexto donde se genera el 

sentimiento y el pensamiento de la ciudadanía.  

2. En correspondencia con la definición de cultura política aplicable a una sociedad o 

nación en particular, para efectos de la investigación entenderemos por cultura 

política interinstitucional el sistema de valores, preferencias, actitudes, normas y 

prácticas de los altos funcionarios públicos (jueces y magistrados) del PJESLP con 

respecto a esa institución política, por lo cual nos concentraremos en la cultura 
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política interinstitucional restringiéndola a los altos funcionarios públicos (jueces y 

magistrados) que la integran20. 

3. Para efectos de ésta investigación se entiende por institucionalización aquella 

dinámica o proceso en el que intervienen aspectos formales-normativos e 

informales-rutinizados e instituyentes, que permiten la estructuración de un sistema 

de valores o conductas al interno de una institución política. 

De esta forma creemos que dicha definición operacional propuesta es por 

demás oportuna, ya que en términos de James G. March y Johan P. Olsen, “esos 

procesos producen modelos recurrentes de acción y patrones organizacionales. Un 

desafío para los estudiosos de las instituciones consiste en explicar cómo esos 

procesos se estabilizan o desestabilizan, y cuales factores sostienen o interrumpen 

procesos en marcha” (2005: 5). 

4. No obstante la dificultad evidente en conciliar los significados precisos de esta 

cualidad política por considerarse “menos claros” y “confusos” (Cabrero, 2005: 5),  

habremos de considerar una definición que se ajusta al ánimo de estudio del trabajo 

que aquí se presenta, propuesta por Ernesto Villanueva (2005: 64), quien considera 

que “la transparencia es una garantía normativa e institucional no jurisdiccional para 

hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública. En tanto la 

transparencia es una garantía, no un derecho sustantivo, hace las veces de una 

herramienta o instrumento legal para alcanzar los propósitos que justifican la 

existencia del derecho de acceso a la información pública”, de tal suerte que la 

                                                        
20 Si bien la ciencia política conductista se ha logrado consolidar como enfoque dominante a lo largo de la segunda mitad del siglo XX 
(Von Beyme, 1994: 18-20, 265-275 y 318-346; Johnson, 1991; Zamitiz, 1994) y no obstante la realización periódica de diversos estudios 
y encuestas de opinión que muestran rasgos, factores o elementos distintivos de la cultura política en México (ENCUP, 2001, 2003, 2005, 
2008; Buendía y Moreno, 2004), consideramos insuficiente la identificación particular de la cultura política al interno de las principales 
instituciones políticas en el país, elemento este que podría ser un factor determinante para comprender los procesos de cambio o de 
permanencia en dichas instituciones. 
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transparencia esté íntimamente relacionada con el derecho de acceso a la 

información pública pero no se subsuma en el mismo concepto. 

5. El DAIP, por su parte, consiste en “un conjunto de normas jurídicas que permiten 

analizar los registros y datos públicos en posesión de los órganos del Estado” 

(Villanueva, 2005: 62). Como tal, es un derecho que permite a los ciudadanos pedir 

documentos al gobierno. 

 

I.3  Preguntas relevantes y enunciados hipotéticos. 

 

Los señalamientos previos que forman parte de las premisas de trabajo de la presente 

investigación, aunado a la interrogante básica esbozada al inicio de éste capítulo, admiten la 

reflexión y el esclarecimiento de diversas interrogantes que de ello se derivan, preguntas 

específicas que muestran algunos de los temas que pueden considerarse como centrales 

para orientar la búsqueda de información relevante para comprender la institucionalización 

de la transparencia y el DAIP al interno del PJESLP. 

 

1. ¿Por qué es importante la institucionalización de la transparencia y el DAIP al 

interno del PJESLP para la consolidación, mejoramiento o profundización del 

régimen político democrático en el Estado de SLP? ¿Requiere la democracia en el 

Estado de instituciones públicas que a través de sus prácticas permitan la 

institucionalización de la transparencia y el DAIP? 

2. ¿Son la transparencia y el DAIP al interno del PJESLP un tema prioritario para los 

actores principales del PJESLP? 
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3. ¿Cómo el sistema de valoraciones, preferencias y actitudes de los altos funcionarios 

públicos (jueces y magistrados) del PJESLP afectan las prácticas interinstitucionales 

con respecto a la institucionalización de la transparencia y el DAIP? 

4. ¿Hay suficiente evidencia empírica para considerar que con mayor 

institucionalización de la transparencia y el DAIP al interno del PJESLP se mejoran 

sus niveles de aceptación o legitimidad social? En todo caso, ¿por qué es importante 

o útil para una institución pública como el PJESLP mejorar o ampliar su nivel de 

institucionalización de la transparencia y el DAIP?  

5. ¿Las instituciones públicas con mayor institucionalización de la transparencia y el 

DAIP en sus órganos y procesos formales y en sus prácticas informales son 

considerados por las autoridades superiores como menos o más eficientes en el 

cumplimiento de su función básica (jurisdiccional)? 

6. ¿Cuáles han sido las principales iniciativas, reformas y prácticas formales e 

informales que el PJESLP ha llevado a cabo para ampliar o profundizar su nivel de 

institucionalización de la transparencia y el DAIP?  

 

 Esta enumeración de cuestionamientos esenciales subsidiarios de la pregunta 

principal de estudio no es un ejercicio que opera en un vacío total de conocimiento, 

atendiendo a que el investigador —en cuanto sujeto en proceso (Ibáñez, 1985) — aprende, 

intuye y discrimina qué es relevante de investigar y entonces cuestiona. Este antecedente de 

dudas informadas también permite anticipar posibles respuestas razonables que habrá que 

falsear, verificar o reprobar, labor que es central en la investigación y en la re-constitución 

del conocimiento. De acuerdo con lo anterior, se proponen los siguientes enunciados 

hipotéticos para esta investigación: 
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 La relativa estabilidad del régimen democrático en el Estado de SLP  y su Estado de 

Derecho no ha dependido de la configuración de instituciones públicas que, en su 

organización formal y en sus prácticas informalizadas, operen bajo los preceptos de 

transparencia y el DAIP. No obstante, a inicios del siglo XXI, los ciudadanos y 

ciudadanas en la región demandan instituciones públicas que sean más transparentes 

y que garanticen efectivamente el DAIP.  

 La profundización democrática o el mejoramiento del régimen democrático en el 

Estado de SLP, implica difundir e institucionalizar espacios organizativos y 

prácticas no formalizadas de participación ciudadana tendientes a garantizar el 

DAIP por parte de las instituciones políticas. La transparencia y el DAIP al interno 

del PJESLP se valora como un caso propicio para la institucionalización de esos 

espacios y prácticas.  

 Hay un conjunto de percepciones, valoraciones, preferencias y actitudes con 

relación al PJESLP que, presumiblemente, influyen o están relacionados de algún 

modo21 con las posiciones y decisiones relativas a la institucionalización de la 

transparencia y el DAIP.  

 La institucionalización de la transparencia y el DAIP son temas secundarios al 

interno de las instituciones públicas y un eje de trabajo o de acción pública no 

permanente.  

 Las reformas organizativas o institucionales tendentes a ampliar la 

institucionalización de la transparencia y el DAIP en el PJESLP son producto de o 

están condicionadas por, fundamentalmente, las disposiciones normativas derivadas 

del ordenamiento jurídico nacional supra-institucional.  
                                                        
21 En el sentido de que impactan, incide, afectan, orientan, son consideradas o valoradas. 
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I.4 Variables e indicadores 

 

El objeto de estudio planteado en el problema de investigación y en los enunciados 

hipotéticos establece una relación analítica entre dos aspectos de la institución y “vida” 

interna: institucionalización y la cultura política interinstitucional observable en los altos 

funcionarios públicos (jueces y magistrados) que integran el PJESLP. Esto temas o asuntos 

son tratados metodológicamente como variables22. 

 La institucionalización de la transparencia y el DAIP puede ser tratada como 

“variable dependiente” (del Estado, del régimen político, del sistema político, del sistema 

electoral, del sistema de partidos, de la cultura política), o como “variable independiente” 

(incidiendo en dichos ámbitos u otros de la vida social y política de una nación). Esta 

investigación no se fundamenta en procedimientos “correlacionales” cuantitativos 

(Hernández, Fernández y Baptista, 2003: 121-126) que determinen el grado de 

interdependencia entre variables.  

Siguiendo a Hernández, Fernández y Baptista, el estado del conocimiento sobre la 

relación entre dicha variable es —como se dijo desde la Introducción— aún “exploratorio” 

(2003: 115-117), por lo que correlacionar estadísticamente implicaría el riesgo de 

establecer vinculaciones espurias. Así, esta investigación es fundamentalmente una 

investigación descriptiva (2003: 117-120), ya que a) pretende especificar propiedades, 

características y perfiles importantes del objeto de estudio, a la vez que b) selecciona y 

recolecta información y datos relevantes para el análisis, c) “mide” (5) conceptos y d) 

evalúa y compara detalles del fenómeno en estudio.  

                                                        
22 Esta investigación trasciende la definición estadística-cuantitativa de los términos “variable” e “hipótesis”. Se proponen enunciados 
hipotéticos y variables entendidas como “[…] proposiciones sujetas a comprobación empírica y a verificación en la realidad (para la 
investigación cuantitativa) y observación en el campo (para la investigación cualitativa) […] Una variable es una propiedad que puede 
variar y cuya variación es susceptible de medirse u observarse.” (Hernández, Fernández y Baptista 2003: 143). 
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La normativa jurídica sobre la transparencia y el DAIP es un factor que “interviene” 

o delimita la vida interna y la cultura interinstitucional. Con el estudio que se expondrá más 

adelante se pretende integrar a la investigación aspectos de la “dimensión formal” o marco 

legal que afectan la institucionalización de la transparencia y el DAIP al interno del 

PJESLP. Los indicadores de “existencia normativa” (Ordóñez y Rosales, 2004) permiten 

establecer la presencia o ausencia de disposiciones para las “reglas del juego” en el 

PJESLP.  

Para observar y medir el “comportamiento” (variación/estabilidad, 

evolución/involución, valoración) de cada una de las variables y para orientar la 

descripción del marco jurídico vigente se utilizan las unidades operacionales (sub-variables, 

interrogantes e indicadores) descritos en el ANEXO 1. 

 

I.5 Límites temporales y de espacio. 

 

Esta investigación se circunscribe al Estado de SLP. Con respecto a los límites temporales, 

se propone analizar el estudio de caso a partir de la aprobación en 2006 de la reforma al 

artículo sexto de la CPEUM en materia de transparencia y acceso a la información hasta el 

año 2010. Se pueden observar en ese intervalo de tiempo hechos significativos relativos a la 

institucionalización de la transparencia y el DAIP en el país, la vida interna del PJESLP en 

atención a ello y en los aspectos destacados por los estudios de cultura política sobre el 

particular..  

 La presente investigación es de naturaleza sincrónica, aunque este estudio remite a 

hechos y procesos suscitados durante las décadas inmediatas anteriores para comprender el 

contexto que ha devenido en la situación actual en materia de transparencia y el DAIP. 
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I.6 El objeto de estudio seleccionado. 

 

El PJESLP es una institución política estatal que tiene como potestad principal aplicar las 

leyes del fuero común en materia civil, familia, penal, de justicia para menores y electoral 

en el territorio del Estado de SLP23; en general le corresponde el ejercicio de la función 

jurisdiccional en todos aquellos casos en que las leyes vigentes expresamente lo faculten 

para ello. 

 Se integra por el Supremo Tribunal de Justicia24, el Tribunal Electoral25, los Jueces 

de Primera Instancia26 y los Jueces Menores27. 

 

Gráfica 1 

Estructura orgánica del PJESLP. 
 
 

 

                                                        
23 Artículo 3, LOPJESLP. 
24 El cual se integra, jurisdiccionalmente, por 16 altos funcionarios públicos (magistrados): un presidente del Supremo Tribunal de 
Justicia y tres por cada una de las cinco Salas que lo componen. 
25 Integrado por 7 altos funcionarios públicos (magistrados): dos numerarios, uno presidente de la segunda sala de segunda instancia y del 
Tribunal Electoral y cuatro unitarios, uno por cada una de las cuatro salas regionales. 
26 En total son 38 altos funcionarios públicos (jueces): veinte de ellos con jurisdicción en la capital del Estado de SLP —ocho en materia 
civil, ocho en materia penal y cuatro en materia familiar— y dieciocho con jurisdicción en el interior de la entidad —tres en Ciudad 
Valles, dos en Matehuala, dos en Rioverne, uno en cada uno de los municipios siguientes: Tamazunchale, Tancanhuitz de Santos, 
Cárdenas, Cerritos, Venado, Salinas Hidalgo, Santa María del Río, Guadalcazar y Ciudad del Maíz, así como uno de ejecución y otro 
especializado. 
27 En total son 23 altos funcionarios públicos (jueces): uno en cada uno de los siguientes municipios: Aquismón, Axtla de Terrazas, 
Cedral, Ciudad Fernández, Coxcotlán, Charcas, Ébano, El Naranjo, Huehuetlán, Matlapa, Mexquitic de Carmona, Rayón, San Antonio, 
Soledad de Graciano Sánchez, Tamasopo, Tampacán, Tamuín, Tampamolón Corona, Tanlajás, Tierra Nueva, Villa de Ramos, Villa de 
Reyes y Xilitla. 
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 Esta institución pública fue seleccionada como objeto de estudio por considerar que 

la transparencia y el DAIP en materia judicial son temas que todavía tienen un desarrollo 

incipiente en México. Si bien hay avances y cada vez más en la literatura especializada se 

ubica como objeto de estudio principal, es necesario reconocer que todavía existe un largo 

trecho por recorrer, puesto que los estudios existentes, según se aprecia en la literatura 

consultada para ésta investigación, por lo general se decantan en el análisis de aquellos 

órganos de representación —el Poder Legislativo y el Ejecutivo significativamente—, o de 

otros sujetos obligados por lar normas vigentes en la materia. 

Las discusiones sobre transparencia y el DAIP en los poderes judiciales existentes, 

por su parte, se centran principalmente en temas que conciernen al acceso a la información 

que se produce con motivo de los procesos judiciales, campo en el cual se debaten 

cuestiones que tienen que ver con la oportunidad para acceder a los datos y los alcances del 

derecho, particularmente el derecho a conocer las sentencias28. 

Por otro lado, debe reconocerse que el interés despertado por el debate sobre el 

DAIP que se produce en los juicios ha opacado otros temas de transparencia y acceso a la 

información judicial. En términos generales, escasea la discusión sobre la calidad y 

variedad de información relativa al funcionamiento de otros rubros de los poderes 

judiciales. Los altos funcionarios públicos judiciales (jueces y magistrados) se muestran 

poco proclives en dar a conocer información sobre procesos disciplinarios, o la manera en 

que enfrentan la demanda de administración de justicia o, incluso, sus propias percepciones 

                                                        
28 Un estudio pionero sobre el diagnóstico exhaustivo de la rendición de cuentas en los tres Poderes del Estado Mexicano lo constituye 
aquel realizado por el Centro de Investigación y Docencia Económicas (2009). 
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sobre estos temas, de ahí el interés particular por ubicar como objeto de estudio para efectos 

de ésta investigación al PJESLP29. 

En suma, es necesario destacar que los avances en materia de transparencia y acceso 

a la información judicial no necesariamente reflejan avances en otros temas de 

transparencia. La transparencia va mucho más allá, pues reconocemos que implica un 

cambio cultural en los altos funcionarios públicos que sirven en los poderes judiciales, 

cuando menos. Evidentemente, estos cambios toman mucho más tiempo, sin embargo, 

cualquier esfuerzo por mejorar dicho nivel de análisis pretende incidir necesariamente 

sobre las conductas de los mismos. 

 

I.7 Metodología y técnicas de investigación. 

 

Gran parte de la estrategia metodológica utilizada en la presente investigación se centra en 

el análisis documental y la entrevista semi-estructurada con informantes claves (Delgado y 

Gutiérrez, 1998: 225-241; Valles, 2000; Winocour, 2002).  

El análisis de documentos incluye a los textos teóricos, los estudios de cultura 

política, las normas jurídicas nacionales (supra e interinstitucionales) y la normatividad 

interna del PJESLP, entre otros.  

La entrevista se utiliza en el trabajo de campo. El objetivo es identificar criterios 

con respecto a: la valoración del cumplimiento de la normativa jurídica, lo que consideran 

relevante en las “prácticas” no formalizadas, así como los principales desafíos y tareas del 

PJESLP en la dimensión macro de la transparencia y el DAIP —a saber, la 

                                                        
29 No es óbice a esto reconocer que el problema no se encuentra solamente en la falta de voluntad, puesto que muchos poderes judiciales 
no cuentan siquiera con herramientas de información que permitan dar a conocer datos precisos sobre su funcionamiento. Así esta 
investigación pretende dar un primer paso para alentar futuras investigaciones que abarquen resquicios poco explorados por la disciplina. 
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institucionalización—. Los informantes claves son los altos funcionarios públicos (jueces y 

magistrados) que integran el PJESLP.  

Se utilizará la hermenéutica interna y la hermenéutica externa como ejercicio 

permanente para la interpretación de los datos e información obtenidos en la fase heurística 

de la investigación. Esta metodología se aplicará a los estudios que ya se han publicado 

(fuentes primarias y secundarias) relacionados con el tema de la presente investigación así 

como en el trabajo de campo. 
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CAPÍTULO II. ENFOQUES BÁSICOS DE LA TEORÍA NEO-INSTITUCIONAL. 

 

En el capítulo anterior se anticiparon algunas posiciones teóricas y definiciones 

operacionales que aquí se desarrollan con más detalle. Este capítulo y los dos siguientes 

exponen la “teoría básica” y la “teoría central” de la investigación. Se explica la perspectiva 

teórica seleccionada y un estado de la cuestión o del conocimiento de los principales temas 

relacionados con el objeto de estudio.  

Los próximos acápites describen cuáles son las discusiones teóricas que se 

consideran de mayor relevancia para analizar la institucionalización de la transparencia y el 

DAIP y la cultura política interinstitucional, desde enfoques más incluyentes. El objetivo es 

establecer una discusión ampliada desde la cual se entiende la relación entre estos temas 

centrales. Esto contribuye a precisar, a su vez, el marco conceptual y la perspectiva teórica 

tomada efectos de la presente investigación. 

 

II.1 Posiciones normativas: liberalismo y neo-institucionalismo. 

 

Es evidente que la influencia de la filosofía liberal ha sido determinante en el desarrollo de 

la ciencia política, sobre todo como paradigma teórico y metodológico que explica el 

comportamiento de las instituciones políticas contemporáneas: diseño, estabilidad y 

cambio30. 

El nuevo institucionalismo encuentra en la teoría liberal, a decir de José Francisco 

Parra (2005) los esquemas para explicar el proceso de toma de decisiones de los actores 

                                                        
30 Al respecto resultan pioneros los trabajos de Douglass North y Robert P. Thomas (1973), North (2001) y Colomer (1995, 2001). 
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políticos de una determinada comunidad en coyunturas de reforma política31. La teoría 

política liberal se considera, entonces, el origen de los dos paradigmas dominantes 

relacionados con las leyes políticas: por una parte, la perspectiva normativa32; por la otra, la 

pragmática institucional33.  

En este sentido la filosofía liberal se ha convertido en el principal modelo que 

analiza las actitudes de los actores frente al cambio político, ya que, por una parte, la 

utilización del nuevo institucionalismo permite manejar una serie de variables explicativas 

que ofrecen respuestas a preguntas relevantes para la ciencia política; por la otra, por la 

importancia de aportaciones teóricas del neo-institucionalismo, como lo son a) el enfoque 

como variable independiente, b) el rescate de las propias instituciones como variable 

dependiente, y c) la revisión analítica de los organismos; y finalmente a pesar de la aparente 

hegemonía de la versión dura (elección racional) del neo-institucionalismo (elección 

racional o también llamada neoliberal), tanto la cultura política como las estructuras siguen 

siendo variables utilizadas por investigadores de la versión blanda (normativa) del neo-

institucionalismo34; es decir, la promoción o el rechazo de una reforma política están 

determinados por las posturas utilitaristas y egoístas de los actores políticos en el que 

indiscutiblemente la combinación de actitudes, valores y creencias, también desempeñan un 

rol importante. 

De lo anterior se puede deducir inicialmente la utilidad de la teoría del cambio 

institucional como instrumento de análisis de la reforma política, esquema metodológico 

                                                        
31 “Por ejemplo: las modificaciones al marco constitucional, la ley de partidos, el sistema electoral y la ampliación del electorado a 
sectores excluidos como inmigrantes y emigrantes” (Parra, 2005: 32).  
32 “Se reconoce que la filosofía liberal ha sido impulsora del debate y la deliberación que ha permitido cambios institucionales basados en 
los principios categóricos de igualdad e inclusión, incorporando nuevos actores políticos al proceso de toma de decisiones” (Parra, 2005: 
32). 
33 “Las investigaciones que estudian la incidencia mecánica de las leyes políticas son abundantes y reconocidas por la academia; sobre 
todo aquellas relacionadas con el sistema electoral, tipos de candidatura, formatos de emisión del voto; y otras que examinan el sistema 
de partidos: fragmentación, polarización y esquema de coaliciones, entre otras” (Parra, 2005: 32). 
34 Sobre todo para explicar el cambio de régimen, los procesos de transición y consolidación de la democracia, y la evaluación de 
políticas públicas. 
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basado en la tradición liberal. Es decir, las leyes políticas se estudian como la suma de 

intereses producidos por las interacciones de los distintos actores políticos, que fijan la 

evaluación del impacto de la reforma buscando la optimización del beneficio (versión 

dura), pero en el que indiscutiblemente también intervienen la cultura política y otros 

factores estructurales (versión blanda). 

Previo a exponer el por qué se considera que la perspectiva teórica denominada 

“neo-institucional” o nuevo institucionalismo es apropiada para comprender y explicar la 

relación entre la cultura política interinstitucional (de los altos funcionarios públicos que 

integran el PJESLP) y la ordenación normativa-jurídica del propio objeto de estudio, resulta 

necesario exponer qué se entiende por institución política. 

 

II.2 Instituciones, cambio político y nuevo institucionalismo.  

 

En la mayor parte de las teorías políticas, las instituciones políticas tradicionales han 

ocupado un papel central en mayor o menor medida; al mismo tiempo, han sido objeto de 

estudio y de producción de enfoques, propuestas y críticas.  

La relevancia de las instituciones estriba, a decir de José Antonio Rivas Leone, sin 

importar la perspectiva adoptada o el tipo de gobierno estudiado, en que “conforman el 

principal medio y pivote a través del cual se estructuran no sólo la democracia, el sistema 

político, sino además, y de manera especial, nuestras prácticas políticas, conductas, reglas, 

normas, rutinas, códigos y naturalmente los procesos de socialización, participación e 

interacción social y política” (2003: 37)35. 

                                                        
35 No podemos desconocer, de acuerdo con March y Olsen (1997), que el interés por las instituciones se refleja en el aumento de los 
tratados sobre política y particularmente en los estudios sobre legislatura, gobierno local, legislación pública, economía política, cultura 



39 

Tal como lo recoge Jorge Javier Romero, la cuestión institucional ha recuperado 

protagonismo en el análisis político y económico durante los últimos años, diversos autores 

han incorporado las instituciones como parte central del examen de la realidad social. El 

redescubrimiento de las instituciones ha abierto una agenda interesante de investigaciones 

en política y economía comparadas (1999: 8-32). 

 De acuerdo con María Luz Morán, tendríamos que posterior a la Revolución 

Conductista y en particular en estos últimos años “estamos asistiendo a un retorno 

importante de la categoría [institución] como variable significativa en el análisis político 

[…] En este sentido, el neoinstitucionalismo supone un intento de superar, o al menos de 

completar, el individualismo metodológico, tan poderoso en los años setenta y ochenta, 

afirmando que no existe un actor individual sino sujetos que actúan insertos dentro de 

complejas tramas institucionales” (Morán, 1998: 22-23). 

Desde una perspectiva liberal, siguiendo a Parra, la utilización del neo-

institucionalismo se ha convertido en el marco teórico recurrente de la investigación 

politológica contemporánea para explicar el cambio institucional, sobre todo las reformas 

políticas (2005: 35). En este sentido, el nuevo institucionalismo es útil para el análisis 

politológico, ya que surge para vincular dos aspectos antes bifurcados: por un lado, las 

cuestiones normativas del institucionalismo clásico y por el otro, los datos empíricos de la 

política y la economía. Así, a decir del mismo autor: 

 
“[…]el nuevo institucionalismo vino a llenar este vacío metodológico, el cual 
coincidió con el redescubrimiento de la importancia de las instituciones en las 
ciencias sociales; sobre todo en la ciencia política, que rescataba el papel crucial de 
éstas en la dinámica de los procesos políticos. La utilización de este modelo de raíz 
liberal nos permite examinar los procesos de reforma política, ya que incluye las 

                                                                                                                                                                         
política, determinación políticas públicas, elección racional y élites políticas1 ya no sólo a nivel de los Estados Unidos y Europa, sino 
incluso en nuestro contexto latinoamericano. 
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posturas de los actores respecto del cambio institucional y sus interacciones.” 
(Parra, 2005: 35-36). 

 

El neo-institucionalismo, paralelo a concebir un papel más autónomo de las 

instituciones políticas, no niega al mismo tiempo la importancia y el rol llevado a cabo por 

los actores individuales, el Estado, incluso los procesos sociopolíticos de socialización, 

participación y afines. Bajo esta tesitura el contexto será fundamental por la influencia que 

tiene social, económica, cultural y políticamente sobre nuestras conductas y sobre el 

individuo como tal. Asimismo, el papel y los roles de las instituciones políticas son 

fundamentales a la hora de explicar la estabilidad, el cambio o incluso la inestabilidad de un 

determinado sistema político y de la propia política, respectivamente. 

Douglas North señala que “las instituciones son las reglas del juego en una sociedad 

o, más formalmente, son las limitaciones ideadas por el hombre que dan forma a la 

interacción humana” (2001: 13). Las instituciones básicamente son reglas del juego en toda 

sociedad; una coincidencia general es que son creadas por los propios individuos para 

enmarcar o regular las relaciones humanas. Al mismo tiempo, se dice que reducen la 

incertidumbre de la convivencia social “las instituciones incluyen todo tipo de limitación 

que los humanos crean para dar forma a la interacción humana, ya sean estas formales o 

informales” conforman no sólo la base de cualquier sistema político sino, además, es 

“innegable que afectan el desempeño de la economía […] reducen la incertidumbre por el 

hecho de que proporcionan una estructura a la vida diaria. Constituyen una guía para la 

interacción humana” (North, 2001: 14).  

George Tsebelis, por su parte, considera y analiza a las instituciones “como 

resultado de la actividad política consciente de los individuos […] Las instituciones son 

endógenas a la interacción entre actores, en la medida en que no sólo estructuran el juego 
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mismo sino que en repetidas oportunidades son objeto del mismo […] Son, en fin, 

productos conscientes y reflejan las preferencias de los actores que se han impuesto en la 

interacción” (Tsebelis, 1990: 92-98). 

En este sentido, el neo-institucionalismo destaca en primer lugar, como es natural, la 

importancia de las instituciones partiendo de que conforman el cemento de la sociedad; en 

segundo lugar, busca combinar las teorías económicas y de las instituciones para analizar 

las interacciones sistémicas entre ambas; en tercer lugar, pretende romper y trascender los 

limites más estrechos de los modelos tradicionales. 

En clave liberal, se entiende entonces que el elemento que define a una institución 

se compone de un conjunto de valores, en función del cual se forman las decisiones y los 

comportamientos de sus miembros (Peters, 2003: 308)36.. 

Así, desde una perspectiva liberal, para las dos versiones del nuevo 

institucionalismo (blanda y dura), la importancia de los valores culturales y su relación con 

las reglas del juego político es en doble sentido: 1) por una parte, el efecto de las 

instituciones sobre la cultura política, y 2) por otra, el papel de ésta en la conformación de 

valores y normas que inciden en el comportamiento colectivo de una sociedad. En ese 

sentido, las instituciones tienen una influencia marcada sobre el factor cultural: por un lado, 

desde la interferencia de lo cultural en el diseño de las instituciones, y el segundo, desde la 

interferencia del comportamiento de los actores en el desempeño de las instituciones 

(Nohlen, 2002: 34). 

En ese orden de ideas, el factor de la cultura política es importante no sólo al 

momento de diseñar instituciones, sino también en su manejo y funcionamiento; no sólo 

                                                        
36 Es decir, siguiendo a Parra, “una institución debe estar adecuadamente diseñada para responder a las expectativas de una sociedad; 
estas últimas indican lo que se debe preferir presentando un conjunto de opciones a elegir; por tanto, el marco institucional no sólo es el 
deber ser, sino que condiciona en buena medida las preferencias, al igual que construye identidades y produce valores para consumo de la 
sociedad” (2005: 42). 
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porque producen pautas conductuales, sino porque nos ayuda a identificar los factores que 

permiten el cambio político (Parra, 2005: 47). La enseñanza de la historia impregna la 

cultura política de distintos actores que participan en la arena política, ya que “el cambio 

político [...] no es tanto de índole institucional a través de reformas, sino de un 

comportamiento de los actores políticos más acorde con la institucionalidad existente, 

basándose este nuevo comportamiento en un aprendizaje histórico” puesto que “las 

instituciones cuentan, pero hay factores contextuales, y efectivamente se trata de barreras al 

cambio que al mismo tiempo limitan la incertidumbre, pero sólo en la medida en que los 

actores políticos las respetan” (Nohlen, 2002: 34). 

De esta forma, siguiendo al mismo Parra, la versión blanda agrega un elemento más 

de análisis al nuevo institucionalismo cuando reconoce la importancia de la gestación o 

nacimiento de las instituciones, no sólo en el análisis de sus resultados (2005: 47). En todo 

caso, esta posición enfatiza la creación de significados y valores en las instituciones 

políticas, aspectos cognitivos basados en la percepción más que en la evaluación, que 

contrarresten las máximas de la elección racional basadas en el individualismo y los valores 

utilitarios (Peters, 2003: 148). 

En este sentido, la obra de March y Olsen es un punto de encuentro entre las 

propuestas .blandas. del nuevo institucionalismo, sobre todo por el aspecto normativo, el 

rescate histórico de las instituciones, y el papel que desempeñan valores y símbolos al 

momento de elegir una institución, y de orientar el comportamiento de sus miembros. 

 

II. 3 Perspectiva teórica neo-institucional. 
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Una vez que se ha dejado constancia de por qué se considera que la perspectiva teórica 

denominada “neo-institucional” o nuevo institucionalismo es apropiada para comprender y 

explicar la relación entre la cultura política interinstitucional (de los altos funcionarios 

públicos que integran el PJESLP) y la ordenación normativa-jurídica del propio objeto de 

estudio, conviene precisar al respecto dos consideraciones generales, a saber: 

 

1. El nuevo institucionalismo es una perspectiva con múltiples variantes o enfoques 

particulares (Peters, 2003). Para efectos de la investigación que se presenta, 

consideramos el nuevo institucionalismo de March y Olsen (1993 y 2005; Peters, 

2003: 45-71) como el enfoque teórico más apropiado para entender la 

institucionalización de la transparencia y el DAIP en el PJESLP en relación con la 

cultura política al interno de dicha institución manifestada por los altos funcionarios 

públicos (jueces y magistrados) que la integran.  

2. El aspecto común entre los enfoques institucionales es que todos consideran a las 

instituciones como el elemento central de la vida política. El nuevo 

institucionalismo no descarta el papel del actor individual para explicar el cambio o 

la continuidad de las instituciones. Los individuos como agentes políticos son 

importantes, sobre todo, como miembros de la institución que interpretan las reglas 

y los valores de su organización y actúan en consecuencia. Por eso, son exageradas 

las consideraciones que califican como “antagónicas” o “contradictorias” a todas las 

perspectivas fundamentadas principalmente en el individuo (entre ellas incluyen a 

los estudios de cultura política) versus el institucionalismo (“viejo” y “nuevo”).  
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A. El nuevo institucionalismo es una perspectiva que, de manera no unidireccional ni 
determinista, facilita articular o integrar —como explicación teórica— la posible o 
eventual relación entre cultura política y procesos institucionales en regímenes 
democráticos contemporáneos.  

B. La acusación hacia el neo-institucionalismo como excesivamente “racionalista”, 
“formalista”, “procedimentalista” y normativa, es desmedida, incomprendida y 
falaz. Ciertamente, algunos enfoques neo-institucionales retoman algunas 
consideraciones del “equilibrio institucional”, de la “utilidad social” (Colomer, 
2001: 1-13) y del “rational choice”, pero lo hacen en general desde una 
aproximación crítica, sin pretensiones universalistas y con un auto-reconocimiento 
de su posible falsación mediante estudios empíricos.  

C. Vinculado con el punto anterior, la perspectiva de March y Olsen trasciende el 
formalismo institucionalista clásico, pues si bien reconoce el valor —por ejemplo—
que en las sociedades y regímenes democráticos tiene y debe tener el marco 
jurídico-legal, incorpora el valor constitutivo de lo que podrían denominarse las 
“reglas no formales”, las “prácticas”, los “juegos reales de poder” y las específicas 
tradiciones de conductas.  

 
Estas características del enfoque neo-institucional, se consideran propicias para 
comprender y explicar, que la institucionalización de la transparencia y el DAIP en el 
PJESLP es una dinámica o proceso en el que intervienen aspectos formales-normativos e 
informales-rutinizados e instituyentes, lo cual es uno de los presupuestos de trabajo 
principales de esta investigación.  
 

March y Olsen, principalmente, son exponentes de un enfoque donde el individuo como 

agente político es fundamental para comprender a las instituciones, y por eso su 

importancia para explicar la cultura política interinstitucional:  

 
“Su interpretación de lo que es una institución, con su énfasis sobre el desarrollo y 
la transmisión de normas entre los miembros de la institución, pone mucho más el 
acento sobre la manera en que se comportan los miembros de la institución, al 
menos en la medida en que sus interpretaciones de las normas pueden variar… el 
papel de las instituciones depende fuertemente de las acciones de los miembros de 
la institución y de sus percepciones de las reglas de sus instituciones […]” (Peters, 
2003: 210-211). 

 

Recuadro 2 

Posiciones teóricas de la investigación y su relación con el nuevo institucionalismo 
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El institucionalismo es el marco teórico —generalmente implícito— de gran parte 

de los textos analizados en esta investigación; sin embargo, para nosotros el enfoque 

particular del nuevo institucionalismo de March y Olsen es “teóricamente mejor” 

(contribuye a mejorar el conocimiento, “explica” mejor) para el análisis del objeto de 

estudio. 

La selección del nuevo institucionalismo como perspectiva teórica es pertinente, en 

resumen, por su capacidad para articular las principales propuestas teórico-conceptuales de 

los análisis integrativos, complementarios, complejos, críticos, “fluidos” que subyacen y 

sustentan lo que en esta investigación se entiende como institucionalización de la 

transparencia y el DAIP en el PJESLP. 

 

II.4 La cultura política interinstitucional como posible referente para entender la vida 

interna del PJESLP. 

 

Una buena parte de la legitimidad, validez y fiabilidad de las ciencias y lo que se conoce 

como “poder explicativo” de los marcos conceptuales y cuerpos teóricos proviene, a su vez, 

de la legitimidad de sus técnicas, instrumentos y dispositivos metodológicos. En el caso de 

los enfoques de cultura política, ha sido fundamental su apoyo en los métodos inductivos, 

en el instrumental estadístico inferencial y, en fin, en un acervo voluminoso de información 

empírica que, a partir de ella, y de manera modal a como se desarrolló gran parte de las 

ciencias sociales en la segunda mitad del siglo pasado, alimentó las teorías de rango o 

alcance medio (Merton, 1964). Al respecto resulta ilustrativo lo señalado por Gabriel 

Almond: 
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“El desarrollo del análisis estadístico facilitó el establecimiento de los patrones de 
interacción entre las actitudes, las relaciones entre las variables demográficas y 
socioestructural y las variables actitudinales y las relaciones entre las variables 
actitudinales y el comportamiento social y político[...] El desarrollo de la 
investigación basada en la observación proporcionó a la política una serie de 
instrumentos que nos permiten ir más allá de las inferencias relativamente 
inespecíficas y especulativas acerca de las propensiones psicológicas basadas en el 
contenido de comunicaciones, materiales clínicos o tendencias de comportamiento 
[...] A medida que se acumula la experiencia de los estudios electorales, 
actitudinales y de mercado, las fuentes de error quedan sujetas a un gran control, 
aunque, seguramente, nunca podrán ser completamente eliminadas. La Cultura 
Cívica, bebió de todas estas corrientes intelectuales.” (1998: 355-356). 

 

No es un objetivo de esta sección ahondar en el debate conceptual sobre cultura 

política37 que ha ocupado gran cantidad de producción académica desde la década de 1960, 

cuando aparece el seminal artículo de Gabriel Almond y Sidney Verba38. Más que una 

suerte de recorrido por el estado del conocimiento de la cultura política39, el interés de ésta 

sección reside en analizar qué nociones, además del concepto “cultura política” consignado 

en el Capítulo I, interesan destacar para efecto de la perspectiva teórica de esta 

investigación. 

De igual forma se considera  oportuno incluir algunas reflexiones sobre el concepto 

general de “cultura política” para ampliar la definición operativa de “cultura política 

interinstitucional” y, sobre todo, ¿por qué ésta puede ser considerada como una variable 

válida para comprender la situación o los procesos de cambio o continuidad en la 

organización y vida internas del PJESLP?  

De momento, lo que interesa para los fines de esta investigación es reconocer y 

suscribir que, tal y como lo proponen los estudios de cultura política: 

                                                        
37 Al respecto son reveladores los textos de Johnson (1991), Zolo (1994), Sartori (2004), Laitin (2004) y Colomer (2004) principalmente, 
respecto a la polémica sobre la ciencia política norteamericana. 
38 Para quienes la cultura política consiste en la particular distribución de las pautas de orientación hacia objetos políticos entre los 
miembros de una nación (Almond y Verba, 1992). En dicho texto, cuando se refieren a la cultura política de una sociedad, connotan 
sentimientos, conocimientos y valoraciones de una población con respecto al “sistema político”, específicamente con respecto a los 
“objetos políticos” que lo constituyen (instituciones, estructuras, actores).  
39 Para un estudio sobre el particular se encuentran los textos de Leticia Heras (2002), Mejía-Ricart (2003) y Vial Saavedra (2001). 
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“[en la base de este modelo o micro-teoría] se encuentra la idea de que la cultura 
política tiene una influencia determinante en el cambio político. De la cultura 
política deriva un conjunto de líneas de conducta, criterios de legitimidad para las 
instituciones y contextos para los pensamientos y sentimientos políticos. Al 
provocar estos efectos, la cultura política influye sobre los momentos, los 
contenidos y los ritmos de los cambios políticos que impulsan las sociedades y los 
grupos. La cultura política es sólo uno de los factores determinantes de los procesos 
de transformación política, entre los cuales están los institucionales, los económicos, 
los sociales, los ambientales, los tecnológicos, y los específicamente políticos. Pero 
hay que tener presente que, por su naturaleza, la cultura política media entre los 
individuos y su percepción de cualquiera de los otros factores” (Rodríguez, Castro y 
Madrigal, 2003: 38-39). 

 

Asimismo se considera que, en general, hay suficiente evidencia empírica que 

prueba la existencia de conductas hacia objetos políticos —como en el caso de la 

transparencia y el DAIP—que los ubican o posicionan en una situación y sistema de 

valoraciones en proceso de institucionalización.  

De manera sistemática se continúan ejecutando estudios, proyectos de investigación 

y consultorías (Corporación Latinobarómetro, 2005: 50-51; Vial Saavedra, 2001: 1-3; 

Burbano de Lara, 2003: 13-14) que suscriben en general el modelo de cultura política. Se 

trata, por tanto, de un modelo de análisis y pensamiento “con consecuencias políticas” 

(Wolin, 1975; Ibáñez 1985; Feyerabend 1982). 

Es así como se precisan aún más los objetivos de nuestra investigación, la cual 

pretende de esta forma ofrecer una explicación sobre la relación entre percepciones, 

posiciones y valoraciones “interinstitucionales” en materia de institucionalización de la 

transparencia y el DAIP, y las decisiones que al respecto se han tomado (o no) en el 

PJESLP. 
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CAPÍTULO III. LA TRANSPARENCIA Y EL DERECHO DE ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA. 

 

En este capítulo exploraremos inicialmente lo que podremos entender como una 

aproximación conceptual al concepto de transparencia, en tanto uno de los ejes de la 

presente investigación, como nivel de análisis que nos permita ubicarnos dentro de lo que 

en el estado del arte se ha venido discutiendo sobre el término. 

Por otra parte, se expondrán los antecedentes del DAIP desde la visión de los 

Derechos Humanos. Esto nos llevará desde la identificación histórica de la gestación de la 

libertad de expresión hasta la configuración  del derecho a saber como la disciplina del 

derecho de la información. 

 De igual forma, una vez revisados algunos antecedentes y el contexto de ubicación 

del DAIP dentro de los instrumentos internacionales se realizará una depuración 

terminológica a través del desarrollo ideológico que le da sustento a la disciplina, 

diferenciando el contenido y el continente en la disciplina para formase una opinión crítica 

de las consecuencias de su ausencia en los marcos normativos de los países en 

Latinoamérica. 

 

III. 1 Aproximaciones conceptuales a la idea de transparencia. 

 

En tanto concepto novísimo en el lenguaje político nacional sólo recientemente se ha 

comenzado a hablar del término transparencia. En los últimos años nos encontramos con 

que diversos organismos internacionales como la OCDE y el Banco Mundial han 

comenzado a presionar a los gobiernos nacionales por transparentar su información y 
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explicar sus decisiones. Aún más, se puede decir que la transparencia es uno de los 

elementos de una nueva relación entre Estado y sociedad que se viene forjando desde las 

últimas dos décadas del siglo XX (Vergara, 2008: 28). 

 Como afirma acertadamente Mauricio Merino: “el concepto está todavía en 

formación y son muchas más las dudas que despierta que las certezas que genera” (2005a: 

17). Según algunos autores generalmente se considera que “transparencia, ciudadanía y 

democracia están inextricablemente ligadas. Una no es posible sin las otras. Transparencia 

y democracia requieren, primero para existir y luego para funcionar adecuadamente, una 

ciudadanía activa y participativa, y esta última requiere transparencia y democracia para 

actuar y participar con libertad” (Emmerich, 2005: 25-26). 

 Siguiendo al mismo Merino (2005b: 76-77) “hay que reconocer que el principio que 

está detrás de la idea de la transparencia se desprende del desarrollo de la democracia 

liberal. Nadie sensato, en nuestros días, podría diferir de la importancia que tiene el acceso 

a la información pública como una de las condiciones sustantivas para incrementar la 

calidad de la democracia y para afirmar la capacidad de control de los ciudadanos sobre el 

ejercicio del poder público. Sin embargo, lo cierto es que esa convicción democrática no se 

había convertido en un derecho plenamente garantizado en la mayor parte de los países con 

tradición democrática hasta finales del siglo XX”. 

 Esta idea “nació como consecuencia de una reflexión de talante económico: la 

piedra de toque que desató ese proceso fue la globalización de los mercados y la necesidad 

de contar con mayor y mejor información sobre su verdadero funcionamiento, a partir de 

las regulaciones y la probidad de cada país. De ahí que los promotores principales de las 

mejores prácticas de transparencia hayan sido, al menos en un principio, los grandes 
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organismos económicos internacionales, con la OCDE y el Banco Mundial a la cabeza” 

(Merino, 2005b: 78). 

 Sin embargo, transparencia y acceso a la información no son la misma cosa. La 

transparencia es una práctica o un instrumento que utilizan las organizaciones para publicar 

o volver público cierto tipo de información o bien para abrir al público algunos procesos de 

toma de decisiones (Hernández Valdéz, 2005a). 

 Uno de los temores alrededor de la transparencia, entonces y ahora, según sostiene 

José Antonio Aguilar Rivera (2006: 17), es que “al abrir la ventana a la conducción de los 

asuntos públicos bien pudieran ponerse en evidencia los desacuerdos entre los encargados 

de la cosa pública, ya que comenta, se pensaba que el evidenciar el desacuerdo fomentaría 

la incertidumbre e incredulidad en los gobernados”, por lo que “la opacidad buscaba 

preservar tanto una imagen consensual de los tomadores de decisiones —fueran diputados o 

burócratas— como una percepción de la superioridad técnica e intelectual de éstos sobre 

los ciudadanos”. 

La transparencia, por el contrario, “acepta la pluralidad y el disenso en opiniones 

como una característica inherente y positiva de la política democrática. Por eso no teme 

exponerla; no se escandaliza de lo que descubre. También descree del argumento de que los 

ciudadanos son incapaces de comprender la complejidad de las decisiones públicas y que 

por ello éstas deben mantenerse lejos de la luz pública” (Aguilar Rivera, 2006: 17). 

Bajo esta argumentación es necesario retomar lo expuesto desde la Introducción de 

ésta investigación, respecto a que si bien podemos llegar a considerar que un régimen 

democrático es tal en tanto cumple con aquellos criterios propuestos por Dahl, dicha 

definición trataría únicamente de la democracia (así sea representativa) y no de la 

democracia liberal. Sin embargo, siguiendo a Aguilar Rivera, las actuales poliarquías “no 
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solamente comprenden el gobierno de la mayoría y los rasgos democráticos señalados, sino 

otros elementos, como el constitucionalismo, los derechos y garantías individuales, los 

límites institucionales al poder en la forma de división de poderes, el estado de derecho, 

etc.” (2006: 25)40. 

De esta forma, podemos concluir que “la transparencia es uno de los elementos 

liberales que complementan necesariamente a la democracia. Esto es en cierto grado cierto, 

pero también lo es que la transparencia tiene funciones estrictamente democráticas; es 

decir, que contribuyen a que el pueblo mande” (Aguilar Rivera, 2006: 26). 

Un libro reciente define la transparencia, en términos muy generales, como: “dejar 

que la verdad esté disponible para que otros la vean sin tratar de ocultar u opacar el 

significado o alterar los hechos para poner las cosas bajo una mejor luz” (Oliver, 2004: 4-

5). Sin embargo, este entendimiento, que es básicamente pasivo, está cambiando. 

Crecientemente transparencia también significa “apertura activa” (active disclosure); los 

gobiernos no solamente deben permitir que los ciudadanos los observen, sino también 

deben divulgar activamente la información que poseen” (Oliver, 2004: 5).  

Para otros autores, en cambio, transparencia es “un derecho ciudadano que sirve 

para impedir la apropiación privada de los espacios públicos. Hablamos de un instrumento 

cuyo propósito explícito es vigilar que las cosas ocurran conforme lo establecen las reglas 

del juego” (Merino, 2005a: 17).  

Por su parte Aguilar Rivera, al tratar de responder el cuestionamiento sobre ¿qué 

papel desempeña la transparencia en el gobierno democrático?, habla de características 

“capacitadoras e inhibidoras” (2006: 28-32), a saber: 

                                                        
40 En este sentido actualmente los elementos democráticos, por más centrales que sean, no bastan para legitimar a un régimen. De ahí que 
se lleguen a considerar indeseables aquellos regímenes que, aunque conduzcan elecciones, no respetan los derechos fundamentales de las 
personas. En esta vena, Fareed Zakaria ha manifestado recientemente preocupación por el fenómeno contemporáneo de la “democracia 
antiliberal” (2004). 
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1. Evaluación de los gobernados41; 

2. Rendición de cuentas42; 

3. Control del poder público43; 

4. Fortalecimiento de la autoridad política44; y 

5. Detección y corrección de errores45. 

 

Hasta aquí es evidente, como lo afirma Alfonso Hernández, que hay diversas formas 

de abordar el entendimiento de la transparencia (2005b: 7). La idea sencilla, pues, se va 

complicando en la medida en que no alcanza a ser definida con precisión (Merino, 2005a: 

11)46. 

Fundamentalmente, toda vez que no está en el ánimo de la presente investigación 

ahondar en la discusión teórico-conceptual respecto a la idea de la transparencia, habremos 

de considerar una definición que se ajusta al ánimo de estudio del trabajo que aquí se 

presenta, propuesta por Ernesto Villanueva (2005: 64), quien considera que “la 

                                                        
41 Función capacitadora que permite, en una democracia representativa, a los electores premiar o castigar el desempeño de sus 
gobernantes y representantes (Przeworski, Stokes y Manin ,1997). 
42 Entendida como la obligación de los funcionarios de responder por lo que hacen y la que atañe al poder de los ciudadanos para 
sancionar los resultados de la gestión en caso de que hayan violado sus deberes públicos. Un estudio insoslayable del particular lo realiza 
Andreas Schedler (2004). 
43 “A través de la transparencia la ciudadanía puede detectar las fallas y defectos de las políticas públicas en sus primeras etapas, cuando 
todavía pueden corregirse. Ésta es claramente una facultad inhibitoria” (Aguilar Rivera, 2006: 30). 
44 “La confianza puede facilitar la coordinación entre los ciudadanos, y entre éstos y los agentes gubernamentales, puede reducir los 
costos de transacción, así como aumentar la probabilidad de que los individuos apoyen al gobierno y de que cumplan sus demandas” 
(Aguilar Rivera, 2006: 30). 
45 Se trata de una forma particular a través de la cual la transparencia fortalece a los gobiernos: mejora su capacidad cognoscitiva (Aguilar 
Rivera, 2006: 31). 
46 Como ejemplo, podemos citar a tres autores relevantes sobre el tema para ilustrar dicha complejidad. Para Nava Gomar et al. (2006:20) 
la transparencia significa “que las razones de toda decisión gubernamental y administrativa, así como los costos y recursos 
comprometidos en esa decisión y su aplicación, están accesibles, son claros y se comunican al público en general”; por su parte Luis 
Carlos Ugalde (2002: 17) entiende que “ transparencia significa abrir la información de las organizaciones políticas y burocráticas al 
escrutinio público, mediante sistemas de clasificación y difusión que reducen los costos de acceso a la información del gobierno. La 
transparencia no implica un acto de rendir cuentas a un destinatario específico, sino la práctica de colocar la información en la vitrina 
pública para que aquellos interesados puedan revisarla, analizarla y, en su caso, usarla como mecanismo para sancionar en caso de que 
haya anomalías en su interior”; y Para Daniel Kaufman (2002), por otra parte, la transparencia debe tener los siguientes atributos: a) fácil 
acceso a la información (incluyendo oportunidad y no discriminación); b) comprensiva (asegurándose de que los temas clave no queden 
fuera); c) relevancia (evitar la información superflua y el sobre flujo de información), y d) calidad y confiabilidad (para contribuir al 
diseño de políticas y dar confianza en los mercados para los inversionistas). 
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transparencia es una garantía normativa e institucional no jurisdiccional para hacer efectivo 

el derecho de acceso a la información pública. En tanto la transparencia es una garantía, no 

un derecho sustantivo, hace las veces de una herramienta o instrumento legal para alcanzar 

los propósitos que justifican la existencia del derecho de acceso a la información pública”, 

de tal suerte que la transparencia esté íntimamente relacionada con el derecho de acceso a 

la información pública pero no se subsuma en el mismo concepto. 

 

III.2 Antecedentes del DAIP. 

 

El tema de los derechos humanos está en el centro del debate filosófico y político 

contemporáneo; en lo teórico, con relación a las diversas concepciones de justicia y 

moralidad y en el ámbito de lo práctico, por las diferentes posturas de los Estados, 

gobiernos y agentes públicos y privados concernidos (Villar Borda, 1998: 15). 

 Como sostiene Luis Villar existen posturas que sostienen que el concepto de 

derechos humanos no tiene origen moral, sino una acuñación específica del concepto 

moderno de derechos subjetivos, esto es, de una terminología jurídica. Los derechos 

humanos tienen originariamente una naturaleza jurídica. Lo que le presta la apariencia de 

derechos morales no es su contenido ni tampoco su estructura, sino su sentido de validez, 

que trasciende los ordenamientos jurídicos de los Estados a niveles supranacionales (1998: 

18) 

 Esto significa que las leyes o las órdenes de autoridades de ese Estado habrán de 

respetar el marco inviolable que la Constitución asigna a esos derechos. En tal sentido, los 

textos constitucionales sobre reconocimiento de derechos del hombre tienen por principal 

finalidad amparar a los ciudadanos contra excesos o arbitrariedades de la autoridad o de los 
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poderes públicos. Ellos no obstan, empero, para que tales reglas constitucionales impongan 

también el deber jurídico dictado por el más alto nivel normativo, a todos los súbditos el 

deber de respetar los derechos ajenos (Novoa Monreal, 1989: 17). 

 En el sentido moderno del término, la historia de los derechos humanos es 

relativamente reciente. Dejando a un lado antecedentes remotos, así como otros más 

próximos en Inglaterra, podría afirmarse que las primeras declaraciones de derechos se 

producen de forma más o menos simultánea durante la revolución francesa y la 

independencia norteamericana, justamente en los orígenes de lo que solemos denominar 

Edad Contemporánea (Díaz Revorio, 2004: 16). 

 Como lo expresa Díaz Revorio, fue sólo en el siglo XX y en especial tras la segunda 

guerra mundial, cuando se han empezado a adoptar textos internacionales que han recogido 

los derechos con pretensión de alcance universal, si bien la garantía jurídica de los mismos, 

sólo se ha realizado en ámbitos geográficos más restringidos47. 

  

III.3 Correlación del DAIP con los derechos humanos y su ubicación en las generaciones de 

estos derechos. 

 

Todo derecho humano puede desglosarse a partir de tres categorías, que constituyen su 

estructura interna: sujeto, objeto y facultades. Si se estudia el derecho a la información 

desde esta perspectiva se obtiene que: 

 

                                                        
47 En el campo jurídico-positivo y constitucional el papel de vanguardia corresponde a Inglaterra. La “Petition of Rights” de 1628 protege 
los derechos personales y patrimoniales. El Acta de “Habeas Corpus” de 1679, tiene un significado trascendental, por cuanto prohibía la 
detención de nadie sin mandamiento judicial. En 1689, la Declaración de Derechos (“Declaration of Rights”) confirmaba los derechos ya 
consagrados en los textos anteriores. La Declaración de Derechos (“Bills of Rights”) de Virginia, del 12 de junio del mismo año 
redactada por George Mason, es la primera que contiene un catálogo específico de derechos del hombre y del ciudadano. La Declaración 
Francesa de los derechos del hombre y del ciudadano de 1789 se convirtió para Europa en el punto de partida de toda la evolución 
posterior en materia de derechos y libertades del hombre (Brugger, 1988: 100). 
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1. El sujeto del derecho a la información es un sujeto universal: se atribuye a todos los 

hombres de igual manera. No cabe hablar de excepciones ni de privilegios. Ni 

siquiera una mayor preparación profesional o la dedicación a una tarea de 

comunicación rompen esta característica de igualdad. 

2. Su objeto, el bien que se trata de asegurar y proteger, es la información veraz, de 

utilidad para sentirse más integrado en la propia vida social, en lo que constituye la 

comunidad. 

3. Las facultades son las posibilidades de acción del sujeto. Son las que dan vida al 

derecho en cuestión, por eso se dice que forman su contenido, y que denotan su 

particular modo de ser (Azurmendi, 2001: 53-54). 

 

 Dentro de las generaciones de derecho destacan en orden cronológico la siguiente 

clasificación (Ghersi, 2002: 15-22): 

 

A. Derechos individuales de primera generación. En este sentido, la idea es partir de la 

constitución de los Estados modernos con la caída de la última monarquía en 1789, 

que comenzó en la independencia de los EUA y las revoluciones inglesa y 

holandesa, que fundaron una concepción del y para el hombre propietario. En este 

simple hecho está el nacimiento de la primera generación de los derechos del ser 

humano: el derecho a preservarse frente al Estado y a la protección de su 

patrimonio. 

B. Derechos sociales de segunda generación. Las tensiones sociales aumentaron 

durante la primera posguerra y la crisis del treinta, en realidad, no hizo más que 

acentuarlas con el desempleo de miles de trabajadores. De ahí en adelante 
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comenzaron a plantearse masivamente los derechos de los trabajadores y el respeto 

a la dignidad humana, y se instalaron en el mundo los derechos de segunda 

generación: los sociales. 

C. Derechos personalísimos de tercera generación. Fue necesaria una Segunda Guerra 

Mundial y numerosos campos de exterminio para darse cuenta de que con los 

derechos de primera y segunda generación no bastaba. La agresión al ser humano 

estaba en las mismas entrañas del sistema, que estimulaba la voracidad del lucro, la 

apetencia por el poder, la destrucción de la familia, la vida fácil y licenciosa, y así 

nacieron los derechos personalísimos de tercera generación. 

D. Derechos ambientales de cuarta generación. Por último, fue necesario preservar de 

la contaminación el medio ambiente y el sistema ecológico. Así nacieron los 

derechos de cuarta generación que se basan en un desarrollo sustentable para 

conservar los recursos naturales para las próximas generaciones. Los derechos 

ambientales son inalienables e irrenunciables y, por ende, no pueden ser perturbados 

con el pretexto de generar “bienestar económico” para toda la sociedad. 

 

III.4 Identificación de las teorías de los derechos fundamentales. 

 

En el año 1945 se aprueba la Carta de las UN por la cual se constituye la ONU. Entre los 

propósitos de esta organización establece en su artículo 13: “realizar la cooperación 

internacional [...] en el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos humanos y a las 

libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o 

religión”. 
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 A partir de ahí, y en los años sucesivos, las UN aprobaron textos y auspiciaron la 

firma de tratados cuyo objeto fue el reconocimiento y garantía de los derechos humanos. El 

primero y más importante de estos textos es, sin duda, la DUDH (Díaz Revorio, 2004: 16-

17).  

 En primer término la firma de la DUDH en 1948 incorporó, en su artículo 19, la 

concepción de que “todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; 

este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y 

recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por 

cualquier medio de expresión”48.  

 Pero hay que mencionar también los numerosos tratados y convenios auspiciados 

por UN, entre los que ocupan un lugar muy destacado el PIDESC y el PIDCP, ambos 

establecidos en Nueva York el 19 de diciembre de 196649. 

 En cambio, en ciertos ámbitos regionales se han producido algunos avances 

significativos en la garantía internacional de los derechos y en la consideración del 

individuo como sujeto de derechos en el plano internacional, con capacidad para acudir a 

instancias internacionales para obtener una respuesta frente a la vulneración de sus 

derechos imputable a un estado. 

 En Europa la labor principal en este ámbito ha correspondido al CE, organización 

internacional creada el 5 de mayo de 1949. En este ámbito pueden destacarse varios 

convenios auspiciados por esta organización como la CSE, firmada en Turín el 18 de 

                                                        
48 De este precepto se desprenden un derecho pasivo y uno activo, relacionados con la información. El primero se refiere a la facultad de 
recibir ésta, así como opiniones, mientras que el segundo a la de investigarlas y difundirlas.  
49 Último este en el cual se dispuso que: Artículo 19. 1) Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones; 2) Toda persona tiene 
derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, 
sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su 
elección; 3) El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo entraña deberes y responsabilidades especiales. Por 
consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restricciones, que deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias 
para: a) asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás; b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la 
salud o la moral públicas. 



58 

octubre de 1961, que recoge sobre todo derechos del ámbito social y económico y, en 

particular, el CPDHLF firmado en Roma el 4 de noviembre de 1950 (que entró en vigencia 

en septiembre de 1953) dedicado fundamentalmente a los derechos civiles y políticos50. 

 El convenio de Roma estableció además como órganos de garantía de los derechos 

que contiene a la CEDH establecida en 1954, y el TEDH, establecido en 1959. 

 Además participaba en los procedimientos de garantía el Comité de Ministros del 

CE, órgano establecido en el Estatuto Fundacional de ésta organización. El protocolo 

número once modificó este sistema de protección, asumiendo todo el protagonismo de la 

misma el TEDH, con sede en Estrasburgo51. 

 El Derecho de la Información no nace por la evolución del derecho civil romano, 

como las otras ramas del Derecho, sino que es como un precipitado que se produce cuando 

queda claro el derecho a la información en la Declaración de 1948. Al postularse como 

derechos de todos y cada uno, surge evidente la necesidad de satisfacer ese derecho 

también de modo personal y universal (Bel Mallén y Correidora, 2003: 55)52. 

 En el año 1948, los países americanos inician la construcción de una nueva 

institucionalidad regional al adoptar la Carta de la OEA, de la cual ha derivado un conjunto 

                                                        
50 El cual prescribió en su artículo décimo: Artículo 10. Libertad de expresión. 1. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión. 
Este derecho comprende la libertad de opinión y la libertad de recibir o de comunicar informaciones o ideas sin que pueda haber 
injerencia de autoridades públicas y sin consideración de fronteras. El presente artículo no impide que los Estados sometan las empresas 
de radiodifusión, de cinematografía o de televisión a un régimen de autorización previa. 2. El ejercicio de estas libertades, que entrañan 
deberes y responsabilidades, podrá ser sometido a ciertas formalidades, condiciones, restricciones o sanciones, previstas por la ley, que 
constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad nacional, la integridad territorial o la seguridad pública, 
la defensa del orden y la prevención del delito, la protección de la salud o de la moral, la protección de la reputación o de los derechos 
ajenos, para impedir la divulgación de informaciones confidenciales o para garantizar la autoridad y la imparcialidad del poder judicial. 
51 Así como se introdujo el derecho a la información como un plexo de facultades en la DDH de París de 1948, que no tiene fuerza de ley 
sino que sólo cuenta como declaración institucional, existen otros tratados internacionales que reconocen este derecho en similares 
términos, entre ellos: 1) la CoEDH, aprobada por el CE el 4 de noviembre de 1950, 2) la CIDCP, aprobada por la ONU el 16 de 
diciembre de 1966, 3) la DDCPC de Teherán de 1973 y 4) el Acta de Helsinki de 1975. 
52 Por su parte la UNESCO, en una declaración conocida como la CSDLAIP, planteó las siguientes consideraciones (Zaldívar, 2006: 19): 
1. El libre acceso de las personas a las fuentes de información pública es un derecho humano universal y un principio democrático 
inherente al derecho a la información; 2. El libre acceso a la información pública contribuye a la transparencia de la gestión pública, 
combate la corrupción y la cultura del secreto como práctica y asegura un mayor grado de eficiencia en el manejo de la cosa pública; 3. 
El libre acceso a la información pública garantiza la participación ciudadana en la toma de decisiones de interés público, factor 
indispensable para la construcción de una cultura democrática. 
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de convenciones, tratados y protocolos interamericanos vinculantes para los Estados 

adherentes (Bel Mallén y Correidora, 2003: 121). 

 En lo que respecta a nuestra región, el 22 de noviembre de 1969 se suscribió la 

CADH, conocida como Pacto de San José de Costa Rica y que fue incorporada por la ley 

23.054 al orden judicial argentino53. 

 De este modo, la CADH estableció que la comunicación es una facultad irrestricta 

del hombre y, en términos jurídicos, un derecho natural o pre-formativo, constituido en 

soporte de los derechos enumerados en las leyes fundamentales de las organizaciones 

jurídico-políticas de los Estados; mientras que el derecho de información es un derecho 

pura y simplemente individual. En relación de inclusión, las normas internacionales 

prescriben como fases de este derecho “investigar”, “recibir” o “difundir” información 

como establece la DUDH y “buscar”, “recibir” y “difundir”, como lo como lo consagra el 

Pacto de San José de Costa Rica. 

 Los tratadistas mexicanos Jorge Carpizo y Ernesto Villanueva, por su parte, han 

sostenido que el derecho a la información (en su sentido amplio), de acuerdo con el artículo 

19 de la DUDH, es la garantía fundamental que toda persona posee a: atraerse información, 

a informar y a ser informada (2001: 71-102)54. 

 El derecho a la información emplea los más diversos espacios, instrumentos y 

tecnologías para la transmisión de hechos e ideas. Algún medio puede presentar 

                                                        
53 La convención, que fue ratificada por México en 1981, en su artículo 13, párrafo 1, establece: “Toda persona tiene derecho a la libertad 
de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir, y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin 
consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística o por cualquier otro procedimiento de su elección” 
(Fayt, 2001: 3). 
54 De esta definición se desprenden los tres aspectos más importantes que comprende dicho derecho fundamental: A) el derecho a atraerse 
información incluye las facultades de i) acceso a los archivos, registros y documentos públicos y, ii) la decisión de que medio se lee, se 
escucha o se contempla; B) el derecho a informar incluye las i) libertades de expresión y de imprenta y, ii) el de constitución de 
sociedades y empresas informativas; y C) el derecho a ser informado incluye las facultades de i) recibir información objetiva y oportuna, 
ii) la cual debe ser completa, es decir, el derecho a enterarse de todas las noticias y, iii) con carácter universal, o sea, que la información 
es para todas las personas sin exclusión alguna (Escobar de la Serna, 1997: 54-60, 380-381; López Ayllón, 1984: 160-161; Villanueva, 
1998: 34-36). 
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peculiaridades propias pero las instituciones del derecho a la información son las mismas 

para todos ellos, aunque acomodándose a sus características. 

 Del propio artículo 19 se desprende con toda claridad que el derecho a la 

información es un derecho de doble vía en virtud de que incluye, y en forma muy 

importante, al receptor de la información; es decir, al sujeto pasivo, a quien la percibe y 

quien —ya sea una persona, un grupo de ellas, una colectividad o la sociedad— tiene la 

facultad de recibir información objetiva e imparcial. 

 El DAIP formaría parte del círculo amplio del derecho a la información. Y este 

derecho estaría compuesto por las distintas normas jurídicas que hacen posible examinar de 

la mejor manera los registros y datos públicos o en posesión de los órganos del Estado de 

acuerdo con la ley. 

 Según lo mencionado anteriormente, podemos destacar la importancia de la 

elaboración de leyes que garanticen no sólo la transparencia sino, sobre todo, el derecho de 

acceso a la información55.  

 

III.5 Concepto de derecho56 de la información y a la información. 

 

El hecho de que habría que utilizar la noción de derecho a la información, lato sensu, para 

definir el sentido genérico del concepto y derecho a la información, stricto sensu, para 

                                                        
55 Las ventajas de la utilización de esta ley son múltiples, entre las principales podemos citar las siguientes: 1. Fomentar el principio de 
seguridad jurídica y de legitimidad democrática del Estado de Derecho al dar a conocer las reglas del juego y ajustar conductas a pautas 
razonables y previsibles; 2. Ejercer el escrutinio activo de los gobernados sobre las actividades de los servidores públicos y de las 
empresas privadas que operan bajo concesión pública; 3. Promover que tanto los ciudadanos como las autoridades se encuentren en 
mejores condiciones para la toma de decisiones; 4. Reducir el rumor y alentar las noticias confirmadas; 5. Un acceso equitativo con 
igualdad de oportunidades para participar en las más diversas actividades de la vida nacional; y 6. Democratizar los espacios de la vida 
pública que pasa de una organización jerárquica a una organización con dosis importantes de interactividad y elimina el sistema de 
información privilegiada. 
56 El derecho, como concepto, a decir de Salvador Nava Gomar et al. (2006: 7) tiene una dualidad: se refiere, por un lado, al conjunto de 
normas jurídicas en sí mismo y, por otro, siguiendo a Héctor Fix-Zamudio (1995: 97), a una ciencia cuyo objeto de conocimiento está 
constituido tanto por el ordenamiento jurídico como por los conceptos sistemáticos elaborados por la dogmática. Para Sergio López 
Ayllón (1984: 106-112) son dos las nociones más utilizadas del término “derecho”: por un lado se refiere al “complejo de normas e 
instituciones que imperan coactivamente en una comunidad estatal”, y por el otro a “permisiones o facultades jurídicamente justificadas”. 
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hacer referencia a una de sus vertientes, fue razón suficiente para acuñar el concepto de 

derecho de acceso a la información pública. 

 El DAIP sería un círculo más pequeño que formaría parte del círculo amplio del 

derecho a la información. Y este derecho estaría compuesto por las distintas normas 

jurídicas que hacen posible examinar de la mejor manera los registros y datos públicos o en 

posesión de los órganos del Estado, de acuerdo con la ley. 

 Hasta aquí tenemos dos conceptos: derecho a la información y derecho de acceso a 

la información pública. Queda por definir derecho de la información. 

 Si, como ya se anotó, el derecho a la información está compuesto de normas legales 

—y el derecho de acceso a la información pública es una de sus vertientes y, por esa misma 

razón está integrado por normas jurídicas—, se puede concluir que el derecho a la 

información es el objeto de estudio del derecho como ciencia jurídica. 

 De esta suerte, el derecho de la información es la rama del derecho público que tiene 

como objeto de estudio al derecho a la información57. 

 El derecho de la información58 es, siguiendo a Manuel Fernández (1977: 9), una de 

las áreas relativamente recientes, que “nace ante la necesidad de reglamentar y organizar el 

ejercicio de un derecho natural del hombre, reconocido con estas características en las leyes 

fundamentales de los diversos países modelados en el ámbito jurídico-político al modo de 

Estados de derecho”. En suma, se trata de “una rama en formación de la ciencia del derecho 

en busca de su autonomía respecto de las ramas clásicas de la ciencia jurídica, que podría 

                                                        
57 La expresión “derecho a la información” se compone de dos sustantivos multívocos, de ahí que, para conceptuarla, sea necesario 
referirse individualmente a cada uno de ellos: la palabra “derecho” proviene del latín directum, que deriva de dirigere (enderezar, dirigir, 
encaminar), que a su vez proviene de regere, rexi, rectum (conducir, guiar); implica dirección, ordenación y regulación, lo que coincide 
con el término latino ius, concebido como “un complejo de disposiciones obligatorias”. Además, en contraposición a éste uso del vocablo 
referido, también se utiliza para aludir a las prerrogativas de que goza un individuo (VV.AA., 2000: 1094). 
58 El vocablo “información” proviene del latín informatio, onis, “acción y efecto de informar”, mientras que “informar” deriva de 
informare y se conceptúa como “enterar”, “dar noticia de algo” (RAE, 2001: 1274). Por tanto, la garantía del derecho a la información es 
un derecho público subjetivo integrado por “un conjunto de facultades interrelacionadas —difundir, investigar y recibir información— 
(López Ayllón, 1984: 159). 
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definirse como la rama del derecho público que tiene por objeto el estudio de las normas 

jurídicas que regulan, lato sensu, las relaciones entre Estado, medios y sociedad, así como, 

strictu sensu, los alcances y los límites del ejercicio de las libertades de expresión y de 

información y el derecho a la información a través de cualquier medio” (Nava Gomar et. 

al.: 2006:8). 

 Ernesto Villanueva (2003: XVII), por su parte, ha sostenido que el derecho a la 

información, lato sensu, es “la garantía fundamental que toda persona posee a: atraerse 

información, a informar y a ser informada59. 

 Ahora bien, este derecho a la información, entendido como un derecho subjetivo 

público, puede ser visto desde dos dimensiones, individual y social. En su dimensión 

individual se identifica con las libertades de pensamiento y expresión, en el derecho que 

toda persona tiene de buscar, investigar, recepcionar y divulgar información de toda índole, 

sin consideración de fronteras, y por los medios que tenga a su alcance y sean de su 

elección. A su vez, la dimensión social de este derecho implica propaganda noticia y 

opinión pública (Desantes Guanter, 1991: 30-31) 

 No obstante, dichos factores no implican una potestad ilimitada de los gobernados, 

toda vez que existen límites expresamente señalados por las normas jurídicas, a fin de 

proteger o tutelar determinados derechos considerados como del mismo o igual valor que el 

derecho a la información, tales como: el derecho a la vida privada, datos personales, 

información reservada, confidencial, la moral, el orden, la paz pública, entre otros60.  

                                                        
59 En este orden de ideas los autores referidos enmarcan el derecho a la información (strictu sensu) como una parte integrante del derecho 
de la información (latu sensu), que representa la rama del derecho público que tiene por objeto el estudio de normas jurídicas que regulan 
las relaciones entre Estado, medios y sociedad, así como los alcances y los límites del ejercicio de las libertades de expresión y de 
información y el derecho a la información a través de cualquier medio. A su vez, según Luz del Carmen Martí (2003: 41), el derecho a la 
información strictu sensu, es equiparado con la facultad que poseen las personas para acceder a los datos, registros e informaciones en 
poder de los tres poderes, la Administración Pública Federal, los Órganos Constitucionales Autónomos y cualquier otro Órgano Federal 
que maneje recursos públicos. 
60 A decir de la SCJN “el derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es 
absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en la protección 
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Este derecho, de acuerdo con Nava Gomar et al.  (2006: 13) implica no solamente 

“el acceder a la información, sino también es el difundir esa información y ahí es donde 

entra precisamente la libertad de expresión. […] es un círculo más pequeño que forma parte 

del círculo amplio del derecho a la información […] compuesto por las distintas normas 

jurídicas que hacen posible examinar de la mejor manera los registros y datos públicos o en 

posesión de los órganos del Estado, de acuerdo con la ley”61. 

 El derecho de acceso a la información, en cuanto tal, es una garantía 

constitucional62, entendida como la obligación que tiene el Estado de informar a través de 

los diversos medios de comunicación, de manera regular, la multiplicidad de opiniones de 

los partidos políticos y en general, de dar a conocer toda aquella información generada por 

el Estado que sin afectar la vida política y económica del país, contribuya a lograr una 

sociedad consiente de la realidad del país; en México, el derecho a la información está 

considerado como una garantía individual, complementaria a la libertad de expresión, 

según se desprende del artículo 6º de la CPEUM, el cual dispone que “La manifestación de 

las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de 

que ataque a la moral, los derechos de terceros, provoque algún delito o perturbe el orden 

público; el derecho a la información será garantizado por el Estado.”  

 El derecho de acceso a la información se constituye así, no sólo como una expresión 

del reconocimiento de los derechos humanos, sino también como una de las 

manifestaciones de participación ciudadana en nuestro país, caracterizándose por 

                                                                                                                                                                         
de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, 
incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como reserva de información o 
secreto burocrático (SCJN, 2001: 579). 
61 En suma el derecho de acceso forma parte del derecho a la información que comprende, siguiendo al autor, el derecho de atraerse 
información. Íbidem.  
62 Sin embargo, ¿qué debemos entender por garantía? El término proviene de la voz anglosajona warranty, que quiere decir “asegurar, 
proteger, defender o salvaguardar”; adoptadas en un principio por el derecho Privado, este vocablo fue acogido por el derecho Público 
para significar “diversos tipos de seguridades o protecciones a favor de los gobernados dentro de un estado de derecho, es decir, dentro de 
una entidad política estructurada y organizada jurídicamente, en que la actividad del Gobierno está sometida a normas preestablecidas 
que tienen como base de sustentación el orden Constitucional” (Burgoa, 1998: 161-162). 
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comprender la manifestación de hechos, actos, noticias o acontecimientos que son 

susceptibles de verificarse. 

 

III.6 Concepto de DAIP. 

 

El DAIP es un derecho “natural”, por cuanto su razón de ser radica en la naturaleza 

sociable del hombre; es personal, porque incide en el perfeccionamiento de la persona, 

sobre todo en su esfera social; no es un derecho absoluto, sino susceptible de limitaciones; 

es público, por las razones antes aludidas; es un derecho político, en el sentido de que 

posibilita y se funda en la participación política o en las funciones públicas; es un derecho 

universal, inviolable e inalienable (Escobar de la Serna, 2004: 83-84). 

 De esta naturaleza se deducen las siguientes consideraciones: 

 

1. Que todo miembro de la sociedad, y ella misma en su conjunto, tiene derecho a la 

información. 

2. Que los entes públicos tienen el deber de facilitar tal información. 

3. Que los profesionales de la información son intermediarios entre los entes públicos 

y los destinatarios de la información. 

4. Que tienen igualmente derecho a obtener información y el deber de transmitirla lo 

más fiel posible. 

5. Que la información, objeto o contenido del derecho, y por lo tanto también del 

deber, no puede ser otra que aquella cuya naturaleza y calidad sea adecuada para 

satisfacer los intereses, que se intenta proteger, de realización personal y social en la 

participación de los ciudadanos en la vida pública. 
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6. Que es evidente la necesidad de que sea tutelado el sujeto activo o acreedor del 

derecho a ser informado, en lo que el grado de educación y formación del receptor 

es cuestión fundamental. 

 

III.7 Importancia del DAIP para el desarrollo de la democracia. 

 

Para analizar la relación entre el acceso a la información y democracia es menester hacer 

algunas precisiones terminológicas. A tal fin, tomaremos como punto de partida los 

argumentos expresados en el Dictamen del primer caso de Derecho de Acceso a la 

Información ante la CIDH 4, con el fin de determinar el alcance que se pretende hacer de 

dichos términos en este dictamen. 

 En la medida en que los particulares puedan acceder a la información, que tienen 

derecho de conocer, las democracias emergentes se vendrán consolidando gracias a la 

actividad de apertura y seguimiento de las negativas de acceso a la información que, en 

principio siendo la regla y no la excepción, debe ser pública. 

 Como señala Umberto Cerroni “[...] la capacidad de autogobierno, control recíproco 

e iniciativa que expresa la democracia, es el único instrumento con que resulta posible 

impedir que el hombre sucumba bajo el peso del maquinismo, del tecnicismo, de la 

especialización, aunque poniendo al alcance de todos la máquina, la técnica y el 

adiestramiento profesional. En su más vasta acepción, la democracia es la única esperanza 

de convertir nuestro planeta en una comunidad humana” (1972: 236). 

 La existencia de una autoridad reguladora independiente constituye otra de las 

piedras angulares para hacer efectivo el DAIP. Esta institución es deseable en las 

democracias consolidadas, pero es imprescindible contar con un organismo, al menos, de 
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promoción y socialización en democracias emergentes donde la credibilidad en las 

instituciones legales tradicionales se encuentra en proceso de construcción63.  

 Es verdad que, de entrada, no existen derechos absolutos, sino relativos. No 

obstante, el uso de conceptos jurídicos indeterminados para el rubro de excepciones al 

DAIP, particularmente en las democracias en desarrollo donde la cultura de la secrecía se 

encuentra arraigada, constituye una salida legal para clasificar información como reservada, 

bajo una perspectiva voluntarista de la autoridad encargada de clasificar tal información64.  

Finalmente, para Dahl (1999: 246), como lo habíamos adelantado, los componentes 

requeridos en una democracia son: 1. Fuentes alternativas de información; 2. Cargos 

públicos electos; 3. Elecciones libres, imparciales y frecuentes; 4. Libertad de expresión; 5. 

Autonomía de las asociaciones y  6. Ciudadanía inclusiva65. 

Pero si los orígenes de la libertad de expresión se remontan al siglo XVIII66, la 

libertad de información y el posterior derecho que la garantizaría, el DAIP, son 

relativamente recientes, como se verá en el apartado precedente. 

 

                                                        
63 La autoridad reguladora independiente ofrece las siguientes ventajas, a saber: A. La existencia de una autoridad reguladora 
independiente permite fomentar la imparcialidad en el desempeño de sus funciones y eliminar el conflicto de intereses que existe cuando 
la Ley establece un órgano dependiente directamente de uno de los poderes sujetos al ámbito de aplicación de la Ley en cuestión, 
particularmente cuando se trata de determinar si una información pública determinada actualiza o no alguna de las hipótesis normativas 
de la excepción al DAIP; B. Desde la perspectiva de los gobernados, la autoridad reguladora independiente representa una instancia 
gratuita, expedita y eficaz para dirimir conflictos en materia de acceso a la información si se le compara con la alternativa única de la 
autoridad jurisdiccional, la cual —particularmente en las democracias emergentes es lenta, costosa y en muchas ocasiones ineficaz en 
perjuicio de la sociedad toda; C. Sólo una autoridad reguladora independiente puede ofrecer un programa intensivo de educación y 
capacitación para los gobernados con el fin de que haya el mejor aprovechamiento posible del derecho de acceso a la información 
pública, habida cuenta que la sola expedición de la Ley en la materia no garantiza que tenga en los hechos un efecto igualador o 
democrático; y D. La autoridad reguladora independiente se encuentra en condiciones de evaluar año con año las fortalezas y debilidades 
de la LFTAIPG, teniendo la posibilidad de conducir foros o estudios conducentes a reformas legales que mejoren, en el interés público, 
aquellos aspectos que no estén suficientemente claros o requieran ajustarse a los estándares democráticos internacionales actuales en la 
materia. 
64 Como certeramente señala Derrida (1998: 157) “Lo secreto es lo irreductible al terreno de lo público -a pesar de que no lo llamo 
privado- e irreductible a la publicidad y a la politización, pero al mismo tiempo, este secreto está en la base de lo que del terreno de lo 
público y del dominio de la política puede permanecer y permanece abierto”. 
65 En el rubro 1 se destacan las fuentes alternativas de información; en la medida en que se cuente no sólo con acceso a la información per 
se sino acompañada de instrumentos que permitan hacer operativo este derecho, se podrán complementar como un todo necesario los 
elementos mínimos para la configuración de la democracia. 
66 La libertad de expresión encuentra tutela legal por vez primera en el artículo 10 de la Declaración francesa de los Derechos del Hombre 
y del Ciudadano, que decía: “Nadie debe ser molestado por sus opiniones, aun religiosas, con tal que su manifestación no trastorne el 
orden público establecido por la ley”, 
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III.8 El DAIP en México. 

 

México es hoy un país democrático pero con una enorme necesidad de cambios y mejoras; 

por convicción y necesidad, sus ciudadanos aspiran a construir una convivencia colectiva 

cada vez más incluyente, más abierta y que brinde las garantías propias de una vida en 

libertad y con justicia. Por eso, la democracia mexicana no puede contentarse con lo 

adquirido, sino que debe ir en busca de nuevos instrumentos que le den sustento, calidad y 

viabilidad en el largo plazo, a la vez que se sigue edificando a través de la expansión de los 

derechos fundamentales que nos ha heredado la tradición histórica, nacional e 

internacional, del constitucionalismo democrático: los derechos políticos, los derechos 

civiles, los derechos sociales y los derechos de libertad. En esta tesitura, nuestros derechos 

deben seguir replanteándose sobre los fundamentos que se encuentran en los valores de la 

igualdad, la democracia, la paz y la tutela del más débil67. 

El DAIP se inscribe plenamente en esa agenda democrática de México, y se inscribe 

como un derecho fundamental, al menos por dos razones: porque protege un bien jurídico 

valioso en sí mismo (que los ciudadanos puedan saber y acceder a información relevante 

para sus vidas) y porque sobre él se erige la viabilidad de un sistema democrático, porque 

cumple una función vital para la república, que los ciudadanos conozcan el quehacer, las 

decisiones y los recursos que erogan sus autoridades elegidas mediante el voto (Carbonell, 

2006). 

Puede decirse incluso que una de las piedras angulares de las democracias 

contemporáneas son las libertades de expresión y de información. En efecto, hoy se 

                                                        
67 Véase Luigi Ferrajoli (2006: 46). 
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reconoce ampliamente que la información es una condición necesaria para la realización del 

estado democrático68.  

En una primera fase del constitucionalismo liberal, a decir de Martí Capitanachi 

(2003: 17), estas libertades fueron entendidas de manera conjunta, en forma de derechos 

subjetivos públicos frente al Estado, entendidos bajo la consigna de libertad de expresión y 

libertad de prensa, como lo hace la Constitución Norteamericana en la 1ª enmienda en 

1791, contenida en ella, y a la manera de las constituciones clásicas, se da por supuesto 

entonces que ambos derechos quedan comprendidos juntos: libertad de expresión y libertad 

de información. 

 La tendencia internacional del reconocimiento a los derechos humanos, incluido el 

acceso a la información, llega a nuestro país con la adopción de varios instrumentos 

internacionales importantes en cuanto al reconocimiento de los derechos humanos, aunque 

en el mundo solo 37 países recogen dentro de sus constituciones el DAIP (Villanueva, 

2002: 24). 

 Por cuanto hace al debate nacional acerca de la libertad de información en México a 

partir de la CPEUM de 1917, la doctrina69 reconoce diversas etapas de construcción 

legislativa, la primera comprende de 1917 al movimiento de 1968; la segunda abarca de 

1968 hasta la llamada reforma política y democrática efectuada por José López Portillo, que 

conduce a la adición del artículo 6º de la CPEUM en 1977; la tercera concluye propiamente 

en el momento de publicación de la LFTAIPG en Junio de 2002; la cuarta está representada 

por el efecto que produjo la LFTAIPG en las entidades federativas y la consecuente 

                                                        
68 De este modo, los antecedentes remotos del DAIP, como lo habíamos adelantado en el primer apartado del presente capítulo, los 
podemos encontrar a nivel internacional en la DIEU de 1776 y en la DFDHC de 1789, donde las libertades de expresión y de información 
se manifestaron como el derecho al libre pensamiento y a la libertad de expresión. 
69 Según López Ayllón (1984: 73-74) en México el derecho a la información se planteó por vez primera en 1975, dentro del Plan Básico 
de Gobierno para 1976-1982, el cual mencionaba que “el derecho a la información constituye una nueva dimensión de la democracia; es 
la fórmula eficaz para respetar el pluralismo ideológico, esto es, la diversidad y riqueza en la expresión de ideas, opiniones y 
convicciones”; aunque creemos que esta periodización propuesta por Rafaela López (2007: 403-404) es más comprehensiva. 
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creación de las leyes locales con sus correspondientes organismos especializados; y la 

quinta inicia con la reforma al artículo 6 de la CPEUM aprobada en Julio de 2007. 

 López Ayllón realiza un estudio interesante acerca del contenido del DAIP (1997: 

12) y considera que el mismo adquiere mayor relevancia en nuestro país a raíz de la 

reforma política de 1977, cuando “junto con otros artículos de la Constitución y en el marco 

de la denominada Reforma Política, se modificó el artículo 6 para añadirle las siguientes 

diez palabras: el derecho a la información será garantizado por el Estado”70. 

 Con motivo de dicha reforma política el derecho a la información se incorporó 

ambiguamente a la CPEUM, lo que patentizó la necesidad de una ley reglamentaria que 

determinara los sujetos, objetos y materia del nuevo derecho71. 

 Al hablar del derecho a la información, debemos aludir también, al derecho de 

petición consagrado en el artículo 8º de la CPEUM, pues ambos son correlativos y bien 

puede decirse que se encuentran tan íntimamente ligados que van de la mano72.  

 Desde antes de la creación de LFTAIPG, se consideró que “la democracia debe 

incluir un sistema de rendición de cuentas a efecto de que la sociedad civil tenga la 

posibilidad real de fiscalizar los actos del gobierno, a través del derecho a la información 

[…] al obligar la entrega oportuna de información útil y veraz, se establece un antídoto 

contra los desvíos del poder”, estimándose que “no debe hacerse pública la información 

relacionada con el proceso deliberativo y consultivo previo a la toma de una decisión y, la 

                                                        
70 Coincidimos con Fidela Navarro Rodríguez (2004: 17) al afirmar que ha sido la alternancia política que vivió nuestro país en el año 
2000, la que permitió un escenario propicio para el cambio de actitudes, panoramas, de nuevos intentos y primeros resultados en materia 
de acceso a la información, lo que trajo consigo que el 11 de junio de 2002, el Presidente de la República Lic. Vicente Fox Quesada, 
firmara el decreto de promulgación de la LFTAIPG, una Ley cuyo desarrollo y negociación han tenido características particulares en la 
historia de México, y cuya aprobación y puesta en práctica constituyen uno de los pasos más firmes y necesarios hacia la consolidación 
democrática. 
71 Si bien es cierto que el derecho a la información no surge con motivo de la LFTAIPG, también lo es que no existía hasta antes de ésta 
un ordenamiento y mucho menos un Instituto que se encargara de velar el cumplimiento de esa garantía individual. 
72 La propia CPEUM señala que a toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene 
obligación de hacerlo conocer en breve término al peticionario, ya sea concediendo o negando la información solicitada. Pero cuando en 
las peticiones se requiera información catalogada como privada, el Estado debe negarla, aun cuando se formulen por escrito, de manera 
pacífica y respetuosa, puesto que de lo contrario se estaría violando la CPEUM, así como las leyes que emanan de ella y que se 
relacionan con la materia.  
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relacionada con los datos personales cuya publicidad pueda ser una invasión a la 

privacidad”73.  

 En suma, parte de la reforma del Estado y de la inclusión de México a la 

modernidad, ha sido la creación de la LFTAIPG como parte fundamental de una nueva 

cultura de la “transparencia”. Si bien es cierto, esta Ley tiene por objeto garantizar el 

acceso de toda persona a la información en poder del Gobierno Federal, también lo es que 

la misma no puede concederse en forma arbitraria, ni desordenada, pues de hacerse así, se 

estarían contraviniendo disposiciones de orden público74.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                        
73 Tomado del Dictamen de aprobación por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública Gubernamental, el 24 de abril de 2002.  
74 Al igual que todos los ordenamientos legales, la multicitada Ley prevé casos de excepción y en materia de privacidad, estima que bajo 
determinadas circunstancias, pueden proporcionarse datos que estén considerados como íntimos. 
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CAPÍTULO IV. LAS “REGLAS DEL JUEGO” VIGENTES. 

 

En la presente investigación son temas centrales las correspondencias o no entre lo formal y 

lo informal, entre cultura política e institucionalidad. En los presupuestos de trabajo y en las 

posiciones teóricas se reiteró la necesidad de complementar el análisis de “lo formal” con la 

“informalidad instituyente” para comprender el objeto de estudio, o dicho de otro modo, 

entre las “normas” (lo que estipulan las ordenanzas jurídicas) y las “prácticas reales”. Este 

es, además, uno de los problemas de mayor interés en la ciencia política y en la perspectiva 

teórica neo-institucional. 

Con el análisis de las “reglas del juego” del PJESLP, es posible identificar ¿qué está 

obligado a hacer y cuáles son los alcances de dicha reglamentación legal? Esto supone que 

las normas jurídicas inciden o afectan de alguna manera la organización y vida internas del 

PJESLP, aunque no es el único factor ni probablemente el más determinante del cambio o 

permanencia de la institucionalización de la transparencia y el DAIP al interior del PJESLP. 

 Este capítulo se concentra en describir el marco jurídico tanto nacional como 

institucional del PJESLP respecto a la transparencia y el DAIP75. El objetivo consiste en 

sistematizar y analizar la normativa actual que los regula, a partir de la elaboración de una 

matriz y un listado de “indicadores de existencia normativa” (ANEXO 3). 

 Este análisis “formal” inicia con una breve explicación del régimen normativo 

mexicano existente (entendido como derecho o legislación en sentido estricto). Continúa 

con la descripción de la “normativa nacional supra-institucional”76 en los temas 

relacionados con la institucionalización de la transparencia y el DAIP en el PJESLP. La 

                                                        
75 Este mapeo de la “existencia normativa” se construyó mediante la estrategia de análisis documental. 
76 Conjunto de normas derivadas de la CPEUM y otras Leyes que definen las reglas del juego generales, válidas y aplicables para el caso 
de estudio de la presente investigación.   
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CPEUM, la LFTAIPG, la LTAIPSLP y el RPJALTAIP son las unidades de análisis. 

Adicionalmente, se menciona el papel protagónico que, para algunos investigadores, ha 

tenido la SCJN en los últimos años al generar una serie de criterios y disposiciones que a 

modo de “jurisprudencia” ha incidido en la institucionalización de la transparencia y el 

DAIP. Posteriormente se analiza la normativa “interna” del PJESLP77. 

 

IV.1 Las normas jurídicas nacionales o “supra-institucionales”. 

 

El marco jurídico que rige la transparencia y el DAIP en México se establece en la CPEUM 

y la LFTAIPG. La LTAIPSLP y el RPJALTAIP refieren a dichas unidades de análisis en el 

ámbito estatal de gobierno. 

 

IV.1.1 El DAIP como un derecho fundamental reconocido constitucionalmente. 

 

Desde 1977, junto con otros artículos de la CPEUM y en el marco de la denominada 

“reforma política”, se modificó el artículo sexto constitucional para añadirle diez palabras 

que dicen: “el derecho a la información será garantizado por el Estado”. La CPEUM, 

publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 5 de febrero de 1917, fue modificada 

al añadirse a dicho numeral legal una última parte mediante la adición publicada en el 

Diario Oficial de la Federación el día 6 de diciembre de 1977, cuya redacción completa 

quedaría como sigue: 

 

                                                        
77 Según el principio de legalidad en un Estado de Derecho, se supondría que estas reglas u ordenanzas internas han de ser congruentes 
con las normas establecidas por textos jurídicos de carácter nacional. 
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Artículo 6o.- La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición 
judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, los derechos de 
tercero, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho a la 
información será garantizado por el Estado. 

 

Esta adición suscitó en su momento un amplio debate sobre su contenido y alcance 

que con el tiempo ha sido aclarado, de tal manera que ahora entendemos con mucha mayor 

claridad cual es el alcance de esa reforma, misma que hoy consideramos necesario 

perfeccionar. En este proceso de interpretación sobre el alcance de la naturaleza jurídica de 

la adición al artículo 6° constitucional, ha sido crucial la evolución jurisprudencial que 

sobre esta materia ha hecho la SCJN. En efecto, nuestro más alto tribunal, en una decisión 

rendida con motivo de la investigación en relación con la matanza de Aguas Blancas en el 

Estado de Guerrero, estableció que: 

 
“Tal derecho [el de la información] es, por tanto, básico para el mejoramiento de 
una conciencia ciudadana que contribuya a que ésta sea más enterada, lo cual es 
esencial para el progreso de nuestra sociedad. Si las autoridades públicas […] 
asumen ante ésta actitudes que permitan atribuirles conductas falta de ética, al 
entregar a la comunidad una información manipulada, incompleta, condicionada a 
intereses de grupos o personas, que le vede la posibilidad de conocer la verdad para 
poder participar libremente en la formación de la voluntad general, incurre en una 
violación grave a las garantías individuales en términos del artículo 97 
constitucional, segundo párrafo, pues su proceder conlleva a considerar que existe 
en ellas la propensión de incorporar a nuestra vida política, lo que podríamos llamar 
la cultura del engaño, de la maquinación y de la ocultación, en lugar de enfrentar la 
verdad y tomar acciones rápidas y eficaces para llegar a ésta y hacerla del 
conocimiento de los gobernados” (SCJN, 1996). 

 

En esta decisión, la SCJN consideró que el derecho a la información constituía una 

garantía individual, pues sin ese supuesto, difícilmente podría haber considerado que los 

hechos en cuestión constituían una violación a las garantías individuales al ejercer la 

facultad derivada del segundo párrafo del artículo 97 de la Constitución. En diferentes 
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decisiones, esta interpretación se ha confirmado plenamente78, llegando incluso al 

reconocimiento por parte de la SCJN de que su interpretación original, que lo limitaba a 

una garantía por los partidos políticos, era incorrecta y que se trataba claramente de una 

garantía individual. Así se desprende de la tesis titulada “Derecho a la información. La 

Suprema Corte interpretó originalmente el artículo 6º constitucional como garantía de 

partidos políticos, ampliando posteriormente ese concepto a garantía individual y a 

obligación del Estado a informar verazmente” (SCJN, 2000a). Como toda garantía, este 

derecho encuentra algunos límites, tales como “los intereses nacionales y los de la 

sociedad, así como por el respeto a los derechos de terceros” (SCJN, 2000b). 

Bajo esta tesitura, el 20 de julio de 2007 se adicionó al artículo sexto constitucional 

un párrafo segundo así como sus subsecuentes siete fracciones actualmente vigentes, 

reforma que más tarde se acompañó de una reforma al párrafo primero del mismo artículo 

constitucional, para quedar finalmente como sigue: 

 
Artículo 6o.- La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición 
judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, los derechos de 
tercero, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica 
será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será 
garantizado por el Estado.  
 
Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados 
y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por 
los siguientes principios y bases: 
 
I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y 

organismo federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada 
temporalmente por razones de interés público en los términos que fijen las 
leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de 
máxima publicidad. 

II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será 
protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes. 

                                                        
78 Para una revisión completa de la evolución de la interpretación de la SCJN en la materia puede consultarse el trabajo del Ministro José 
Ramón Cossío Díaz (2002) y López-Ayllón (2005). 
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III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su 
utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos 
personales o a la rectificación de éstos. 

IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de 
revisión expeditos. Estos procedimientos se sustanciarán ante órganos u 
organismos especializados e imparciales, y con autonomía operativa, de 
gestión y de decisión. 

V. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos 
administrativos actualizados y publicarán a través de los medios electrónicos 
disponibles, la información completa y actualizada sobre sus indicadores de 
gestión y el ejercicio de los recursos públicos. 

VI. Las leyes determinarán la manera en que los sujetos obligados deberán hacer 
pública la información relativa a los recursos públicos que entreguen a 
personas físicas o morales. 

VII. La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la información 
pública será sancionada en los términos que dispongan las leyes. 

 
 

IV.1.2 La LFTAIPG. 

 

La promulgación y entrada en vigor de la LFTAIPG es una de las adquisiciones 

democráticas más importantes de México en los años recientes. Su vigencia ha contribuido 

a la apertura del Estado, al conocimiento público de los asuntos importantes para la nación, 

ha puesto en manos de los ciudadanos una gran cantidad y variedad de datos, cifras y 

documentos para la toma de sus propias decisiones y ha ayudado a remover inercias 

gubernamentales indeseables como el secretismo, el patrimonialismo, la corrupción y la 

discrecionalidad. 

Esa ley se ha constituido en una poderosa palanca para la democratización del 

estado, y su ejemplo ha impactado en otras áreas, instituciones y niveles de gobierno en 

todo el país, difundiendo una nueva cultura acerca de “lo público” entre los ciudadanos y 

los funcionarios y, como nunca antes, las instituciones difunden, publican y hacen accesible 

una gran cantidad de información relevante sobre sus actividades. A partir de la LFTAIPG 
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y de las leyes equivalentes aprobadas por el resto de los Estados de la República, se han 

establecido condiciones que mejoran, aunque con deficiencias aún importantes, el derecho 

de los mexicanos de acceder a documentos que testimonian la acción gubernamental y el 

uso de los recursos públicos. 

La actual LFTAIPG es el resultado de una construcción plural y de una acción 

legislativa concertada. El compromiso con la transparencia y el acceso a la información ha 

alcanzado y reforzado un amplio consenso en el ámbito político, social y académico de la 

Nación. De hecho, pocos temas de debate interno en el país han permitido tal confluencia 

de fuerzas políticas y prácticamente la unanimidad en el Congreso de la Unión79. 

 

IV.2 El marco normativo estatal institucional. 

 

Por otra parte, la LFTAIPG abrió el camino para que cada entidad federativa fuera 

incorporándose paulatinamente en la era de la transparencia y el acceso a la información. 

En el México democrático y pluralista de hoy, pocos temas han visto un desarrollo legal y 

cultural tan rápido y tan amplio como el de la transparencia. Desde el año 2002, el país ha 

cursado una larga ruta de construcción jurídica e institucional en todos los Estados de la 

Federación. 

Sin embargo, el desarrollo de la transparencia y el DAIP no ha estado exento de 

problemas, resistencias y deformaciones. Quizás, la dificultad más importante es la 

heterogeneidad con la que se ha legislado y con la que se ejerce hoy mismo en la entidades 

                                                        
79 Para un estudio comparativo del proceso de votación respecto a la LFTAIPG, se recomienda revisar la información sobre la reforma al 
artículo sexto constitucional publicada por el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos [IFAI] en su página de 
Internet: http://www.ifai.org.mx/Eventos/articulo6. 
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y en las instituciones de la República, una diversidad perjudicial para la práctica de un 

derecho que es fundamental. 

Diversos estudios realizados por especialistas80 demuestran la existencia de 

muchísimos puntos de “falla”, donde las leyes de transparencia no cumplen con sus 

objetivos, se quiebran y se vuelven débiles; una heterogeneidad indeseable se ha instalado 

en casi toda la República a falta, por así decirlo, de una “guía constitucional” para la 

construcción del derecho.  

Hasta cierto punto, el hecho era previsible, pues se trata de la primera construcción 

institucional que ocurre en un ambiente de amplia libertad para los Congresos estatales en 

donde cada uno de ellos, en ejercicio pleno de sus atribuciones constitucionales, ha 

determinado el contenido de su legislación en la materia. Es decir, la construcción del 

andamiaje legal se ha dado por iniciativa de los gobiernos, los legisladores, la política local 

y de las prioridades institucionales propias, sin que medie ninguna intervención ni 

injerencia de un “centro” regulador o de la Federación. 

La rutina democrática que posibilita pedir información a los gobiernos sin 

limitaciones, luego de 33 leyes de transparencia en la Federación y los Estados, ha 

adquirido las más variadas tonalidades, pues los procedimientos y los arreglos 

institucionales, los límites, la apertura, la tecnología disponible y los documentos accesibles 

son muy distintos. 

 

IV.2.1 La LTAIPSLP. 

 

                                                        
80 Principalmente Villanueva, Gómez y Pacheco (2005), Guerrero y Ramírez (2006) Merino (2006), Cepeda y Noriega (2004) y López-
Ayllón, Arellano y Merino (2007). 
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Para el caso particular del Estado de SLP, en el año de 2003 la Quincuagésima sexta 

legislatura constitucional del Estado consideró81 impulsar un cambio en las formas y modos 

de relación entre los poderes públicos y los ciudadanos, basado en la transparencia de las 

decisiones, mecanismos y métodos de operación de las autoridades.  

Para dicha legislatura existía la necesidad de crear un compromiso legal que marque 

para el estado un camino hacia la transparencia y la apertura total: la información debía 

abrirse para todos; hacerse accesible y compartirse con los ciudadanos, tomando como base 

el argumento central que señala que la libertad de información es un principio y valor 

constitucional fundamental, por lo que los funcionarios públicos tienen la obligación no 

sólo de ajustar su desempeño a lo dispuesto por las leyes, sino también de transparentar sus 

actos y rendir cuentas a los ciudadanos. 

Consciente entonces el Estado del derecho con el que cuentan los potosinos y todos 

los mexicanos a obtener información sobre asuntos ventilados en su Gobierno, al expedir 

esta LTAAIPSLP, se pretendió incentivar que la administración pública pudiera ser más 

eficiente bajo la supervisión de la ciudadanía, y establecer un instrumento que permitiera 

combatir la corrupción a través de la transparencia y la información. 

De esta forma dicha LTAAIPSLP instituyó en un principio que toda la información 

en poder de la autoridad era pública, sin necesidad de acreditar interés jurídico o 

legitimidad, y que esa información se proporcionaría de una manera pronta y expedita a los 

ciudadanos, cuidando salvaguardar y manejar como información reservada toda aquella que 

versara sobre la vida privada de los servidores públicos, y asimismo, la que de darse a 

conocer afectaría el desempeño de las funciones de las autoridades; instaurando que los 

                                                        
81 Las reflexiones que aquí se exponen fueron tomadas del proceso legislativo para la creación de la LTAAIPSLP llevado a cabo en dicho 
año. 
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sujetos obligados a proporcionar la información pública serían los Poderes del Estado, los 

ayuntamientos, la administración pública descentralizada o paramunicipal, los organismos 

autónomos, así como cualquier persona física o moral que manejaren recursos públicos. 

Desde el momento de la publicación de la LTAAIPSLP, para garantizar el 

cumplimiento de la entrega oportuna y fidedigna de la información solicitada, se creó un 

organismo público, con autonomía patrimonial, de operación y decisión, encargado de 

resolver las controversias que se suscitaren entre los ciudadanos y los sujetos obligados a 

proporcionar información, estatuyéndose que las responsabilidades en que incurrieren los 

servidores públicos al desacato de esta Ley, serían sancionados de acuerdo a lo previsto en 

la LRSPEMSLP. 

 Así, se vino a considerar que la información es una forma de compartir el poder; 

garantizar e instrumentar el derecho a la información aumentaría la libertad del individuo, 

pues tomará decisiones sobre bases más informadas, contribuirá a evaluar con más 

precisión las tareas de las autoridades, y se estimulará el respeto por la ley. Y a su vez que 

un Estado eficiente y transparente, daría una mayor certidumbre a las personas interesadas 

en invertir sus recursos y talentos para emprender actividades productivas. 

 Sin embargo, si bien para el año de 200782en la entidad existía la Ley comentada en 

la materia, en la que el derecho a la información se volvía una realidad jurídica, merced a 

diversos dispositivos que facilitaban y garantizaban el acceso a ella por parte de las 

personas, la CPESLP no lo contemplaba en forma expresa y, por ende, no preveía las bases 

mínimas que la legislación secundaria debería incluir en su regulación, restándole la 

                                                        
82 Recordar que en dicho año se adicionó al artículo sexto constitucional un párrafo segundo así como sus subsecuentes siete fracciones 
actualmente vigentes, sobre la materia de transparencia y acceso a la información. 
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necesaria certidumbre que a las instituciones fundamentales otorga su inclusión en la 

CPESLP83. 

 Fue a partir de entonces que en la CPESLP se consagró no sólo el derecho a la 

información, sino el acceso a la misma para todas las personas en el Estado en aras de 

fortalecer el derecho a la libre expresión y a la libre asociación de los potosinos. 

 Sin embargo también se consideró que el DAIP no podía ser ejercido en forma 

ilimitada y omnímoda, sino que necesariamente debía detenerse ante los límites que 

imponen la seguridad pública y el derecho a la privacidad de los particulares, los que a 

partir del decreto de reforma al primer párrafo del artículo 127 constitucional y la adición 

de un Capitulo Primero Bis al Título Tercero, y el artículo 17 bis de la CPESLP, se 

constituyen como verdaderas excepciones que la ley secundaria deberá desarrollar en forma 

razonable y efectiva. 

 Con el fin de evitar que los derechos sustantivos fundamentales que fueron 

expresados se convirtieren en simples enunciados, con dicho Decreto se estatuyó un 

organismo autónomo encargado de garantizar el cumplimiento de esos derechos, 

aduciéndose que la instancia u órgano de revisión debía cumplir ciertas normas y disponer 

de ciertas facultades, garantizarse su independencia oficialmente, y prever su desahogo a 

través de un procedimiento específico; estar integrado por personas que cumplan estándares 

estrictos de profesionalismo, independencia y competencia; y que el procedimiento deba ser 

rápido y de bajo costo para garantizar que todos los interesados tengan acceso. Además de 

ello se argumentó que dicha instancia u órgano administrativo independiente, debía tener 

plenos poderes para investigar toda irregularidad cometida por los sujetos obligados a 

                                                        
83 Las reflexiones que aquí se exponen fueron tomadas del proceso legislativo para la creación de la LTAIPSLP llevado a cabo en dicho 
año 



81 

proporcionar la información y, en su caso, turnar el asunto a las autoridades competentes 

cuando hubiera evidencias de obstrucción delictiva o destrucción voluntaria de registros. 

 Finalmente, en el mismo decreto de reforma que se comenta, se aprobó, para formar 

parte de un solo cuerpo normativo, las iniciativas de LTAAIPSL, de LPDPESLP, de 

LAAEMSLP y de LAESLP; para quedar todas ellas amalgamadas en una sola norma 

jurídica, a saber, la LTAIPSLP. 

 En cuanto interesa a los objetivos de la investigación que se presenta, la LTAIPSLP 

dispuso una serie de obligaciones formales mediante la inclusión de mandatos legales de 

cuyo cumplimiento depende, solo en cierta medida, la institucionalización de la 

transparencia y el DAIP al interior del PJESLP. De esta forma, el análisis de dichas “reglas 

del juego” (ANEXO 1 y 3) ya muestra algunos indicios del “estado” del PJESLP en su 

organización interna respecto al nivel de análisis de la transparencia y el DAIP propuesto: 

su institucionalización. 

Por lo anterior, con base en las entrevistas semi-estructuradas llevadas a cabo, en el 

capítulo sucesivo se valora el cumplimiento de esa normativa; además se identifican y 

valoran prácticas o ejercicios no formalizados de institucionalización de la transparencia y 

el DAIP en el PJESLP, teniendo como objetivo mostrar aspectos significativos de la “vida” 

interna institucional en lo que esta investigación asume como cultura política 

interinstitucional. 

Para finalizar el presente capítulo donde hemos revisado la normatividad vigente 

relativa a la transparencia y el DAIP aplicable al caso de estudio, cabe una precisión más. 

Si bien es cierto que las modificaciones a los diversos corpus legales examinados —desde 

las reformas al artículo sexto constitucional hasta la ley estatal en la materia— no se han 

sucedido en el vacío ni han estado exentas de intereses y particularidades que debieran ser 
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tratadas con mayor interés y explicadas con mayor profundidad, poniendo cuidado en sus 

especificidades, resulta irrelevante para los efectos de la presente investigación incluir la 

discusión y el contexto que han permeado en la construcción del marco normativo-jurídico 

vigente, puesto que no se consideran como variables explicativas las características propias 

de dichos procesos, sino que su somero estudio que precede ha sido llevado a cabo con el 

objeto de “desvelar” las reglas del juego que permitan el análisis de las obligaciones 

formales impuestas por la normatividad vigente tendientes a garantizar la transparencia y el 

DAIP correlacionándolas con las prácticas reales en su dimensión de institucionalización al 

interno del objeto de estudio, como fue señalado en los presupuestos de la investigación. 
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CAPÍTULO V. CULTURA POLÍTICA INTERINSTITUCIONAL, TRANSPARENCIA Y 

ACCESO A LA INFORMACIÓN EN EL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE SAN 

LUIS POTOSÍ: LA INSTITUCIONALIZACIÓN DEL DESACUERDO. 

 

En el presente capítulo se analiza con detalle la variable “cultura política interinstitucional”, 

delimitada o circunscrita al interno del PJESLP. Se continúa y profundiza la indagatoria 

empírica iniciada con el análisis de la normativa jurídica. Este “trabajo de campo”, 

sustentado en la aplicación de una entrevista semi-estructurada con respuestas abiertas84 

tiene como objetivo general poner a prueba —verificar o falsear— los enunciados 

hipotéticos. Las percepciones, valoraciones y descripciones suministradas por los altos 

funcionarios públicos (jueces y magistrados) que integran el PJESLP también brindan 

información relevante para contrastar algunas de las posiciones teóricas y presupuestos de 

la investigación.  

En este capítulo se analizan asimismo los principales hallazgos referentes a la 

evaluación de los altos funcionarios públicos (jueces y magistrados) con respecto al papel 

que ha tenido el PJESLP para con la institucionalización de la transparencia y el DAIP. Al 

respecto es de particular interés indagar si, a juicio de los altos funcionarios públicos, el 

PJESLP ha funcionado de manera transparente y garantizado efectivamente el DAIP.  

Con el propósito de complementar el análisis de la normativa jurídica actual que 

rige al PJESLP en la materia, serán expuestas de igual forma las valoraciones de los altos 

funcionarios públicos a esas “reglas del juego”. Se pretende saber qué tanto influyen estas 

normas en las vida interna del PJESLP, cuán importante es este marco formal para la 

institucionalidad de la transparencia y el DAIP, y si se considera que hay una “práctica 

                                                        
84 Cf. ANEXO 2. 
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real”-informal institucional alejada o independiente de las disposiciones jurídicas 

nacionales y estatales.  

La última sección describe las nociones de institucionalización interinstitucional que 

tienen los diferentes tipos de altos funcionarios públicos (jueces y magistrados) 

consultados.  

 

V.1 El impacto de las “reglas del juego” en la vida interna del PJESLP. 

 

Aunque no es un objetivo explícito analizar el grado preciso de incidencia o impacto de la 

normativa jurídica en la institucionalización de la transparencia y el DAIP al interior del 

PJESLP, la pertinencia metodológica de incluir dicho nivel de análisis resulta innegable,  

de ahí que se definió en términos metodológicos, como “variable” a la vez que se consideró 

la centralidad que tiene el análisis normativo85 en la perspectiva teórica del nuevo 

institucionalismo. 

Estas nociones primarias nos llegan a remitir a formulaciones inquisitivas de 

alcances evidentemente teóricos, pero también filosóficos y metodológicos de largo 

alcance, a saber: ¿qué tanto se respeta la “formalidad”?, ¿qué tan importantes son las 

normas jurídicas y disposiciones jurisdiccionales que rigen las instituciones políticas? y, en 

general, ¿cuál es la percepción ciudadana entre leyes y prácticas o efectividad de las 

normas? Cuestionamientos estos que no suelen ser variables recurrentes en estudios sobre 

cultura política de la transparencia y el DAIP en México, y prácticamente inexistentes en el 

Estado de SLP, lo cual constituye una motivación adicional para esta investigación, la 

                                                        
85 Que no es solamente jurídico o formal. 
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búsqueda de información relevante para el caso de institucionalización de la transparencia y 

el DAIP en el PJESLP. 

En suma, se considera que se tomó una decisión metodológica y teóricamente 

pertinente, conveniente y sobre todo relevante para esta investigación, esto como producto 

del la aplicación de las entrevistas, de la sistematización y el análisis de los resultados 

obtenidos. 

 

V.1.1 Las referencias generales al marco jurídico. 

 

Al interno del PJESLP no se percibe que la actividad “informal” (prácticas, decisiones, 

posiciones y actitudes rutinarias no estipuladas en textos jurídicos) estén disociadas del 

marco legal nacional o estatal que lo regula86: 

 
“No creo que exista una separación de lo estipulado legalmente por las normas 
jurídicas de aquello que denominas “informalidad”; al contrario, en tanto integrantes 
de un órgano jurisdiccional impera el respeto al Estado de Derecho vigente, por lo 
que no hay otro camino que guíe nuestro actuar que aquel que estipulen las leyes 
vigentes” (Magistrado). 

 

Los altos funcionarios públicos entrevistados resaltan constantemente como, en la 

actualidad, las normas jurídicas nacionales y las disposiciones jurídicas reglamentarias son 

criterios determinantes de toda la actuación de las instituciones judiciales. En relación con 

                                                        
86 Para efectos de una fluidez en la redacción del presente capítulo, de ahora en adelante en el contenido del mismo aquellos párrafos que 
se encuentren entrecomillados corresponderán a la transcripción del contenido de las entrevistas realizadas en el trabajo de campo a los 
altos funcionarios públicos judiciales que integran el PJESLP, indicándose tan solo al final de cada párrafo entre paréntesis si se 
corresponde a lo declarado por un juez o un magistrado, según se corresponda. 
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la anterior, no sorprende que el 100% de los entrevistados consideren que las normas 

jurídicas sí inciden de algún modo en la actividad judicial87.  

Sin embargo las valoraciones generales respecto a la incidencia de las normas 

jurídicas en la institucionalización de la transparencia y el DAIP en el PJESLP son 

mayoritariamente negativas, es decir, se considera que las disposiciones jurídicas perturban 

de algún modo o perjudican a la institucionalización de la transparencia y el DAIP en el 

PJESLP en la actualidad, producto también de un asunto delicado para el llamado Estado 

de derecho: la desconfianza hacia las normas jurídicas por parte de la sociedad: 

 
“Existe cada día más una profunda desconfianza por parte del ciudadano de a pié en 
la legitimidad de las normas, puesto que parece ser que la gente piensa que las 
normas están hechas para ser violentadas por los que tenemos la obligación de 
hacerlas cumplir; entonces se convierten en una herramienta de poder en sí mismas, 
de quienes las conocen, de quienes las manejan, de los jurisconsultos vamos. Así al 
momento de producir una norma jurídica las más de las veces no son trasladadas a 
lenguaje sencillo sino que el objetivo parece ser que es hacerlas en lenguaje 
rebuscado, de tal suerte que lo complicado es que no se entienda, lo cual tiende a 
aumentar la desconfianza generalizada que tienen los ciudadanos de las estructuras 
que establecen la normas legales” (Juez)88. 

 

Por otra parte, un tema de especial reflexión es el de la regulación interna. Este 

concepto o categoría se entiende como el respeto a la facultad con que cuentan los poderes 

judiciales en cada entidad del país para expedir los criterios que reglamentarán la forma en 

que se organizan y conforman sus estructuras y procesos internos, principalmente; esto con 

apego a principios y disposiciones generales de las normas nacionales e internacionales a 

que se hicieron referencia en el Capítulo III, pero de manera relativamente autónoma, 

                                                        
87 Con base en las respuestas a la pregunta: “Más allá de los ajustes a las leyes y reglamentos estatales, ¿cómo han impactado o incidido 
las normas jurídicas nacionales (Constitución, pronunciamientos de la SCJN) a las “prácticas” reales internas del PJESLP en materia de 
transparencia y el DAIP?”. 
88 De hecho la crítica es constante hacia esas reglas del juego y se menciona recurrentemente la necesidad de aprobar reformas, incluso 
integrales, a la normativa interna y supra-institucional a efecto de adecuarlas a la “realidad” jurídica imperante en la entidad. 
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soberana y particular a cada organización política. Al respecto, un alto funcionario 

considera que: 

 
“Evidentemente nosotros emitimos nuestras circulares, acuerdos, criterio y en 
general disposiciones legales de carácter administrativo tendientes a organizar la 
estructura interna del Poder Judicial en aras de estructurarnos de tal manera que 
podamos hacer frente a las diversas disposiciones jurídicas emanadas de la reforma 
al artículo sexto constitucional en materia de la transparencia; sin embargo es un 
proceso complicado si tienes en cuenta que nuestra función es la de impartir justicia, 
pues como órganos jurisdiccionales es nuestra principal función” (Juez). 

 

V.2 La institucionalización de la transparencia y el DAIP al interno del PJESLP: noción, 

importancia, evaluación. 

 

En la entrevista aplicada a los altos funcionarios públicos no se consultó por la noción o 

definición específica de institucionalización, esto es, no se preguntó “¿qué considera usted 

—o qué entiende usted— que significa la institucionalización de la transparencia y el 

DAIP?” 

A pesar de lo anterior, los resultados revelan que los altos funcionarios 

conceptualizan o tienen una noción de “institucionalización de la transparencia y el DAIP” 

claramente asociada aquello que nosotros hemos considerado como distintivo de ese 

concepto, a saber, la estructuración de un sistema de valores o conductas al interno del 

PJESLP —además de las normas jurídicas vigentes— tendientes a garantizar la 

transparencia y el efectivo derecho de acceso a la información en poder del Estado por 

parte de la sociedad.  
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Estas características han sido consideradas en esta investigación mediante la 

definición teórica89 y principalmente, en el marco metodológico como sub-variables. 

A continuación, en primer término se presentan los principales hallazgos, ordenados 

según las sub-variables para la operacionalización de la institucionalización de la 

transparencia y el DAIP al interno del PJESLP. 

En segundo término se describen las principales percepciones y valoraciones de los 

altos funcionarios públicos consultados con respecto a la institucionalización de la 

transparencia y el DAIP en el PJESLP. Se expondrán asimismo las nociones de 

institucionalización y transparencia que manifiestan los altos funcionarios públicos, la 

importancia que para ellos tienen estos “temas” en la actualidad y su opinión de la prioridad 

que les otorga el PJESLP en general, complementándose el análisis con valoraciones que 

facilitan comprender aspectos tales como: ¿Cuánto se ha avanzado al interno del PJESLP 

para hacerlo “más” y “mejor” transparente?, ¿se debe hacer más al respecto? 

 

V.2.1 Consideraciones de los altos funcionarios públicos respecto a las sub-variables para 

la operacionalización de la institucionalización de la transparencia y el DAIP al interno del 

PJESLP. 

 

De manera mayoritaria los entrevistados fueron coincidentes en que la publicación de la 

información concerniente al ejercicio de los recursos públicos contenidos en el presupuesto 

del PJESLP fortalecía el impacto social de la institución, respecto a la legitimidad que ello 

traía consigo90. En palabras de los altos funcionarios públicos consultados: 

                                                        
89 Cf. acápite de las definiciones operacionales. 
90 Con base en las respuestas a la pregunta: “Cuál es su opinión sobre la transparencia y el DAIP en la gestión financiera del PJESLP?”. 
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“Por supuesto que aquello que se ejerza debe de estar suficientemente comprobado 
e incluso subido a la página de internet en cuanto se tenga la información que lo 
compruebe. Desde hace mucho la sociedad se encuentra sumamente interesada en 
saber en qué se gasta el dinero que proviene de sus impuestos” (Juez). 
 
“Con relación a lo financiero aquí en el Poder Judicial se lleva un registro puntual 
de los gastos generados anualmente con base en el presupuesto anual. Hay un 
interés general por parte de toda institución pública en controlar exhaustivamente lo 
relacionado con el gasto. En este sentido hacemos un esfuerzo de publicación 
permanente de gastos que tiene el Poder Judicial, y de mejorar nuestra gestión 
financiera como una tarea permanente” (Magistrado). 
 
“En los últimos años se viene dando una importancia creciente al manejo 
económico de los recursos públicos. Se le puso mucho énfasis a este asunto y con 
razón fundada, por lo que en la página web está la información y constantemente se 
está  subiendo. Sobre todo esto nos ayuda mucho a que la sociedad esté informada 
de ello y sepa bien claro en qué se gastas sus impuestos, en particular en nuestra 
función judicial” (Magistrado). 

 

Respecto a la publicación de aquellos documentos normativos que le dan sustento al 

ejercicio de las funciones del propio PJESLP de igual forma se observa una concordancia 

con lo esperado, pues a decir de un alto funcionario: 

 
“Mira, si nosotros mismos no hacemos por publicar los documentos que generamos, 
llámense acuerdos, decretos, e incluso la jurisprudencia que llega a emitir el 
Supremo Tribunal, difícilmente podrá estar accesible al uso de la gente. Sin 
embargo ahí viene el problema que se suscita cuando la divulgación de dicha 
información nos obliga la ley a hacerlo vía internet, y tu dime, ¿cuántas personas 
tienen acceso a ello?” (Juez). 

 

 En este particular fue recurrente de igual forma que los entrevistados apuntaban al 

hecho de que la ley obligaba a la difusión de toda la información que de oficio debía ser 

dada a conocer, solo a través de la página de internet oficial del PJESLP, lo cual traía como 

consecuencia inmediata la problemática respecto a que poca era la población con acceso a 

dicho medio informático, sobre todo al interior del Estado de SLP: 
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“Ahí está una de las principales fallas de la reforma al artículo sexto constitucional. 
Si observamos los artículos transitorios del decreto que reforma la constitución, 
puedes darte cuenta de que dicha reforma obligaba a los Estados, además de expedir 
sus respectivas leyes en la materia, a contar con sistemas electrónicos para hacer uso 
remoto de los mecanismos de acceso a la información y de los procedimientos de 
revisión. Aquí está el verdadero meollo y problema del asunto. Dime tú como le 
haces para que en comunidades lejanas, o incluso municipios que no cuentan con la 
infraestructura se cumpla con esta disposición legal, ya que incluso aquí en la 
capital tuvimos que invertir considerablemente en equipos de cómputo para poder 
echar a andar lo que nos impuso la federación. Prácticamente e imposible hacer que 
la información llegue a la gente, aunque nosotros la subamos al internet, nadie la va 
a consultar, o si no muy pocos, fíjate en el contador de la página y verás que 
considerando el número de habitantes, poquísimos acceden a dicho sistema” 
(Magistrado). 

 

 En este sentido podemos vincular la poca correspondencia de la normatividad 

vigente con las prácticas “informales”, pues como lo apunta otro entrevistado toda la 

información la generaba la unidad de información pública establecida en la capital del 

Estado, lo que traía como consecuencia que aquella que se generaba al interior del mismo 

prácticamente resultaba imposible su difusión. 

Uno de los temas que resultaron controvertidos al análisis de cada una de las 

opiniones emitidas por los entrevistados, fue el relativo a la difusión de las remuneraciones 

de los servidores públicos, ya que algunos consideraban necesaria dicha información en 

tanto que algunos otros mostraban su total desacuerdo. 

 
“Este tema ha sido continuamente discutido al interno del Poder Judicial. En primer 
término, y yo lo he expuesto en continuas reuniones, la gente busca solo denostar tu 
ingreso por considerarlo excesivo e inmerecido. Sin embargo, ahí está la ley que te 
obliga a hacerlo. Lo mismo sucede con tu declaración patrimonial, por ejemplo. 
Nosotros como magistrados tenernos un presupuesto asignado y que va acorde con 
nuestra función. Pero no siempre se entiende así.” (Magistrado). 
 
“Claro que es necesario. Es más, considero que habría incluso que regular los 
máximos y mínimos a disposición de los funcionarios públicos, porque existen 
magistrados que con el pretexto de asistir a un congreso o un evento del tipo, se les 
otorgan viáticos a mi parecer excesivos que no tienen o tendrían nada que ver con su 
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actividad jurisdiccional. Este tipo de información es la que necesita la ciudadanía 
para poder manifestar su acuerdo o rechazo.” (Juez). 

 

Por otra parte, se observó mayoritariamente el desacuerdo por parte de los altos 

funcionarios públicos entrevistados respecto a la obligación de difundir y, sobre todo, tener 

actualizada la información relativa a la agenda de actividades. A decir de uno de ellos: 

 
“Cómo puede ser que la ley nos obligue a tener actualizada la agenda de trabajo de 
los magistrados que tenemos a cargo además de la función jurisdiccional, funciones 
de representación. Incluso hasta las comidas particulares quieren que publiquemos. 
No se de dónde sacaron esto los legisladores. Entiendo que esto fortalece la 
confianza ciudadana, pero de qué te serviría a ti, por ejemplo, saber qué voy a hacer 
mañana o la próxima semana. En lo particular solo cuando media una solicitud 
formal se proporciona dicha información, de lo contrario sería perder el tiempo 
revisar la agenda  de cada uno de nosotros para después publicarla, cuando muchas 
de las veces ni siquiera tenemos actividades fijas programadas.” (Magistrado). 
 

 Resulta evidente hasta aquí que los altos funcionarios se muestran renuentes aún a 

la difusión de las actividades propias de su encargo, toda vez que se observó en las 

declaraciones de los entrevistados que se discriminaba entre las actividades “propias” de la 

función —jurisdiccional, se entiende—, y aquellas que “no tienen que” ver con la misma. 

La gran mayoría de los entrevistaros, sobre todo Magistrados, coincidieron en que su 

agenda de actividades no era una información que se debería de publicar oficiosamente y 

sobre todo actualizarla constantemente, como se desprendió de la declaración anterior de 

uno de ellos. 

 Esta es una evidencia más de que no obstante las “reglas del juego” hayan sido 

precisadas, los “jugadores” prefieran obedecer unas y desatender otras, o respetarlas solo 

cuando les sea requerido, lo que contribuye a la comprobación, aún parcial, de los 

enunciados hipotéticos de trabajo de la presente investigación. 
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 Similar tratamiento tuvieron aquellas consideraciones por parte de los entrevistados 

relativas a la obligación de difundir información sobre prestaciones económicas entregadas 

a los sindicatos. Así, encontramos declaraciones como la siguiente: 

 
“El asunto con los sindicatos tiene una relevancia jurídica. El secreto sindical está 
por encima de los intentos de transparentar el ejercicio de las funciones públicas, 
nos guste o no. Si no son entes obligados por la ley de transparencia, además de que 
por así ha sido considerado por la Corte, por qué habríamos nosotros de publicar 
aquello que el Tribunal les entrega, ya sea en prestaciones o en otro tipo de haberes. 
Aquí hay una antinomia jurídica. Por un lado, como dije, está la inviolabilidad del 
secreto sindical, pero por otra está la obligación por nuestra parte de difundirlo, 
entonces es tanto como decir yo te doy pero no informes en qué te lo gastas. Tanto 
así como que impere la discrecionalidad en el uso de los recursos públicos.” 
(Magistrado). 

 

 Incluso se observaron declaraciones de auto-censura o silencio respecto a dicho 

tema, como se aprecia de las declaraciones siguientes: 

 
“Yo no voy a hablar de ese tema. El asunto con los sindicatos trátalos con ellos, 
nosotros no tenemos nada que ver ahí. Los dirigentes te podrían ayudar con lo que 
me preguntas.” (Juez). 
 
“Mira, todos sabemos que los sindicatos están muy fuertes, y por nuestra parte 
muchas veces nos encontramos imposibilitados para opinar respecto a las 
erogaciones que se les entregan, pues casi siempre eso se negocia con los líderes, lo 
que sobre pasa a las buenas intenciones de la ley de la transparencia por querer 
transparentar precisamente eso, es muy difícil.” (Juez). 

 

 Resultan por demás reveladoras declaraciones como las que anteceden si las 

consideramos conjuntamente con el resultado arrojado por la matriz normativa 

interinstitucional de institucionalización de la transparencia y el DAIP al interno del 

PJESLP91, de donde se concluye que las “reglas del juego oficiales”, es decir las normas 

jurídicas vigentes, han sido superadas e incluso desestimadas por la institución política 

                                                        
91 Cf. ANEXO 3. 
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encargada de su cumplimiento, puesto que es una de las pocas obligaciones en la materia 

que no se cumplen. En este sentido, podemos adelantar que, no obstante la vigencia de las 

normas, las prácticas informales han supeditado su cumplimiento, en detrimento de la 

institucionalización de la transparencia y el DAIP al interno del PJESLP, puesto que dicha 

“práctica real”-informal institucional se encuentra alejada o independiente de las 

disposiciones jurídicas vigentes. 

 

V.2.2 Percepciones y valoraciones de los altos funcionarios públicos con respecto a la 

institucionalización de la transparencia y el DAIP en el PJESLP. 

 

De modo similar a las consultas sobre las temáticas antes descritas, a los altos funcionarios 

públicos consultados se les preguntó ¿ Qué considera usted que es —cómo entiende 

usted— una institución política como el PJESLP “transparente” o con transparencia? 

 Los altos funcionarios definen o conceptualizan la transparencia con atributos o 

características afines a los contenidos temáticos de las sub-variables seleccionadas en esta 

investigación. Estas nociones también coinciden en general con la definición operacional de 

transparencia propuesta en el Capítulo I. 

 No obstante, hay una particularidad para destacar: pareciera que la palabra 

transparencia contiene o sugiere, por sí misma, significados más sencillos e inmediatos de 

definir por los entrevistados, por ejemplo, “claridad”, “apertura”. 

 La noción de transparencia supone atributos “contra” o “frente” algo considerado 

“negativo” o contraproducente; lo oculto, lo falso:  

 
“Me parece que aquella institución transparente es la que, por una parte, tiene 
mecanismos que le permiten a los miembros de la mimsa saber cómo se toman las 
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decisiones por parte de quienes están facultados para ello, y cuáles son las 
valoraciones reales para tomarlas. Desde otro punto de vista, hacia fuera, podría ser 
una institución que permite a la ciudadanía en general un conocimiento, si quieres 
primario, de cómo se actúa y por qué, para que la gente pueda entender la función 
del Poder Judicial y de sus integrantes, qué es lo que hacen los jueces en éste 
rubro.” (Juez). 

 

 Asimismo, en las declaraciones de los altos funcionarios públicos se suele definir 

por oposición. Se expresan contenidos a partir de la falta o ausencia de transparencia: 

 
“Una institución que no es transparente es aquella que trabaja a espaldas de la 
población, en lo oscurito, como comúnmente se dice. Nosotros no nos podemos 
permitir eso, el secretismo, contrario al principio de máxima publicidad que nos 
impone la transparencia.” (Magistrado). 

 

 En relación con lo anterior, la corrupción no es un tema al que los entrevistados se 

refieran tanto como se supondría92 en sus respuestas. Solamente uno de ellos esbozó una 

breve referencia al respecto: 

 
“Mira, tu sabes que siempre va a haber alguien detrás que van a tratar que las cosas 
se hagan en beneficio de ciertas personas, por ahí tenemos el tema de las 
concesiones, adquisiciones, contrataciones, etcétera, que aunque no tengo evidencia 
que te demuestre lo que digo, es claro que hay por ahí influencias internas que 
determinan ello. A mi parecer está mal, pero bueno, va en detrimento siempre de la 
transparencia ¿cierto?” (Juez). 

 

 Otra comprobación relevante es que la transparencia está claramente asociada a 

“rendir” y “pedir” cuentas, fundamentalmente al acto de dar informes por parte de las 

autoridades. En las declaraciones de los entrevistados se menciona con frecuencia que la 

transparencia tiene un fuerte contenido ideal o “aspiracional”, incluso uno de ellos, aun 

                                                        
92 Esto toda vez que lo relativo a la corrupción es un tema de recurrente mención en diversas fuentes de información publicadas en el 
país, desde los reportajes o crónicas periodísticas, pasando por los discursos de los políticos, las reflexiones académicas o teóricas y los 
informes derivados de las encuestas de opinión pública. 



95 

reconociendo el valor de la transparencia como algo positivo, opina con respecto al 

contenido “modal” e ideal de la noción de transparencia: 

 
“Esa palabra “transparente” es una palabra que se ha usado abusivamente, es una 
palabra de moda, deberíamos simplemente acostumbrarnos a la idea de que tenemos 
que informar sobre lo que hacemos y no esperar a que nos obliguen a ello, punto.” 
(Juez). 

 

 Es así que, con base a las apreciaciones de los entrevistados antes descritas, se 

consideran apropiadas y suficientes para esta investigación las sub-variables seleccionadas 

para analizar la variable de la institucionalización de la transparencia y el DAIP93. 

 Por otra parte, respecto al cuestionamiento relativo a qué tanto la relativa estabilidad 

democrática de SLP hasta este momento ha dependido de la existencia de instituciones 

políticas transparentes, la mayor parte de los entrevistados considera que no ha dependido 

de ello: 

 
“Tienes que tener presente el hecho de que la transparencia y el tema de la rendición 
de cuentas es bastante reciente, la reforma constitucional es de ayer. Eso que me 
preguntas pues te diría que hemos trabajado desde siempre aún sin las reformas 
constitucionales bajo esos términos, incluso nosotros ya teníamos nuestra propia ley 
de transparencia antes de la reforma a la constitución y fuimos de los primeros en 
tener una unidad de transparencia, así que hemos trabajado ya desde antes sobre 
esto.” (Juez). 

 

 También se pudo constatar que los altos funcionarios públicos entrevistados 

consideran que formar parte de instituciones transparentes trae más ventajas que 

desventajas, esto toda vez que la transparencia y el DAIP son estimados actualmente como 

valores positivos y criterios “aspiracionales” de la actividad judicial del PJESLP. En 

                                                        
93 Una revelación particular fue que antes del trabajo de campo se esperaba encontrar la asociación por parte de los entrevistados del 
concepto de transparencia y DAIP con la rendición y petición de cuentas en el ámbito financiero casi exclusivamente. Sin embargo, los 
resultados revelan que aunque este es un tema central de la transparencia, no es único en las nociones de los altos funcionarios públicos, 
incluso se podría decir que es un factor periférico. 
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términos generales, se estima que instituciones “abiertas”, que rindan cuentas, contribuyen 

a generar mayores niveles de legitimidad o aceptación en términos de la imagen que 

proyectan “hacia el exterior” (ciudadanía, sociedad). 

 En el mismo sentido la entrevista a los altos funcionarios incluyó el cuestionamiento 

respecto a si a su juicio el PJESLP necesita “más transparencia”. El resultado consolidado 

del análisis de las referencias revela que la mayoría opina que sí es necesario. Además de 

que del análisis de las opiniones vertidas por los entrevistados, cuando se les cuestionó qué 

tan importantes son para ellos la existencia y aplicación de mecanismos que garanticen la 

transparencia y el efectivo acceso a la información pública al interno del PJESLP, se 

deduce la importancia vital de dichos mecanismos94: 

 
“Bueno, no es que para mí sea importante, sino para la sociedad resulta vital la 
existencia de procedimientos claros y puntuales para acceder a la información de su 
interés, así como órganos que garanticen su derecho, como el IFAI o la CEGAIP, 
puesto que los más son los que menos quieren informar.” (Juez). 
 
“Nosotros ahí vamos avanzando en el tema. Puedes constatar que la CEGAIP nos 
acaba de entregar los resultados de la evaluación que hace de los sujetos obligados 
por la ley de transparencia y salimos muy bien calificados. Incluso creo que 
tenemos una unidad de información a la altura del tema.” (Juez). 
 
“En un futuro esperamos cumplir al cien por cien de las obligaciones de 
transparencia, sin embargo vamos haciendo todo lo posible porque en la actualidad 
la gente se informe y encuentre disponible aquella información de su interés. En 
esto es claro el avance de la tecnología y ahí tienes la página del Supremo Tribunal 
para comprobarlo.” (Magistrado). 

 

 En general el universo de altos funcionarios consultado tiene nociones de 

institucionalización de la transparencia y el DAIP análogas a las definiciones operativas y a 

los contenidos o atributos (sub-variables) que para esos temas propone esta investigación. 

                                                        
94 Dichas consideraciones se vinculan además cuando se les preguntó: ¿Cuánto se ha avanzado al interno del PJESLP para hacerlo “más” 
y “mejor transparente?, ¿se debe hacer más al respecto”. 
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 En suma, podemos considerar que del análisis contenido en este capítulo se generó 

un “valor agregado” o resultado positivo adicional: una contribución al estado del 

conocimiento sobre la materia, a saber una breve contribución al avance teórico-conceptual, 

según la definición de Robert Merton (1964: Introducción). 
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CONCLUSIONES. 

 

Los procesos de reforma experimentados en las últimas décadas en el país han afectado, 

evidentemente las instituciones políticas que componen el régimen político. Desde los 

primeros capítulos de la presente investigación se propuso que la evidencia latinoamericana 

reflejaba lo difícil que continúa siendo la construcción institucional democrática y su 

instauración legítima en el imaginario social. La discusión ampliada supuso reconocer que 

como parte de esa dinámica regional y global, en el país se observan también debilidades y 

cuestionamientos a las “reglas del juego” democrático que fueron consideradas efectivas o 

funcionales durante varias décadas. 

 En la construcción del marco conceptual y la definición de la perspectiva teórica se 

destacaron hallazgos como el supuesto de que el análisis y la práctica política del régimen y 

sus instituciones políticas —en el particular el PJESLP— operan vacíos de contenido sin un 

referente valórico que trascienda esa dimensión estrictamente política y así crear sentido de 

comunidad o unidad civil e identidad democrática. Los diversos enfoques y modelo 

consideran a las instituciones políticas como objetos prioritarios en la reforma o 

profundización democrática. 

 En el caso de México a inicios del siglo XXI, también se plantearon una serie de 

retos o desafíos considerados fundamentales para el mejoramiento o profundización de su 

democracia y del Estado de derecho. 

Al respecto se debe hacer una acotación a modo de conclusión general. Similar a lo 

que se consigna en la teoría y en estudios aplicados en otros países, el criterio mayoritario 

de los altos funcionarios públicos del PJESLP consultados en ésta investigación, estima que 

la relativa estabilidad del régimen democrático en el Estado de SLP  y su Estado de 
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Derecho no ha dependido de la configuración de instituciones públicas que, en su 

organización formal y en sus prácticas informalizadas, operen bajo los preceptos de 

transparencia y el DAIP. 

No obstante ello  los altos funcionarios consultados coinciden en que sí o al menos 

debería ser prioritaria la existencia y aplicación de mecanismos que garanticen la 

transparencia y el efectivo acceso a la información pública al interno del PJESLP. 

 Con base en este panorama general, en esta investigación se plantearon 

interrogantes generales como ¿Cuál es el estado formal-jurídico de la transparencia y el 

DAIP en el Estado de San Luis Potosí con relación a su institucionalización y cuáles son las 

principales percepciones, preferencias, valoraciones, actitudes y conductas de los altos 

funcionarios públicos (jueces y magistrados) al interno del PJESLP con respecto a esa 

dimensión de análisis? Como complemento, ¿qué han hecho los altos funcionarios públicos 

(jueces y magistrados) al interno del PJESLP con respecto a esa dimensión de análisis? y 

presuntamente, ¿con base en qué conjunto o sistema de percepciones o valoraciones han 

tomado (o no) esas decisiones? Las siguientes páginas repasan los principales aspectos 

conclusivos o hallazgos generales de la investigación que responden a estas preguntas y a 

las otras interrogantes derivadas. 

 

1. La institucionalización de la transparencia y el DAIP al interno del PJESLP son 

temas y ejes de trabajo no permanentes al interno de dicha institución política. Lo 

anterior no es óbice para subrayar que el DAIP y, sobre todo, la transparencia, son 

temas que, actualmente, son reconocidos como relevantes, necesarios, 

impostergables, e incluso estratégicos para la reforma, modernización o 

fortalecimiento de las instituciones públicas en el país. 
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 De manera similar a como ha ocurrido en otros contextos, es reciente el 

protagonismo de la transparencia y el DAIP como asuntos de discusión y ejes de trabajo en 

las instituciones políticas. 

 Como se mencionó desde los capítulos conceptuales y se pudo comprobar en la 

presente investigación, la transparencia y el DAIP al interior de las instituciones públicas 

son estimados actualmente como valores positivos de la actividad política en el país. 

 Por otra parte, no es un asunto de poca importancia las constantes advertencias 

acerca de las posibles desventajas que podrían tener las instituciones política “demasiado” 

transparentes, sin embargo, se percibe que son mayores las oportunidades de que ello 

contribuya a mejorar la legitimidad social de las mismas. A modo de balance, se concluye 

que son más las ventajas que las desventajas o riesgos. 

 Esto último confirma, adicionalmente, dos hipótesis. En primer lugar, se consolida 

la posición de que es necesario procurar equilibrios y complementariedades entre esta 

dimensión de las instituciones políticas. En segundo lugar, es posible confirmar que hay 

diferencias destacables según los criterios adoptados por cada uno de los altos funcionarios 

públicos entrevistados, especialmente en lo que respecta a sus preferencias por priorizar 

entre esta variable o área de trabajo. 

 

2. Las reformas organizativas o institucionales y las disposiciones internas tendientes a 

ampliar la institucionalización de la transparencia y el DAIP al interno del PJESLP, 

están condicionadas (influidas, inducidas, compelidas, “promovidas”) por las 

disposiciones normativas derivadas del ordenamiento jurídico nacional supra-

institucional. 
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 Al inicio de ésta investigación se cuestionaba si del análisis de las “reglas del juego” 

se podía deducir o anticipar el “resultado del juego” en la institucionalización de la 

transparencia y el DAIP. Los altos funcionarios públicos consultados consideran en que sí 

impactan e inciden en lo que en “la práctica” ha sucedido, acontece actualmente y puede 

suceder a futuro en esa dimensión de análisis. Asimismo, para los altos funcionarios 

públicos no existe una diferencia clara entre la “formalidad” y la “informalidad” en la 

organización y vida interna del PJESLP. La reiterada preocupación teórica-politológica del 

divorcio o contradicción entre las normas jurídicas y las prácticas reales, no es percibida de 

esa manera por aquellos. 

 Este conjunto de hallazgos y reflexiones tienen asidero teórico en la perspectiva del 

nuevo institucionalismo95. De los resultados de esta investigación puede considerarse 

acertado haber incluido este tipo de análisis como parte de una explicación ampliada de la 

institucionalización de la transparencia y el DAIP. 

 Trasciende los objetivos y posibilidades de esta investigación precisar 

cuantitativamente qué tanto o cuánto de los avances en la institucionalización de la 

transparencia y el DAIP al interno del PJESLP es atribuible a las presiones extra-

institucionales (reglas formales) y cuánto a la voluntad interinstitucional (reglas 

informales)96. Como contraste, sí se fortalece la hipótesis de la mutua afectación entre 

factores exógenos y endógenos97.  

 

                                                        
95 Debe recordarse que el estudio de las normas jurídicas e institutos formales en las democracias contemporáneas se postula como 
dimensión analítica indispensable desde el institucionalismo clásico. 
96 No es posible confirmar argumentos que postulen una absoluta permeabilidad del PJESLP a los insumos del contexto, ni se sostienen 
posiciones totalmente autorreferenciales o autopoieticas. 
97 En este sentido, la perspectiva teórica del nuevo institucionalismo de March y Olsen y también la vertiente del institucionalismo 
sociológico (Peters, 2003: 147-166) son apropiadas y pertinentes. 
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3. La —variable— cultura política interinstitucional manifestada por la mayoría de los 

altos funcionarios consultados se corresponde o se asemeja a los resultados que 

periódicamente publican los estudios de cultura política en México, con respecto a 

las demandas de mayor apertura y rendición de cuentas por parte de las instituciones 

políticas. Adicionalmente, prevalecen en el PJESLP normas, prácticas y actitudes 

que provocan retrasos u obstáculos para los avances en la de la transparencia y el 

DAIP al interno del PJESLP. Los altos funcionarios manifiestan estiman como 

necesario y urgente la conformación de una “nueva cultura” que supere (más allá de 

instrumentos, mecanismos, normas jurídicas) situaciones y conductas 

contraproducentes para mejorar la transparencia institucional.  

 

 Como se anticipó, fue de interés en esta investigación mostrar la existencia de 

conductas y “mecanismos” informales al interno del PJESLP que tienen una influencia 

decisiva en el cambio u orden político, y que actúan como dispositivos de una 

relativamente amplia autonomía organizativa y de actuación institucional. Es claro en las 

propias declaraciones de los altos funcionarios que lo integran, que en el PJESLP 

prevalecen pautas de comportamiento que suelen vincularse con una aceptación, por lo 

general implícita y no formalizada, de lo que se considera conveniente, legítimo o 

adecuado.  

 En este sentido la categoría de la lógica de lo adecuado —también proveniente del 

nuevo institucionalismo— es una explicación apropiada para entender por qué, si bien el 

entorno afecta la dinámica todas las instituciones políticas, su nivel o grado de “afectación” 

varía de acuerdo con las características propias (formales, informales) de cada una de ellas. 
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Con esta perspectiva neo-institucional es posible superar el simplismo de ciertas corrientes 

de corte racionalista o de reingeniería política mecánica. 

 

4. Tal y como consignan diversos textos especializados en la materia, aun no se ha 

logrado producir suficiente evidencia empírica para afirmar, categóricamente, que 

con mayor institucionalización de la transparencia y el DAIP en las instituciones 

políticas, se mejora su funcionalidad. Tanto las producciones académicas como las 

percepciones de los altos funcionarios públicos consultados advierten que las 

acciones tendentes a generar “más transparencia interna” en las instituciones 

políticas no deben sobredimensionarse ni considerarse como panacea que resolverá 

todos los problemas actuales de las instituciones políticas. En esta investigación se 

coincide con esas advertencias. Entonces, ¿por qué se considera importante o útil 

para las instituciones políticas mejorar o ampliar la institucionalización de la 

transparencia y el DAIP en su interior? 

 

 Según lo mencionamos desde los primeros capítulos, la institucionalización de la 

transparencia y el DAIP al interior del PJESLP pueden ser consideradas como moda, 

axioma e incluso, áreas de interés de actores y fuentes de cooperación internacionales; pero 

son fundamentalmente presupuestos normativos, pertenecientes al ámbito de la 

“deseabilidad” del funcionamiento democrático de las instituciones políticas, puesto que 

nada garantiza que aquellas con mayores avances en esos campos sean más funcionales. 

 Finalmente, parafraseando a Giovanni Sartori, podríamos concluir que esta 

investigación ha preferido la relevancia imprecisa (carencia cualitativa) a la precisión 

irrelevante (carencia cuantitativa); sin embargo, otros aspectos de la vida interna de las 
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instituciones políticas podrían estudiarse con la aplicación de instrumentos cuantitativos98. 

En este sentido, la propuesta de enfoque de investigación desarrollada en esta tesis puede 

ser una contribución por discutir.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                        
98 Por ejemplo, un cuestionario con preguntas cerradas y estandarizadas dirigido a todo el universo de los altos funcionarios públicos, 
podría generar resultados que identifiquen claramente la diversidad de percepciones, valoraciones y actitudes que prevalecen al interno de 
cada institución política. Así podría someterse a prueba empírica la discusión tradicional de qué es más apropiado utilizar como categoría 
conceptual: “una cultura política interinstitucional” o la coexistencia de “varias culturas políticas” al interno de toda institución política 
en general. 
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ANEXO 1. Sistema de sub-variables e indicadores. 

Institucionalización de la transparencia y el DAIP al interno del PJESLP. 

 

Las sub-variables son líneas de reflexión o temas que facilitan observar la variación 

específica de las variables. Se proponen para los efectos de la presente investigación 5 sub-

variables para la operacionalización de la institucionalización de la transparencia y el DAIP 

al interno del PJESLP. 

Cada sub-variable contiene indicadores, que son las categorías que tienen como 

objetivo primordial “medir”, observar, determinar o evaluar el estado o comportamiento 

particular o específico de una variable, con mayor detalle que las sub-variables.  

En esta investigación los indicadores se utilizarán para obtener información de las 

normas jurídicas supra e interinstitucionales. Determinan la existencia o ausencia de 

disposiciones específicas constitucionales-legales-reglamentarias en un documento jurídico; 

por eso se denominan indicadores de existencia normativa, pues sirven como prueba 

empírica de que “existe una norma” formalizada. Asimismo, sirven de base para formular 

las preguntas de las entrevistas semi-estructuradas con los altos funcionarios públicos 

(jueces y magistrados) que integran al PJESLP.  

Para el análisis de las “reglas del juego” se utilizará una matriz analítica (ANEXO 

3). Las matrices son una representación gráfica u ordenamiento de las variables, sub-

variables e indicadores99.  

 

                                                        
99 Dicho sistema de unidades operacionales aquí presentado ha sido elaborado siguiendo la información que se recabó momento a 
momento, es decir, al mismo tiempo de capturar la información de existencia normativa aplicable al objeto de estudio se elaboraron los 
indicadores (preguntas-respuestas) encaminados a obtener aquella información necesaria para la obtención de percepciones o 
valorizaciones emanadas de las entrevistas con informantes claves (ANEXO 2). De esta forma fue posible comparar aquella información 
proveniente de los indicadores de existencia normativa como la valoración de su cumplimiento, eficacia y efectividad de hecho. 
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Institucionalización de la transparencia y el DAIP al interno del PJESLP 

 

I. Puesta a disposición del público mediante su difusión de oficio, a través de los medios 
electrónicos disponibles, la información completa y actualizada sobre100: 
 
1. Indicadores de gestión. 
2. Ejercicio de los recursos públicos. 
3. Los índices y catálogos de información en posesión de cada ente obligado. 
4. Las leyes, reglamentos, decretos, acuerdos, circulares, Periódico Oficial del Estado, 

y demás disposiciones administrativas o instrumento legal, que le dan sustento al 
ejercicio de sus funciones públicas. 

5. La información acerca de los sistemas, procesos, oficinas, ubicación, teléfonos, 
horario de atención, página electrónica, cuotas y responsables de atender las 
solicitudes de acceso a la información, así como las solicitudes recibidas y las 
respuestas dadas por los servidores públicos. 

6. El nombre, puesto, domicilio oficial, teléfono y dirección electrónica de los 
servidores públicos responsables de atender las solicitudes de acceso. 

7. La información de utilidad e interés público que contribuya a la transparencia 
gubernamental y social, a la rendición de cuentas, y al mejor ejercicio del derecho 
de acceso a la información pública.  
 

II. Puesta a disposición del público, de oficio, en forma completa y actualizada, la 
siguiente información101:  

 
1. La creación, fusión, modificación o extinción de las áreas de apoyo administrativo 

de los poderes del Estado. 
2. La estructura orgánica, normatividad, nombramientos y funciones que realiza cada 

dependencia y unidad administrativa. 
3. El directorio de servidores públicos con referencia a su nombramiento oficial, 

tabulador, sueldos, salarios, remuneraciones mensuales por puesto, viáticos, viajes, 
gastos de representación, así como cualquier percepción o remuneración que 
reciban los servidores en ejercicio de sus funciones; en este caso no se podrá 
apelar al derecho de protección de datos personales. 

4. Los manuales de organización, servicios que se ofrecen, trámites, requisitos y 
formatos, así como los documentos que contengan las políticas de cada 
dependencia y unidad administrativa, que incluya metas, objetivos y responsables 
de los programas operativos a desarrollar. 

5. La agenda de actividades de los titulares de las dependencias públicas, reuniones 
públicas de los diversos consejos, gabinetes, cabildos, sesiones plenarias y 
sesiones de trabajo a las que convoquen las entidades públicas. 

                                                        
100 Artículo 18, LTAIPSLP. 
101 Artículo 19, LTAIPSLP. 
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6. La información contenida en las minutas, acuerdos y actas de las reuniones 
oficiales de sus órganos colegiados, salvo que por disposición expresa de la ley, se 
determine que deban realizarse con carácter reservado. 

7. Las convocatorias e información acerca de los permisos, licencias, concesiones, 
licitaciones de obras, adquisiciones, arrendamientos, prestación de servicios y 
autorizaciones otorgadas por las entidades públicas. Así como, las opiniones, 
argumentos, datos finales incluidos en los expedientes y documentos que 
contengan los resultados de los procedimientos administrativos aludidos. 

8. La información contenida en los documentos y expedientes administrativos, que se 
produzcan en los procesos para suscribir contratos, realizar licitaciones y todo tipo 
de actos y decisiones administrativas, relacionadas con la adquisición, 
arrendamiento, concesiones y prestación de bienes y servicios. 

9. Los informes anuales de actividades, los balances generales y estados financieros, 
de acuerdo a los principios de contabilidad generalmente aceptados. 

10. La información sobre la situación económica, estados financieros y endeudamiento 
de las entidades públicas, incluyendo una lista de los bienes inmuebles y de los 
vehículos adscritos a las mismas. 

11. La información de los movimientos de ingresos y egresos, que deberán contener, 
en el caso de egresos, el monto, beneficiario, concepto, fecha, folio, institución 
bancaria y funcionario que lo autoriza. En el caso de ingresos, el número de 
entero, monto, concepto, contribuyente y fecha. 

12. Los contratos de prestación de servicios que establezcan personas físicas o morales 
con las entidades públicas, y todo documento e informe relacionado con los 
mismos. 

13. Los convenios que el gobierno realice con la Federación, con otros estados y con 
los municipios, siempre que no versaren sobre seguridad nacional o seguridad 
pública. 

14. Los convenios que las entidades públicas celebren con organizaciones no 
gubernamentales, sindicatos, partidos políticos, asociaciones políticas, 
instituciones de enseñanza privada, fundaciones e instituciones públicas del Estado 
de San Luis Potosí, de otro Estado, de la Federación, o de otro país. Cuando se 
trate de convenios que impliquen transferencias financieras con cargo al 
presupuesto público, en el convenio se establecerá el fundamento jurídico, los 
responsables de su recepción y ejecución, el programa y los tiempos de aplicación, 
y se exigirá un informe de ejecución de los fondos, que también deberá hacerse 
público. 

15. Los contratos, convenios y condiciones generales de trabajo, que regulen las 
relaciones laborales del personal sindicalizado y de confianza que se encuentre 
adscrito a las entidades públicas; así como, la relación del personal sindicalizado, y 
las prestaciones económicas o en especie que se hayan entregado a los sindicatos 
por parte del empleador. 

16. Los resultados de los concursos, licitaciones, adquisiciones, arrendamientos, 
concesiones y prestación de servicios deberán contener información precisa, 
acerca del contrato, el monto, el nombre del proveedor, contratista o de la persona 
física o jurídica con quien o quienes se haya celebrado el contrato, plazos de 
cumplimiento y mecanismos de participación e intervención ciudadana. 
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17. Cuando se trate del otorgamiento de concesiones, licencias, permisos o 
autorizaciones a particulares, la información al respecto deberá contener el nombre 
o razón social del titular, el concepto y los objetivos de la concesión, licencia, 
autorización o permiso, el fundamento legal y el tiempo de vigencia. 

18. La información detallada de las obras que directa o indirectamente tienen que 
ejecutar con cargo al presupuesto público, con préstamos, subvenciones o 
aportaciones privadas de carácter nacional e internacional. En este caso, deberá 
precisarse el monto, lugar, plazo de ejecución, entidad pública y servidores 
públicos responsables de la obra, y mecanismos de vigilancia ciudadana. 

19. La información contenida en los documentos y expedientes relativos a todo tipo de 
auditorías concluidas y realizadas, para evaluar el ejercicio presupuestal y la 
gestión de cada dependencia o unidad administrativa del Estado y los municipios, 
que realicen la Contraloría del Estado, las contralorías internas, la Auditoría 
Superior del Estado, o la Auditoría Superior de la Federación, o las equivalentes 
de cualquiera de todas las anteriores, así como las aclaraciones que correspondan. 

20. El programa de trabajo de los titulares de las entidades públicas, dependencias y 
unidades administrativas, y el informe de labores y actividades. Esta información 
deberá hacerse pública, a más tardar quince días hábiles después de haberse 
producido. 

21. La información presupuestal detallada que contenga por lo menos los datos acerca 
de los destinatarios, usos, montos, criterios de asignación, mecanismos de 
evaluación e informes sobre su ejecución. Además, deberá difundirse la 
información relativa a los montos recibidos por concepto de multas, recargos, 
cuotas, depósitos y fianzas, señalando el nombre de los responsables de recibirlos, 
administrarlos y ejercerlos. 

22. La información de los padrones de beneficiarios de los programas sociales 
aplicados por el Estado y los municipios, así como, la información sobre el diseño, 
montos, acceso, ejecución y beneficiarios de los programas de subsidio. 

23. La información sobre la ejecución del presupuesto aprobado a las entidades 
públicas previstas en la presente Ley, que deberá actualizarse trimestralmente; así 
como, los criterios de asignación, el tiempo de ejecución, los mecanismos de 
evaluación, y los responsables de su recepción y ejecución final. 

24. Las acciones, controversias y juicios entre poderes públicos del Estado de San 
Luis Potosí, entre sí, y con la Federación. 

25. La información acerca de la planeación, programación, gasto y contenidos de la 
información que difundan a través de los diversos medios escritos y electrónicos a 
su cargo, o en el tiempo que contraten para ello. El contenido de la información 
deberá atender a criterios de imparcialidad, objetividad, veracidad y oportunidad. 

26. Los trabajos, informes, estudios, análisis y reportes generados por despachos de 
consultoría privada, contratados por las entidades públicas. 

27. Los resultados de estudios y encuestas de opinión pública realizadas o contratadas.  
 

III. Puesta a disposición del público, de oficio, y de forma completa y actualizada, la 
siguiente información102:  
 

                                                        
102 Artículo 23, LTAIPSLP. 
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1. Los datos sobre la ejecución de su presupuesto aprobado, que deberá actualizarse 
trimestralmente; así como, los criterios de asignación, el tiempo de ejecución, los 
mecanismos de evaluación, y los responsables de su recepción y ejecución final. 

2. Los montos recibidos por concepto de depósitos judiciales y fianzas, los nombres 
de quienes los reciben, administran y ejercen, el uso y calendario de aplicación. 

3. Las sentencias que hayan causado estado o ejecutoria; excepto en los casos en que 
sea imperativa la protección de datos personales, de oficio o a petición fundada de 
parte interesada.  

 
IV. Difusión, por lo menos con tres días hábiles de anticipación a la fecha en que se 

pretendan discutir para su aprobación en el órgano correspondiente de103:  
 
1. Los dictámenes de ley, o proyectos de reglamentos y disposiciones administrativas 

en ciernes, según sea el caso. 
 

V. El Poder Judicial pondrá a disposición del público de oficio104: 
 

1. La misión y visión del Consejo de la Judicatura.  
2. Las convocatorias a concursos para ocupar cargos jurisdiccionales y los resultados 

de los mismos. 
3. La jurisprudencia y tesis locales. 
4. Las convocatorias, programas, claustro docente, cursos extracurriculares, de 

actualización y de postgrado que imparta el Instituto de Estudios Judiciales, así 
como información sobre las conferencias, eventos académicos, culturales y de 
interés general que desarrolle el Poder Judicial. 

5. El calendario de labores. 
6. Las listas de acuerdos. 
7. El acervo de la biblioteca del Poder Judicial “Francisco Pedraza Montes”. 
8. Los informes anuales de actividades del Presidente del Supremo Tribunal de 

Justicia, el Consejo y el Tribunal Electoral del Estado; así como, aquéllas que 
correspondan a los demás órganos judiciales. 

9. La información sobre la situación financiera, ejercicio y aplicación del Fondo de 
Apoyo para la Administración de Justicia. 

10. Los informes sobre el inicio de procedimientos de designación y ratificación de 
servidores judiciales, así como el resultado de las mismas. 

11. Las resoluciones dictadas en los procedimientos de responsabilidad administrativa 
y quejas presentadas contra servidores judiciales, una vez que no exista medio de 
impugnación en su contra. 

12. La estadística judicial. 
13. El catálogo de sentencias ejecutoriadas. 
14. Los avisos de sesiones públicas de sus órganos colegiados. 
15. Los avisos a que se refiere el artículo 31 de la LTAIPSLP, y en su caso, la reserva 

correspondiente. 
16. La Gaceta Judicial y demás órganos informativos. 

                                                        
103 Artículo 31, LTAIPSLP. 
104 Artículo 13, RPJALTAIP. 



110 

17. Cualquier otra información que a juicio de la Comisión Mixta y del Comité, en sus 
respectivas competencias, pueda ser de utilidad al público en general y contribuya a 
la transparencia del Poder Judicial. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



111 

ANEXO 2. Notas metodológicas. 

 

Una parte de ésta investigación se fundamenta en la sistematización y el análisis de los 

resultados derivados de la aplicación del instrumento metodológico (técnica) “entrevista 

semiestructurada de preguntas y respuestas abiertas” con informantes claves. 

Esta técnica es considerada como un procedimiento de conversación o narración 

(Valles, 2000: 177-233), perteneciente a la “familia” de las entrevistas abiertas (Delgado y 

Gutiérrez , 1998: 225-240) o en profundidad. Para efecto de la presente investigación se 

tomará la posición de Ángela Giglia y Rosalía Winocour quienes diferencian las entrevistas 

en profundidad de las semi-estructuradas por considerar que en estas últimas las preguntas 

se refieren a cuestiones más precisas o específicas (Winocour, 2002: 103-106), además de 

referirse a una temática ad-hoc al interés de la investigación que se presenta.  

De manera adicional esta técnica permite que una “vez realizadas y transcritas, las 

entrevistas semi-estructuradas se prestan para un tratamiento que combina operaciones de 

tipo cualitativo con otras más cercanas a los enfoques cuantitativos” (Winocour, 2002: 

106), lo cual facilita la elaboración de tablas comparativas.  

Por su parte Miguel Valles (2000: 180- 189) también considera que este tipo de 

entrevista es un punto intermedio entre las técnicas cualitativas y las cuantitativas. 

Siguiendo a dicho autor, la entrevista utilizada en esta investigación podría ser considerada 

específicamente como una entrevista estandarizada-abierta y especializada, aplicada a 

“elites” o entrevistados “expertos” o “bien informados”, o sea, para el caso particular, los 

informantes claves o los altos funcionarios públicos (jueces y magistrados) que integran al 

PJESLP.  
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Cuestionario guía 

De esta forma el cuestionario-guía que se presenta fue elaborado teniendo como 

referentes las preguntas de investigación, los enunciados hipotéticos, los presupuestos de 

trabajo, las posiciones teóricas y las definiciones operacionales expuestas en el Capítulo I. 

Asimismo se consideraron los hallazgos derivados de la investigación documental, tanto los 

aspectos teóricos–conceptuales como la normativa jurídica estatal e interinstitucional. 

 

I. Nociones generales, régimen democrático en el Estado de SLP y el PJESLP. 
 
1. ¿Qué considera usted que es —cómo entiende usted— una institución política 

como el PJESLP “transparente” o con transparencia? 
2. ¿Considera Ud. que la relativa estabilidad democrática de SLP hasta este momento 

ha dependido de la existencia de instituciones políticas transparentes? Por favor 
explique. 

3. ¿Cuáles son las ventajas y desventajas de estar al frente de instituciones políticas 
más transparentes, o muy transparentes? 
 

II. Autonomía, reglas formales y “prácticas reales”. 
 
1. A modo de balance general ¿cuánto de lo que ha hecho el PJESLP en los últimos 

años en materia de transparencia y el DAIP es producto de la propia voluntad 
institucional y cuánto es producto de las presiones “externas” (de otros actores o 
factores externos al PJESLP)? 

2. Más allá de los ajustes a las leyes y reglamentos estatales, ¿cómo han impactado o 
incidido las normas jurídicas nacionales (Constitución, pronunciamientos de la 
SCJN) a las “prácticas” reales internas del PJESLP en materia de transparencia y el 
DAIP? 

 
III. Institucionalización de la transparencia y el DAIP. 
 

1. ¿Considera usted que el PJESLP necesita “más transparencia”? ¿Por qué? ¿Qué 
propondría usted al respecto? 

2. ¿Qué tan importantes son para Ud. la existencia y aplicación de mecanismos que 
garanticen la transparencia y el efectivo acceso a la información pública al interno 
del PJESLP? 

3. ¿Cuál es su opinión sobre la transparencia y el DAIP en la gestión financiera del 
PJESLP? 
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4. ¿Cuánto se ha avanzado al interno del PJESLP para hacerlo “más” y “mejor” 
transparente?, ¿se debe hacer más al respecto? 

 
IV. Conclusión. 
 

1. Analizando la situación actual y el futuro cercano del PJESLP y de otras 
instituciones políticas en SLP, ¿qué tan probable o posible es lograr avances 
importantes en la institucionalización de la transparencia y el DAIP de las 
instituciones políticas? 

 

 Las personas “informantes claves” es una selección (muestra) de 9 altos 

funcionarios públicos (6 jueces y 3 magistrados) integrantes del PJESLP en estudio. El 

universo de altos funcionarios públicos pertenecientes al PJESLP es de 84. La selección de 

9 informantes clave equivale a un 10% del universo105. 

 Esta selección no es una muestra de investigación cuantitativa (probabilística 

estratificada, por racimos, aleatorias, tómbola, etc.) sino una muestra no probabilística de 

sujetos-tipo para un estudio de caso (Hernández, Fernández y Baptista, 2003: 326-341). 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                        
105 Cf. apartado I.5 del Capítulo I para observar la composición actual del PJESLP. 
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ANEXO 3. Matriz normativa interinstitucional de institucionalización de la transparencia y 

el DAIP al interno del PJESLP. 

 
I. Puesta a disposición del público mediante su difusión de oficio, a través de  

los medios electrónicos disponibles, la información completa y actualizada sobre106: 
 

 

INDICADOR CUMPLIMIENTO 

1. Indicadores de gestión. SI. 
A través de programas operativos anuales. 

2. Ejercicio de los recursos públicos. SI. 
Listado anual. 

3. Los índices y catálogos de información 
en posesión de cada ente obligado. 

SI. 
Esta obligación vence el día 18 de Julio de 
2010, conforme al art. transitorio XI de la 
LTAIPSLP (reformada el 18 de Abril de 

2008). 
4. Las leyes, reglamentos, decretos, 
acuerdos, circulares, Periódico Oficial del 
Estado, y demás disposiciones 
administrativas o instrumento legal, que le 
dan sustento al ejercicio de sus funciones 
públicas. 

SI. 
 

5. La información acerca de los sistemas, 
procesos, oficinas, ubicación, teléfonos, 
horario de atención, página electrónica, 
cuotas y responsables de atender las 
solicitudes de acceso a la información, así 
como las solicitudes recibidas y las 
respuestas dadas por los servidores 
públicos. 

SI. 
Utilización del sistema INFOMEX. 

6. El nombre, puesto, domicilio oficial, 
teléfono y dirección electrónica de los 
servidores públicos responsables de atender 
las solicitudes de acceso. 

SI. 

7. La información de utilidad e interés 
público que contribuya a la transparencia 
gubernamental y social, a la rendición de 
cuentas, y al mejor ejercicio del derecho de 
acceso a la información pública.  

SI. 

 

                                                        
106 Artículo 18, LTAIPSLP. 



115 

 
II. Puesta a disposición del público, de oficio, en  

forma completa y actualizada, la siguiente información107: 
 

 

INDICADOR CUMPLIMIENTO 

1. La creación, fusión, modificación o 
extinción de las áreas de apoyo 
administrativo de los poderes del Estado. 

SI. 

2. La estructura orgánica, normatividad, 
nombramientos y funciones que realiza cada 
dependencia y unidad administrativa. 

SI. 

3. El directorio de servidores públicos con 
referencia a su nombramiento oficial, 
tabulador, sueldos, salarios, remuneraciones 
mensuales por puesto, viáticos, viajes, 
gastos de representación, así como 
cualquier percepción o remuneración que 
reciban los servidores en ejercicio de sus 
funciones; en este caso no se podrá apelar al 
derecho de protección de datos personales. 

SI. 

4. Los manuales de organización, 
servicios que se ofrecen, trámites, requisitos 
y formatos, así como los documentos que 
contengan las políticas de cada dependencia 
y unidad administrativa, que incluya metas, 
objetivos y responsables de los programas 
operativos a desarrollar. 

SI. 

5. La agenda de actividades de los 
titulares de las dependencias públicas, 
reuniones públicas de los diversos consejos, 
gabinetes, cabildos, sesiones plenarias y 
sesiones de trabajo a las que convoquen las 
entidades públicas. 

SI. 

6. La información contenida en las 
minutas, acuerdos y actas de las reuniones 
oficiales de sus órganos colegiados, salvo 
que por disposición expresa de la ley, se 
determine que deban realizarse con carácter 
reservado. 

SI. 

7. Las convocatorias e información acerca 
de los permisos, licencias, concesiones, 
licitaciones de obras, adquisiciones, 
arrendamientos, prestación de servicios y 

SI. 

                                                        
107 Artículo 19, LTAIPSLP. 



116 

autorizaciones otorgadas por las entidades 
públicas. Así como, las opiniones, 
argumentos, datos finales incluidos en los 
expedientes y documentos que contengan 
los resultados de los procedimientos 
administrativos aludidos. 
8. La información contenida en los 
documentos y expedientes administrativos, 
que se produzcan en los procesos para 
suscribir contratos, realizar licitaciones y 
todo tipo de actos y decisiones 
administrativas, relacionadas con la 
adquisición, arrendamiento, concesiones y 
prestación de bienes y servicios. 

SI. 

9. Los informes anuales de actividades, 
los balances generales y estados financieros, 
de acuerdo a los principios de contabilidad 
generalmente aceptados. 

SI. 
A través de informes trimestrales. 

10. La información sobre la situación 
económica, estados financieros y 
endeudamiento de las entidades públicas, 
incluyendo una lista de los bienes 
inmuebles y de los vehículos adscritos a las 
mismas. 

SI. 
A través de informes mensuales. 

11. La información de los movimientos de 
ingresos y egresos, que deberán contener, 
en el caso de egresos, el monto, 
beneficiario, concepto, fecha, folio, 
institución bancaria y funcionario que lo 
autoriza. En el caso de ingresos, el número 
de entero, monto, concepto, contribuyente y 
fecha. 

SI. 

12. Los contratos de prestación de servicios 
que establezcan personas físicas o morales 
con las entidades públicas, y todo 
documento e informe relacionado con los 
mismos. 

SI. 

13. Los convenios que el gobierno realice 
con la Federación, con otros estados y con 
los municipios, siempre que no versaren 
sobre seguridad nacional o seguridad 
pública. 

No existe documento alguno que 
corresponda a esta obligación. 

14. Los convenios que las entidades 
públicas celebren con organizaciones no 
gubernamentales, sindicatos, partidos 
políticos, asociaciones políticas, 

SI. 
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instituciones de enseñanza privada, 
fundaciones e instituciones públicas del 
Estado de San Luis Potosí, de otro Estado, 
de la Federación, o de otro país. Cuando se 
trate de convenios que impliquen 
transferencias financieras con cargo al 
presupuesto público, en el convenio se 
establecerá el fundamento jurídico, los 
responsables de su recepción y ejecución, el 
programa y los tiempos de aplicación, y se 
exigirá un informe de ejecución de los 
fondos, que también deberá hacerse público. 
15. Los contratos, convenios y condiciones 
generales de trabajo, que regulen las 
relaciones laborales del personal 
sindicalizado y de confianza que se 
encuentre adscrito a las entidades públicas; 
así como, la relación del personal 
sindicalizado, y las prestaciones económicas 
o en especie que se hayan entregado a los 
sindicatos por parte del empleador. 

NO. 

16. Los resultados de los concursos, 
licitaciones, adquisiciones, arrendamientos, 
concesiones y prestación de servicios 
deberán contener información precisa, 
acerca del contrato, el monto, el nombre del 
proveedor, contratista o de la persona física 
o jurídica con quien o quienes se haya 
celebrado el contrato, plazos de 
cumplimiento y mecanismos de 
participación e intervención ciudadana. 

SI. 

17. Cuando se trate del otorgamiento de 
concesiones, licencias, permisos o 
autorizaciones a particulares, la información 
al respecto deberá contener el nombre o 
razón social del titular, el concepto y los 
objetivos de la concesión, licencia, 
autorización o permiso, el fundamento legal 
y el tiempo de vigencia. 

SI. 

18. La información detallada de las obras 
que directa o indirectamente tienen que 
ejecutar con cargo al presupuesto público, 
con préstamos, subvenciones o aportaciones 
privadas de carácter nacional e 
internacional. En este caso, deberá 
precisarse el monto, lugar, plazo de 

No existe documento alguno que 
corresponda a esta obligación. 
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ejecución, entidad pública y servidores 
públicos responsables de la obra, y 
mecanismos de vigilancia ciudadana. 
19. La información contenida en los 
documentos y expedientes relativos a todo 
tipo de auditorías concluidas y realizadas, 
para evaluar el ejercicio presupuestal y la 
gestión de cada dependencia o unidad 
administrativa del Estado y los municipios, 
que realicen la Contraloría del Estado, las 
contralorías internas, la Auditoría Superior 
del Estado, o la Auditoría Superior de la 
Federación, o las equivalentes de cualquiera 
de todas las anteriores, así como las 
aclaraciones que correspondan. 

SI. 

20. El programa de trabajo de los titulares 
de las entidades públicas, dependencias y 
unidades administrativas, y el informe de 
labores y actividades. Esta información 
deberá hacerse pública, a más tardar quince 
días hábiles después de haberse producido. 

SI. 
A través de programas operativos anuales. 

21. La información presupuestal detallada 
que contenga por lo menos los datos acerca 
de los destinatarios, usos, montos, criterios 
de asignación, mecanismos de evaluación e 
informes sobre su ejecución. Además, 
deberá difundirse la información relativa a 
los montos recibidos por concepto de 
multas, recargos, cuotas, depósitos y 
fianzas, señalando el nombre de los 
responsables de recibirlos, administrarlos y 
ejercerlos. 

SI. 

22. La información de los padrones de 
beneficiarios de los programas sociales 
aplicados por el Estado y los municipios, así 
como, la información sobre el diseño, 
montos, acceso, ejecución y beneficiarios de 
los programas de subsidio. 

SI. 

23. La información sobre la ejecución del 
presupuesto aprobado a las entidades 
públicas previstas en la presente Ley, que 
deberá actualizarse trimestralmente; así 
como, los criterios de asignación, el tiempo 
de ejecución, los mecanismos de 
evaluación, y los responsables de su 
recepción y ejecución final. 

SI. 
A través de informes trimestrales. 
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24. Las acciones, controversias y juicios 
entre poderes públicos del Estado de San 
Luis Potosí, entre sí, y con la Federación. 

No existe documento alguno que 
corresponda a esta obligación. 

25. La información acerca de la planeación, 
programación, gasto y contenidos de la 
información que difundan a través de los 
diversos medios escritos y electrónicos a su 
cargo, o en el tiempo que contraten para 
ello. El contenido de la información deberá 
atender a criterios de imparcialidad, 
objetividad, veracidad y oportunidad. 

SI. 

26. Los trabajos, informes, estudios, 
análisis y reportes generados por despachos 
de consultoría privada, contratados por las 
entidades públicas. 

No existe documento alguno que 
corresponda a esta obligación. 

27. Los resultados de estudios y encuestas 
de opinión pública realizadas o contratadas.  

No existe documento alguno que 
corresponda a esta obligación. 

 
 

III. Puesta a disposición del público, de oficio, y de  
forma completa y actualizada, la siguiente información108: 

 
 

INDICADOR CUMPLIMIENTO 

1. Los datos sobre la ejecución de su 
presupuesto aprobado, que deberá 
actualizarse trimestralmente; así como, los 
criterios de asignación, el tiempo de 
ejecución, los mecanismos de evaluación, y 
los responsables de su recepción y 
ejecución final. 

SI. 
A través de informes trimestrales. 

2. Los montos recibidos por concepto de 
depósitos judiciales y fianzas, los nombres 
de quienes los reciben, administran y 
ejercen, el uso y calendario de aplicación. 

SI. 

3. Las sentencias que hayan causado estado 
o ejecutoria; excepto en los casos en que sea 
imperativa la protección de datos 
personales, de oficio o a petición fundada 
de parte interesada.  

SI. 
A través de informes anuales. 

 
IV. Difusión, por lo menos con tres días hábiles de anticipación a la fecha  

en que se pretendan discutir para su aprobación en el órgano correspondiente de109: 
                                                        
108 Artículo 23, LTAIPSLP. 
109 Artículo 31, LTAIPSLP. 
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INDICADOR CUMPLIMIENTO 

1. los dictámenes de ley, o proyectos de 
reglamentos y disposiciones administrativas 
en ciernes, según sea el caso. 

Sólo por acuerdo del órgano colegiado, o 
del titular de la entidad pública que 
corresponda, cuando sea el caso, y previa 
presentación de los argumentos jurídicos y 
valoración del riesgo potencial que podría 
suscitar su divulgación anticipada, se podrá 
reservar temporalmente, el conocimiento de 
un anteproyecto legislativo, reglamentario o 
administrativo; así como el conocimiento de 
las minutas, siempre que se trate de 
información que ponga en riesgo la toma de 
decisiones y la ejecución de las mismas. En 
ningún caso, la restricción temporal de la 
información se hará por un plazo mayor de 
quince días hábiles, contados a partir de la 
toma de las decisiones finales sobre el 
asunto en cuestión. 

 
 

V. El Poder Judicial pondrá a disposición del público de oficio110: 
 
 

INDICADOR CUMPLIMIENTO 

1. La misión y visión del Consejo de la 
Judicatura.  SI. 

2. Las convocatorias a concursos para 
ocupar cargos jurisdiccionales y los 
resultados de los mismos. 

SI. 

3. La jurisprudencia y tesis locales. SI. 

4. Las convocatorias, programas, claustro 
docente, cursos extracurriculares, de 
actualización y de postgrado que imparta el 
Instituto de Estudios Judiciales, así como 
información sobre las conferencias, eventos 
académicos, culturales y de interés general 
que desarrolle el Poder Judicial. 

SI. 

5. El calendario de labores. SI. 

                                                        
110 Artículo 13, RPJALTAIP. 
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6. Las listas de acuerdos. SI. 

7. El acervo de la biblioteca del Poder 
Judicial “Francisco Pedraza Montes”. SI. 

8. Los informes anuales de actividades del 
Presidente del Supremo Tribunal de 
Justicia, el Consejo y el Tribunal Electoral 
del Estado; así como, aquéllas que 
correspondan a los demás órganos 
judiciales. 

SI. 

9. La información sobre la situación 
financiera, ejercicio y aplicación del Fondo 
de Apoyo para la Administración de 
Justicia. 

SI. 

10. Los informes sobre el inicio de 
procedimientos de designación y 
ratificación de servidores judiciales, así 
como el resultado de las mismas. 

SI. 

11. Las resoluciones dictadas en los 
procedimientos de responsabilidad 
administrativa y quejas presentadas contra 
servidores judiciales, una vez que no exista 
medio de impugnación en su contra. 

SI. 

12. La estadística judicial. SI. 

13. El catálogo de sentencias ejecutoriadas. SI. 

14. Los avisos de sesiones públicas de sus 
órganos colegiados. NO. 

15. Los avisos a que se refiere el artículo 
31 de la LTAIPSLP, y en su caso, la reserva 
correspondiente. 

NO. 

16. La Gaceta Judicial y demás órganos 
informativos. SI. 

17. Cualquier otra información que a juicio 
de la Comisión Mixta y del Comité, en sus 
respectivas competencias, pueda ser de 
utilidad al público en general y contribuya a 
la transparencia del Poder Judicial. 

No existe documento alguno que 
corresponda a esta obligación. 
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Abreviaturas. 

 

AL América Latina 

CADH Convención Americana sobre Derechos Humanos  

CE Consejo de Europa 

CEDH Comisión Europea de los Derechos Humanos 

CIDCP Convención Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

CIDH Corte Interamericana de Derechos Humanos 

CoEDH Convención Europea de los Derechos del Hombre 

CPDHLF Convenio para la Protección de los Derechos del Hombre y las Libertades 

Fundamentales 

CPESLP Constitución Política del Estado de San Luis Potosí 

CPEUM Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

CSDLAIP Carta de Santo Domingo por el Libre Acceso a la Información Pública  

CSE Carta Social Europea 

DAIP Derecho de Acceso a la Información Pública 

DDCPC Declaración de los Derechos Civiles, Políticos y Culturales 

DDH Declaración de Derechos Humanos 

DFDHC Declaración Francesa de los Derechos del Hombre y del Ciudadano 

DIEU Declaración de Independencia de los Estados Unidos 

DOF Diario Oficial de la Federación 

DUDH Declaración Universal de Derechos Humanos 

EUA Estados Unidos de América 

IFAI Instituto Federal de Acceso a la Información Pública. 
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LAAEMSLP Ley de Archivos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis 

Potosí  

LAESLP  Ley de Archivos para el Estado de San Luis Potosí 

LFTAIPG Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental 

LOPJESLP Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí 

LPDPESLP Ley de Protección de Datos Personales para el Estado de San Luis Potosí 

LRSPEMSLP Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y 

Municipios de San Luis Potosí 

LTAAIPSLP  Ley de Transparencia Administrativa y Acceso a la Información Pública del 

Estado de San Luis Potosí 

LTAIPSLP Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San 

Luis Potosí 

OCDE  Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico  

OEA Organización de los Estados Americanos 

ONU Organización de las Naciones Unidas 

PIDCP Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

PIDESC Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

PJESLP Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí 

RELE Relatoría Especial para la Libertad de Expresión  

RPJALTAIP Reglamento del Poder Judicial para la Aplicación de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 

SCJN  Suprema Corte de Justicia de la Nación 

SLP San Luis Potosí 



124 

TEDH Tribunal Europeo de Derechos Humanos  

UN Naciones Unidas 

UNESCO Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la 

Cultura 
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